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Ley Orgánica 2/2009, de 11 de di-
ciembre, de reforma de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social. («BOE» núm. 299, 
de 12 de diciembre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y 
entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente ley orgánica.

PREÁMBULO

I

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración 
social ha sido reformada en tres ocasiones 
desde su aprobación; en concreto, ha 
sido reformada por las Leyes Orgánicas 
8/2000, de 22 de diciembre, 11/2003, de 
29 de septiembre y 14/2003, de 20 de 
noviembre.

De todas las reformas que ha tenido la 
indicada Ley Orgánica cabe destacar, por 
su mayor calado, la que se llevó a cabo 
pocos meses después de su entrada en 
vigor a través de la Ley Orgánica 8/2000, 
de 22 de diciembre. Algunos de los cam-
bios que introdujo esta última ley moti-
varon la presentación de varios recursos de 
inconstitucionalidad contra la misma.

El Tribunal Constitucional ha resuelto 
los indicados recursos de inconstitucio-
nalidad, entre otras, en las sentencias 
236/2007, de 7 de noviembre, y 259/2007, 
de 19 de diciembre, reconociendo que la 
exigencia que la indicada ley imponía a 
los extranjeros para el ejercicio de los 
derechos fundamentales de reunión, aso-
ciación, sindicación y huelga, de que 
tuvieran residencia legal en España, cons-
tituía una restricción injustificada y, por 
tanto, contraria a la Constitución, ya que 
según la misma los indicados derechos 
alcanzan a todas las personas por el 
hecho de serlo.

Consecuentemente con ello, el Tribunal 
Constitucional ha declarado la inconstitu-
cionalidad de los artículos de la ley Orgá-
nica 4/2000 que regulaban los indicados 
derechos fundamentales.

Disposiciones generales
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II

Por otro lado, ha ido creciendo el nú-
mero de normas comunitarias que afectan 
al Derecho de Extranjería de los Estados 
europeos; así pues, cada vez son más las 
normas que se aprueban en la Unión 
Europea, en materia de inmigración, que 
deben ser incorporadas a nuestro ordena-
miento jurídico. En este orden de cues-
tiones, cabe destacar la firma del Pacto 
Europeo sobre Inmigración y Asilo, re-
frendado en el Consejo Europeo de 16 de 
octubre de 2008 por los 27 países miem-
bros de la Unión Europea, en el cual se 
establecen como principales objetivos 
conseguir una inmigración legal y orde-
nada, luchar contra la inmigración ilegal 
y favorecer la integración de los inmi-
grantes legales mediante un equilibrio de 
derechos y deberes.

La presente Ley asume esta realidad 
como algo positivo en el convencimiento 
de que es necesario contar con un marco 
normativo europeo común en materia de 
inmigración.

Hasta el momento presente estaban 
pendientes de incorporación a nuestro or-
denamiento jurídico las Directivas que se 
han aprobado con posterioridad a la úl-
tima reforma de la Ley 4/2000, de 11 de 
enero, realizada en diciembre de 2003, 
siendo estas las siguientes:

a)  Directiva 2003/110/CE, del Con-
sejo, de 25 de noviembre de 2003, sobre 
la asistencia en casos de tránsito a efectos 
de repatriación o alejamiento por vía 
aérea. (DOUE de 6 de diciembre de 
2003).

b)  Directiva 2003/109/CE, del Con-
sejo, de 25 de noviembre, de 2003, rela-
tiva al Estatuto de los nacionales de ter-

ceros países residentes de larga duración 
(DOUE de 23 de enero de 2004).

c)  Directiva 2004/81/CE, del Con-
sejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la 
expedición de un permiso de residencia 
a nacionales de terceros países que sean 
víctimas de la trata de seres humanos o 
hayan sido objeto de una acción de ayuda 
a la inmigración ilegal que cooperen con 
las autoridades competentes (DOUE de 
6 de agosto de 2004).

d)  Directiva 2004/82/CE, del Con-
sejo, de 29 de abril de 2004, sobre la 
obligación de los transportistas de comu-
nicar los datos de las personas transpor-
tadas (DOUE de 6 de agosto de 2004).

e)  Directiva 2004/114/CE, de 13 de 
diciembre de 2004, del Consejo, relativa 
a los requisitos de admisión de los nacio-
nales de terceros países a efectos de estu-
dios, intercambio de alumnos, prácticas 
no remuneradas o servicios de volunta-
riado (DOUE de 23 de diciembre de 
2004).

f)  Directiva 2005/71/CE, de 12 de 
octubre de 2005, del Consejo, relativa a 
un procedimiento específico de admisión 
de los nacionales de terceros países a 
efectos de investigación científica (DOUE 
de 3 de noviembre de 2005).

g)  Directiva 2008/115/CEE, de 16 de 
diciembre de 2008, del Parlamento 
Europeo y el Consejo, relativa a las 
normas y procedimientos en los Estados 
miembros para el retorno de los nacio-
nales de terceros países en situación de 
estancia ilegal (DOUE de 24 de diciembre 
de 2008).

h)  Directiva 2009/50/CE, del Con-
sejo, de 25 de mayo de 2009, relativa a 
las condiciones de entrada y residencia 
de nacionales de terceros países para 
fines de empleo altamente cualificado 
(DOUE de 18 de junio de 2009).

i)  Directiva 2009/52/CE, del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 18 de 
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junio de 2009, por la que se establecen 
normas mínimas sobre las sanciones y 
medidas aplicables a los empleadores de 
nacionales de terceros países en situación 
irregular (DOUE de 30 de junio de 
2009).

En todo caso, conviene señalar que, 
aunque nuestra legislación es anterior a 
la aprobación de las indicadas directivas, 
muchos de los aspectos que se regulan en 
las mismas ya están recogidos en nuestro 
ordenamiento jurídico, bien en la Ley 
4/2000, de 11 de enero, en su redacción 
actual, o bien en el Reglamento de la 
misma que fue aprobado por Real De-
creto 2393/2004, de 30 de diciembre.

Igualmente, resulta determinante a 
estos efectos la ratificación y entrada en 
vigor en nuestro país de las obligaciones 
dimanantes del Convenio del Consejo de 
Europa sobre la lucha contra la trata de 
seres humanos (Convenio n.º 197 del 
Consejo de Europa), hecho en Varsovia el 
16 de mayo de 2005.

III

La inmigración es una realidad que 
está en constante cambio. Por ello, el 
legislador está obligado a adaptar su nor-
mativa reguladora, si quiere que la misma 
proporcione soluciones efectivas a los 
nuevos retos que se plantean.

Además, el fenómeno migratorio ha 
adquirido tal dimensión en España y tiene 
tales repercusiones en el orden econó-
mico, social y cultural que exige que por 
parte de los poderes públicos se desa-
rrolle una actuación decidida en diversos 
frentes, incluido el normativo. Por lo 
tanto, los poderes públicos deben or-
denar y canalizar legalmente los flujos 
migratorios de tal manera que los mismos 
se ajusten a nuestra capacidad de aco-
gida y a las necesidades reales de nuestro 
mercado de trabajo.

Por otra parte, España está firmemente 
comprometida con la defensa de los de-
rechos humanos, por lo que los poderes 
públicos deben favorecer la plena inte-
gración de los inmigrantes en nuestro 
país y garantizar la convivencia y la co-
hesión social entre los inmigrantes y la 
población autóctona.

IV

Así pues, tres son las causas que justi-
fican la reforma que se propone de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, en su 
redacción actual:

a)  La necesidad de incorporar a 
dicha Ley Orgánica la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, dando para ello 
una nueva redacción acorde con la Cons-
titución, a los artículos de la misma que 
se han declarado inconstitucionales.

b)  La necesidad de incorporar a 
nuestro ordenamiento jurídico, a través 
de la indicada Ley Orgánica, las Direc-
tivas europeas sobre inmigración que 
están pendientes de transposición o que 
no se han transpuesto plenamente.

c)  La necesidad de adaptar la refe-
rida Ley Orgánica a la nueva realidad 
migratoria en España, que presenta unas 
características y plantea unos retos dife-
rentes de los que existían cuando se 
aprobó la última reforma de la ley.

V

Por otra parte, los objetivos que se per-
siguen con esta reforma son los si-
guientes:

1.  Establecer un marco de derechos 
y libertades de los extranjeros que garan-
tice a todos el ejercicio pleno de los de-
rechos fundamentales.

2.  Perfeccionar el sistema de canali-
zación legal y ordenada de los flujos mi-
gratorios laborales, reforzando la vincu-
lación de la capacidad de acogida de 
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trabajadores inmigrantes a las necesi-
dades del mercado de trabajo.

3.  Aumentar la eficacia de la lucha 
contra la inmigración irregular, refor-
zando los medios e instrumentos de con-
trol y los sancionadores, especialmente 
por lo que se refiere a quienes faciliten el 
acceso o permanencia de la inmigración 
ilegal en España, agravando el régimen 
sancionador en este caso y, reforzando 
los procedimientos de devolución de los 
extranjeros que han accedido ilegalmente 
a nuestro país.

4.  Reforzar la integración como uno 
de los ejes centrales de la política de inmi-
gración que, teniendo en cuenta el acervo 
de la Unión Europea en materia de inmi-
gración y protección internacional, 
apuesta por lograr un marco de convi-
vencia de identidades y culturas.

5.  Adaptar la normativa a las compe-
tencias de ejecución laboral previstas en 
los Estatutos de Autonomía que inciden 
en el régimen de autorización inicial de 
trabajo, y a las competencias estatutarias 
en materia de acogida e integración, así 
como potenciar la coordinación de las 
actuaciones de las Administraciones Pú-
blicas con competencias que, asimismo, 
inciden en materia de inmigración y re-
forzar la cooperación entre ellas con el 
fin de prestar un servicio más eficaz y de 
mejor calidad a los ciudadanos.

Dado que durante el último periodo 
legislativo se han aprobado diversas re-
formas en los Estatutos de Autonomía de 
las Comunidades Autónomas que, por 
primera vez, incorporan competencias 
vinculadas a la inmigración, es lógico 
que se adapte su marco regulador al 
nuevo reparto competencial. Asimismo, 
atendido dicho reparto competencial, pa-
rece imprescindible que en esta Ley se 
concreten los niveles competenciales en 
un artículo, como lo es el nuevo artículo 
2 bis, que define genéricamente los prin-
cipios ordenadores de las políticas de 
inmigración en España.

6.  Reforzar e institucionalizar el diá-
logo con las organizaciones de inmi-
grantes y con otras organizaciones con 
interés e implantación en el ámbito mi-
gratorio, incluyendo entre ellas a las or-
ganizaciones sindicales y empresariales 
más representativas, en la definición y 
desarrollo de la política migratoria.

VI

La presente Ley Orgánica tiene un 
único artículo, recogiéndose en el mismo 
todas las modificaciones que se intro-
ducen en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, tanto en el articulado como en 
sus disposiciones adicionales. Además, la 
Ley tiene varias disposiciones finales y 
una única disposición derogatoria.

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, que se reforma, mantiene su es-
tructura articulada que se integra en un 
Título Preliminar, artículos 1 al 2 ter, de-
dicado a las Disposiciones Generales, un 
Título I, artículos 3 al 24, dedicado a los 
derechos y libertades de los extranjeros, 
un Título II, artículos 25 al 49, dedicado 
al régimen jurídico de las situaciones de 
los extranjeros, un Título III, artículos 50 
al 66, dedicado a las infracciones en ma-
teria de extranjería y su régimen sancio-
nador y un Título IV, artículos 67 al 72, 
dedicado a la coordinación de los po-
deres públicos; además, tiene nueve dis-
posiciones adicionales, tres transitorias, 
una derogatoria y diez finales.

VII

Las modificaciones que se introducen 
en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, mediante la presente Ley Orgánica 
afectan a todos los títulos de la misma.

Resulta conveniente hacer una preci-
sión de carácter general que afecta a dis-
tintos artículos sobre los términos de re-
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sidencia o residente, que en todo caso 
deben entenderse referidos a una situa-
ción de estancia o residencia legal, esto 
es, conforme a los requisitos que se esta-
blecen y que, por tanto, habilitan a la 
permanencia del extranjero en nuestro 
país en cualquiera de las situaciones re-
guladas. Cuando se omite la alusión a la 
situación de estancia o residencia, como 
sucede para el ejercicio de los derechos 
fundamentales, es precisamente porque 
dicha situación no debe exigirse.

En el Título Preliminar se introduce un 
nuevo artículo 2 bis en el que se define 
la política migratoria, se establecen los 
principios y ejes de actuación de la misma 
y se indica su marco competencial, y un 
nuevo artículo 2 ter que ordena los prin-
cipios y actuaciones en materia de inte-
gración de los inmigrantes.

En el Título I se introducen importantes 
modificaciones con el fin de perfilar lo 
que debe ser el marco de derechos y li-
bertades de los extranjeros, junto a las 
correspondientes obligaciones, que im-
plique el reconocimiento de los derechos 
fundamentales a los extranjeros cual-
quiera que sea su situación en España, así 
como el establecimiento de un sistema 
progresivo de acceso a los otros derechos 
basado en el refuerzo del estatus jurídico 
a medida que aumenta el periodo de re-
sidencia legal.

Destaca en este Título la nueva regula-
ción de los derechos de reunión y mani-
festación, asociación, sindicación y 
huelga que podrán ejercerse de acuerdo 
con la Constitución Española, en los tér-
minos señalados por el Tribunal Constitu-
cional, así como la nueva regulación que 
se hace de los derechos de educación, 
que se reconoce plenamente hasta los 
dieciocho años, así como el de asistencia 

jurídica gratuita, en cuya regulación se ha 
tenido en cuenta, además de la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional, las 
recomendaciones del Defensor del 
Pueblo. No obstante, debe señalarse 
igualmente que, según la propia interpre-
tación del Tribunal Constitucional, ningún 
derecho es absoluto, lo que significa que 
el Estado mantiene toda la capacidad 
para imponer límites a la permanencia de 
los extranjeros cuando ésta no se sustenta 
en una residencia legal.

También destaca en este Título la nueva 
regulación que se da al derecho de reagru-
pación familiar; el cambio fundamental 
que se introduce es que los beneficiarios 
de la reagrupación, en línea con lo que 
ocurre en la mayoría de los países de 
nuestro entorno, se acotan básicamente a 
los familiares que integran la familia nu-
clear; la novedad en este caso es que, 
dentro de esta categoría de familiares, se 
incluye a la pareja que tenga con el re-
agrupante una relación de afectividad 
análoga a la conyugal, y que a estos re-
agrupados se les facilita el acceso inme-
diato al mercado de trabajo. En cambio, 
esta reforma lleva a que la reagrupación 
de los ascendientes se limite, como norma 
general, a los mayores de sesenta y cinco 
años, previendo que puedan existir ra-
zones humanitarias que la permitan con 
una edad inferior.

En el título II se introducen importantes 
modificaciones, la mayoría de ellas con-
secuencia de la transposición de las Di-
rectivas europeas, destacando sobre todo 
las que incorporan nuevas situaciones de 
los extranjeros, las que están orientadas a 
perfeccionar el estatuto de los residentes 
de larga duración, las que están dirigidas 
a aumentar la eficacia de lucha contra la 
inmigración irregular, destacando entre 
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ellas la creación de un registro para con-
trolar las entradas y salidas. Cabe des-
tacar también el nuevo artículo referido a 
las mujeres extranjeras víctimas de vio-
lencia de género, que les ofrece la posi-
bilidad de obtener una autorización por 
circunstancias excepcionales y que pre-
tende facilitar la denuncia de estos he-
chos. La Ley introduce también modifica-
ciones para perfeccionar el sistema de 
canalización legal y ordenada de los 
flujos migratorios, apostándose de nuevo 
por una inmigración ordenada en un 
marco de legalidad y consolidándose la 
política de inmigración que vincula la 
llegada de nuevos inmigrantes a las nece-
sidades del mercado de trabajo. En este 
sentido, entre otras medidas, se regula 
con mayor nivel de concreción la situa-
ción nacional de empleo en el catálogo 
de ocupaciones de difícil cobertura y se 
limitan las autorizaciones iniciales a una 
ocupación y ámbito territorial. Mención 
especial merecen las modificaciones que 
se realizan en relación a la integración de 
los menores extranjeros no acompañados, 
que propician un mejor tratamiento de la 
situación del menor, y que van, desde la 
posibilidad de su repatriación al país de 
origen, hasta garantizar, cuando ésta no 
resulte la respuesta idónea, las mejores 
condiciones para asegurar la plena inte-
gración de los mismos en la sociedad 
española, que debe ser un objetivo ex-
preso del conjunto de las políticas lle-
vadas a cabo por las distintas Administra-
ciones públicas.

En el Título III, con el objetivo de re-
forzar la lucha contra la inmigración irre-
gular se prevén nuevas infracciones para 
evitar actuaciones fraudulentas, tales 
como los matrimonios de conveniencia, 
la promoción de la inmigración irregular 
por medios indirectos o el falseamiento 

de los datos para el empadronamiento. 
Con la misma finalidad se propone el 
aumento de las sanciones económicas 
para todas las infracciones. Asimismo, se 
introducen determinadas modificaciones 
con el fin de dotar de mayor eficacia y 
más garantías, a las medidas de suspen-
sión y devolución; también se contempla 
la ampliación del plazo de internamiento 
que pasaría a los 60 días desde los 40 que 
se aplican actualmente, así como se me-
jora la seguridad jurídica de los afectados, 
por estas medidas con la concesión de un 
plazo de cumplimiento voluntario de la 
orden de expulsión.

En el Título IV se introducen determi-
nadas modificaciones con el fin de re-
forzar la coordinación y cooperación de 
las Administraciones Públicas en materia 
de inmigración y de institucionalizar en 
esta materia la participación de las orga-
nizaciones sindicales y empresariales 
más representativas.

Entre las modificaciones que se intro-
ducen destacan la incorporación a la Ley 
de la Conferencia Sectorial de Inmigra-
ción, como uno de los cauces más efi-
caces para canalizar la cooperación entre 
la Administración General del Estado y 
las Comunidades Autónomas, así como 
la exigencia de una actuación coordi-
nada de ambas Administraciones Pú-
blicas, cuando la Comunidad Autónoma 
hubiera asumido competencias en ma-
teria de autorización inicial de trabajo.

Otra modificación importante es que 
la Ley reconoce e institucionaliza la Co-
misión Laboral Tripartita como cauce ins-
titucional para establecer el dialogo con 
las organizaciones sindicales y empresa-
riales más representativas en materia de 
inmigración.
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VIII

En coherencia con lo expuesto, se con-
sidera que esta reforma de la Ley Orgá-
nica 4/2000, de 11 de enero, permitirá 
que en España se desarrolle una política 
migratoria integral, integrada y sostenible 
que es la que se necesita para los próximos 
años.

Artículo único.  Modificación de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, so-
bre derechos y libertades de los extran-
jeros en España y su integración so-
cial.

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración 
social, queda redactada como sigue:

Uno. E l apartado 3 del artículo 1 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«3.  Los nacionales de los Estados 
miembros de la Unión Europea y 
aquellos a quienes sea de aplicación 
el régimen comunitario se regirán por 
las normas que lo regulan, siéndoles 
de aplicación la presente Ley en aque-
llos aspectos que pudieran ser más 
favorables.»

Dos.  La letra b) del artículo 2 queda 
redactada de la siguiente manera:

«b)  Los representantes, delegados 
y demás miembros de las Misiones 
permanentes o de las Delegaciones 
ante los Organismos interguberna-
mentales con sede en España o en 
Conferencias internacionales que se 
celebren en España, así como sus fa-
miliares.»

Tres.  Se introduce un nuevo artículo 
2 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 2 bis.  La política inmigrato-
ria.

1. C orresponde al Gobierno, de 
conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 149.1.2.ª de la Constitución, la 
definición, planificación, regulación y 
desarrollo de la política de inmigra-
ción, sin perjuicio de las competen-
cias que puedan ser asumidas por las 
Comunidades Autónomas y por las En-
tidades Locales.

2.  Todas las Administraciones Pú-
blicas basarán el ejercicio de sus com-
petencias vinculadas con la inmigra-
ción en el respeto a los siguientes 
principios:

a)  la coordinación con las polí-
ticas definidas por la Unión Europea;

b)  la ordenación de los flujos mi-
gratorios laborales, de acuerdo con las 
necesidades de la situación nacional 
del empleo;

c)  la integración social de los in-
migrantes mediante políticas transver-
sales dirigidas a toda la ciudadanía;

d)  la igualdad efectiva entre mu-
jeres y hombres;

e)  la efectividad del principio de 
no discriminación y, consecuente-
mente, el reconocimiento de iguales 
derechos y obligaciones para todos 
aquellos que vivan o trabajen legal-
mente en España, en los términos pre-
vistos en la Ley;

f)  la garantía del ejercicio de los 
derechos que la Constitución, los tra-
tados internacionales y las leyes reco-
nocen a todas las personas;

g)  la lucha contra la inmigración 
irregular y la persecución del tráfico 
ilícito de personas;

h)  la persecución de la trata de 
seres humanos;

Boletín núm. 2100-01–Pág. 29



–  30  –

           

i)  la igualdad de trato en las con-
diciones laborales y de Seguridad So-
cial;

j)  la promoción del diálogo y la 
colaboración con los países de origen 
y tránsito de inmigración, mediante 
acuerdos marco dirigidos a ordenar de 
manera efectiva los flujos migratorios, 
así como a fomentar y coordinar las 
iniciativas de cooperación al desa-
rrollo y codesarrollo.

3. E l Estado garantizará el prin-
cipio de solidaridad, consagrado en la 
Constitución, atendiendo a las espe-
ciales circunstancias de aquellos terri-
torios en los que los flujos migratorios 
tengan una especial incidencia.»

Cuatro.  Se introduce un nuevo ar-
tículo 2 ter con la siguiente redacción:

«Artículo 2 ter.  Integración de los in-
migrantes.

1.  Los poderes públicos promo-
verán la plena integración de los ex-
tranjeros en la sociedad española, en 
un marco de convivencia de identi-
dades y culturas diversas sin más lí-
mite que el respeto a la Constitución y 
la ley.

2.  Las Administraciones Públicas 
incorporarán el objetivo de la integra-
ción entre inmigrantes y sociedad re-
ceptora, con carácter transversal a 
todas las políticas y servicios públicos, 
promoviendo la participación econó-
mica, social, cultural y política de las 
personas inmigrantes, en los términos 
previstos en la Constitución, en los 
Estatutos de Autonomía y en las demás 
leyes, en condiciones de igualdad de 
trato.

Especialmente, procurarán, me-
diante acciones formativas, el conoci-
miento y respeto de los valores cons-
titucionales y estatutarios de España, 
de los valores de la Unión Europea, así 

como de los derechos humanos, las 
libertades públicas, la democracia, la 
tolerancia y la igualdad entre mujeres 
y hombres, y desarrollarán medidas 
específicas para favorecer la incorpo-
ración al sistema educativo, garanti-
zando en todo caso la escolarización 
en la edad obligatoria, el aprendizaje 
del conjunto de lenguas oficiales, y el 
acceso al empleo como factores esen-
ciales de integración.

3.  La Administración General del 
Estado cooperará con las Comuni-
dades Autónomas, las Ciudades de 
Ceuta y Melilla y los Ayuntamientos 
para la consecución de las finalidades 
descritas en el presente artículo, en el 
marco de un plan estratégico plu-
rianual que incluirá entre sus objetivos 
atender a la integración de los me-
nores extranjeros no acompañados. En 
todo caso, la Administración General 
del Estado, las Comunidades Autó-
nomas y los Ayuntamientos colabo-
rarán y coordinarán sus acciones en 
este ámbito tomando como referencia 
sus respectivos planes de integración.

4.  De conformidad con los crite-
rios y prioridades del Plan Estratégico 
de Inmigración, el Gobierno y las Co-
munidades autónomas acordarán en 
la Conferencia Sectorial de Inmigra-
ción programas de acción bienales 
para reforzar la integración social de 
los inmigrantes. Tales programas serán 
financiados con cargo a un fondo es-
tatal para la integración de los inmi-
grantes, que se dotará anualmente, y 
que podrá incluir fórmulas de cofinan-
ciación por parte de las Administra-
ciones receptoras de las partidas del 
fondo.»

Cinco. E l apartado 2 del artículo 3 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«2.  Las normas relativas a los de-
rechos fundamentales de los extran-
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jeros serán interpretadas de confor-
midad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y con los tra-
tados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias vigentes en Es-
paña, sin que pueda alegarse la profe-
sión de creencias religiosas o convic-
ciones ideológicas o culturales de 
signo diverso para justificar la realiza-
ción de actos o conductas contrarios a 
las mismas.»

Seis. E l artículo 4 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 4.  Derecho a la documen-
tación.

1.  Los extranjeros que se encuen-
tren en territorio español tienen el de-
recho y el deber de conservar la docu-
mentación que acredite su identidad, 
expedida por las autoridades compe-
tentes del país de origen o de proce-
dencia, así como la que acredite su 
situación en España.

2.  Todos los extranjeros a los que 
se haya expedido un visado o una au-
torización para permanecer en España 
por un período superior a seis meses, 
obtendrán la tarjeta de identidad de 
extranjero, que deberán solicitar per-
sonalmente en el plazo de un mes 
desde su entrada en España o desde 
que se conceda la autorización, res-
pectivamente. Estarán exceptuados de 
dicha obligación los titulares de un 
visado de residencia y trabajo de tem-
porada.

Reglamentariamente se desarro-
llarán los supuestos en que se podrá 
obtener dicha tarjeta de identidad 
cuando se haya concedido una auto-
rización para permanecer en España 
por un periodo no superior a seis 
meses.

3.  Los extranjeros no podrán ser 
privados de su documentación, salvo 
en los supuestos y con los requisitos 

previstos en esta Ley Orgánica y en la 
Ley Orgánica 1/1992, de 21 de fe-
brero, sobre Protección de la Segu-
ridad Ciudadana.»

Siete. E l artículo 5 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 5.  Derecho a la libertad de 
circulación.

1.  Los extranjeros que se hallen en 
España de acuerdo con lo establecido 
en el Título II de esta Ley, tendrán de-
recho a circular libremente por el terri-
torio español y a elegir su residencia sin 
más limitaciones que las establecidas 
con carácter general por los tratados y 
las leyes, o las acordadas por la auto-
ridad judicial, con carácter cautelar o 
en un proceso penal o de extradición 
en el que el extranjero tenga la condi-
ción de imputado, víctima o testigo, o 
como consecuencia de sentencia 
firme.

2.  No obstante, podrán estable-
cerse medidas limitativas específicas 
cuando se acuerden en la declaración 
de estado de excepción o de sitio, en 
los términos previstos en la Constitu-
ción, y, excepcionalmente por razones 
de seguridad pública, de forma indivi-
dualizada, motivada y en proporción 
a las circunstancias que concurran en 
cada caso, por resolución del Ministro 
del Interior, adoptada de acuerdo con 
las garantías jurídicas del procedi-
miento sancionador previsto en la Ley. 
Las medidas limitativas, cuya duración 
no excederá del tiempo imprescin-
dible y proporcional a la persistencia 
de las circunstancias que justificaron 
la adopción de las mismas, podrán 
consistir en la presentación periódica 
ante las autoridades competentes y en 
el alejamiento de fronteras o núcleos 
de población concretados singular-
mente.»
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Ocho. E l artículo 6 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 6.  Participación pública.

1.  Los extranjeros residentes en 
España podrán ser titulares del de-
recho de sufragio, en las elecciones 
municipales, en los términos estable-
cidos en la Constitución, en los tra-
tados internacionales, en su caso, y en 
la Ley.

2.  Los extranjeros residentes, em-
padronados en un municipio, tienen 
todos los derechos establecidos por tal 
concepto en la legislación de bases de 
régimen local, pudiendo ser oídos en 
los asuntos que les afecten de acuerdo 
con lo que disponga la normativa de 
aplicación.

3.  Los Ayuntamientos incorpo-
rarán al padrón a los extranjeros que 
tengan su domicilio habitual en el mu-
nicipio y mantendrán actualizada la 
información relativa a los mismos.

4.  Los poderes públicos facilitarán 
el ejercicio del derecho de sufragio de 
los extranjeros en los procesos electo-
rales democráticos del país de 
origen.»

Nueve. E l apartado 1 del artículo 7 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«1.  Los extranjeros tienen el de-
recho de reunión en las mismas con-
diciones que los españoles.»

Diez. E l artículo 8 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 8.  Libertad de asociación.

Todos los extranjeros tienen el de-
recho de asociación en las mismas 
condiciones que los españoles.»

Once. E l artículo 9 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 9.  Derecho a la educa-
ción.

1.  Los extranjeros menores de die-
ciséis años tienen el derecho y el deber 
a la educación, que incluye el acceso 
a una enseñanza básica, gratuita y 
obligatoria. Los extranjeros menores 
de dieciocho años también tienen de-
recho a la enseñanza posobligatoria.

Este derecho incluye la obtención 
de la titulación académica correspon-
diente y el acceso al sistema público 
de becas y ayudas en las mismas con-
diciones que los españoles.

En caso de alcanzar la edad de die-
ciocho años en el transcurso del curso 
escolar, conservarán ese derecho hasta 
su finalización.

2.  Los extranjeros mayores de die-
ciocho años que se hallen en España 
tienen derecho a la educación de 
acuerdo con lo establecido en la legis-
lación educativa. En todo caso, los 
extranjeros residentes mayores de die-
ciocho años tienen el derecho a ac-
ceder a las demás etapas educativas 
posobligatorias, a la obtención de las 
titulaciones correspondientes, y al sis-
tema público de becas en las mismas 
condiciones que los españoles.

3.  Los poderes públicos promo-
verán que los extranjeros puedan re-
cibir enseñanzas para su mejor inte-
gración social.

4.  Los extranjeros residentes que 
tengan en España menores a su cargo 
en edad de escolarización obligatoria, 
deberán acreditar dicha escolariza-
ción, mediante informe emitido por 
las autoridades autonómicas compe-
tentes, en las solicitudes de renova-
ción de su autorización o en su soli-
citud de residencia de larga duración.»

Doce. E l artículo 10 queda redactado 
de la siguiente manera:
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«Artículo 10.  Derecho al trabajo y a 
la Seguridad Social.

1.  Los extranjeros residentes que 
reúnan los requisitos previstos en esta 
Ley Orgánica y en las disposiciones 
que la desarrollen tienen derecho a 
ejercer una actividad remunerada por 
cuenta propia o ajena, así como a ac-
ceder al sistema de la Seguridad So-
cial, de conformidad con la legislación 
vigente.

2.  Los extranjeros podrán acceder 
al empleo público en los términos pre-
vistos en la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
del Estatuto Básico del Empleado Pú-
blico.»

Trece. E l artículo 11 queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 11.  Libertad de sindicación 
y huelga.

1.  Los extranjeros tienen derecho 
a sindicarse libremente o a afiliarse a 
una organización profesional, en las 
mismas condiciones que los trabaja-
dores españoles.

2.  Los extranjeros podrán ejercer 
el derecho a la huelga en las mismas 
condiciones que los españoles.»

Catorce. E l artículo 12 queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 12.  Derecho a la asistencia 
sanitaria.

1.  Los extranjeros que se encuen-
tren en España, inscritos en el padrón 
del municipio en el que tengan su do-
micilio habitual, tienen derecho a la 
asistencia sanitaria en las mismas con-
diciones que los españoles.

2.  Los extranjeros que se encuen-
tren en España tienen derecho a la 
asistencia sanitaria pública de ur-
gencia por enfermedad grave o acci-
dente, cualquiera que sea su causa, y 

a la continuidad de dicha atención 
hasta la situación de alta médica.

3.  Los extranjeros menores de die-
ciocho años que se encuentren en Es-
paña tienen derecho a la asistencia sani-
taria en las mismas condiciones que los 
españoles.

4.  Las extranjeras embarazadas 
que se encuentren en España tienen 
derecho a la asistencia sanitaria du-
rante el embarazo, parto y postparto.»

Quince. E l artículo 13 queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 13.  Derechos en materia 
de vivienda.

Los extranjeros residentes tienen 
derecho a acceder a los sistemas pú-
blicos de ayudas en materia de vi-
vienda en los términos que establezcan 
las leyes y las Administraciones com-
petentes. En todo caso, los extranjeros 
residentes de larga duración tienen 
derecho a dichas ayudas en las mismas 
condiciones que los españoles.»

Dieciséis. E l artículo 14 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 14.  Derecho a la Seguridad 
Social y a los servicios sociales.

1.  Los extranjeros residentes 
tienen derecho a acceder a las presta-
ciones y servicios de la Seguridad So-
cial en las mismas condiciones que los 
españoles.

2.  Los extranjeros residentes 
tienen derecho a los servicios y a las 
prestaciones sociales, tanto a las gene-
rales y básicas como a las específicas, 
en las mismas condiciones que los es-
pañoles. En cualquier caso, los extran-
jeros con discapacidad, menores de 
dieciocho años, que tengan su domi-
cilio habitual en España, tendrán de-
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recho a recibir el tratamiento, servicios 
y cuidados especiales que exija su es-
tado físico o psíquico.

3.  Los extranjeros, cualquiera que 
sea su situación administrativa, tienen 
derecho a los servicios y prestaciones 
sociales básicas.»

Diecisiete. E l apartado 2 del artículo 
15 queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«2.  Los extranjeros tienen derecho 
a transferir sus ingresos y ahorros ob-
tenidos en España a su país, o a cual-
quier otro, conforme a los procedi-
mientos establecidos en la legislación 
española y de conformidad con los 
acuerdos internacionales aplicables. 
El Gobierno adoptará las medidas ne-
cesarias para facilitar dichas transfe-
rencias.»

Dieciocho. E l artículo 17 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 17.  Familiares reagrupa-
bles.

1. E l extranjero residente tiene de-
recho a reagrupar con él en España a 
los siguientes familiares:

a) E l cónyuge del residente, 
siempre que no se encuentre separado 
de hecho o de derecho, y que el ma-
trimonio no se haya celebrado en 
fraude de ley. En ningún caso podrá 
reagruparse a más de un cónyuge 
aunque la ley personal del extranjero 
admita esta modalidad matrimonial. El 
extranjero residente que se encuentre 
casado en segundas o posteriores nup-
cias por la disolución de cada uno de 
sus anteriores matrimonios sólo podrá 
reagrupar con él al nuevo cónyuge si 
acredita que la disolución ha tenido 
lugar tras un procedimiento jurídico 
que fije la situación del cónyuge ante-
rior y de sus hijos comunes en cuanto 
al uso de la vivienda común, a la pen-

sión compensatoria a dicho cónyuge 
y a los alimentos que correspondan a 
los hijos menores, o mayores en situa-
ción de dependencia. En la disolución 
por nulidad, deberán haber quedado 
fijados los derechos económicos del 
cónyuge de buena fe y de los hijos 
comunes, así como la indemnización, 
en su caso.

b)  Los hijos del residente y del 
cónyuge, incluidos los adoptados, 
siempre que sean menores de die-
ciocho años o personas con discapa-
cidad que no sean objetivamente ca-
paces de proveer a sus propias necesi-
dades debido a su estado de salud. 
Cuando se trate de hijos de uno solo 
de los cónyuges se requerirá, además, 
que éste ejerza en solitario la patria 
potestad o que se le haya otorgado la 
custodia y estén efectivamente a su 
cargo. En el supuesto de hijos adop-
tivos deberá acreditarse que la resolu-
ción por la que se acordó la adopción 
reúne los elementos necesarios para 
producir efecto en España.

c)  Los menores de dieciocho años 
y los mayores de esa edad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a 
sus propias necesidades, debido a su 
estado de salud, cuando el residente 
extranjero sea su representante legal y 
el acto jurídico del que surgen las fa-
cultades representativas no sea con-
trario a los principios del ordena-
miento español.

d)  Los ascendientes en primer 
grado del reagrupante y de su cónyuge 
cuando estén a su cargo, sean mayores 
de sesenta y cinco años y existan ra-
zones que justifiquen la necesidad de 
autorizar su residencia en España. Re-
glamentariamente se determinarán las 
condiciones para la reagrupación de 
los ascendientes de los residentes de 
larga duración en otro Estado miembro 
de la Unión Europea, de los trabaja-
dores titulares de la tarjeta azul de la 
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UE y de los beneficiarios del régimen 
especial de investigadores. Excepcio-
nalmente, cuando concurran razones 
de carácter humanitario, podrá reagru-
parse al ascendiente menor de sesenta 
y cinco años si se cumplen las demás 
condiciones previstas en esta Ley.

2.  Los extranjeros que hubieran 
adquirido la residencia en virtud de 
una previa reagrupación podrán, a su 
vez, ejercer el derecho de reagrupa-
ción de sus propios familiares, siempre 
que cuenten ya con una autorización 
de residencia y trabajo, obtenida inde-
pendientemente de la autorización del 
reagrupante, y acrediten reunir los re-
quisitos previstos en esta Ley Orgá-
nica.

3. C uando se trate de ascendientes 
reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, 
a su vez, el derecho de reagrupación 
familiar tras haber obtenido la condi-
ción de residentes de larga duración y 
acreditado solvencia económica.

Excepcionalmente, el ascendiente 
reagrupado que tenga a su cargo un o 
más hijos menores de edad, o hijos 
con discapacidad que no sean objeti-
vamente capaces de proveer a sus pro-
pias necesidades debido a su estado 
de salud, podrá ejercer el derecho de 
reagrupación en los términos dis-
puestos en el apartado segundo de 
este artículo, sin necesidad de haber 
adquirido la residencia de larga dura-
ción.

4.  La persona que mantenga con 
el extranjero residente una relación de 
afectividad análoga a la conyugal se 
equiparará al cónyuge a todos los 
efectos previstos en este capítulo, 
siempre que dicha relación esté debi-
damente acreditada y reúna los requi-
sitos necesarios para producir efectos 
en España.

En todo caso, las situaciones de ma-
trimonio y de análoga relación de 

afectividad se considerarán incompa-
tibles entre sí.

No podrá reagruparse a más de una 
persona con análoga relación de afec-
tividad, aunque la ley personal del 
extranjero admita estos vínculos fami-
liares.

5.  Reglamentariamente, se desa-
rrollarán las condiciones para el ejer-
cicio del derecho de reagrupación así 
como para acreditar, a estos efectos, la 
relación de afectividad análoga a la 
conyugal.»

Diecinueve. E l artículo 18 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 18.  Requisitos para la re-
agrupación familiar.

1.  Los extranjeros podrán ejercer 
el derecho a la reagrupación familiar 
cuando hayan obtenido la renovación 
de su autorización de residencia ini-
cial, con excepción de la reagrupa-
ción de los familiares contemplados 
en el artículo 17.1 d) de esta Ley, que 
solamente podrán ser reagrupados a 
partir del momento en que el reagru-
pante adquiera la residencia de larga 
duración.

La reagrupación de los familiares de 
residentes de larga duración, de los 
trabajadores titulares de la tarjeta azul 
de la U.E. y de los beneficiarios del 
régimen especial de investigadores, 
podrá solicitarse y concederse, simul-
táneamente, con la solicitud de resi-
dencia del reagrupante. Cuando 
tengan reconocida esta condición en 
otro Estado miembro de la Unión 
Europea, la solicitud podrá presentarse 
en España o desde el Estado de la 
Unión Europea donde tuvieran su re-
sidencia, cuando la familia estuviera 
ya constituida en aquél.

2. E l reagrupante deberá acreditar, 
en los términos que se establezcan re-
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glamentariamente, que dispone de 
vivienda adecuada y de medios eco-
nómicos suficientes para cubrir sus 
necesidades y las de su familia, una 
vez reagrupada.

En la valoración de los ingresos a 
efectos de la reagrupación, no compu-
tarán aquellos provenientes del sis-
tema de asistencia social, pero se ten-
drán en cuenta otros ingresos apor-
tados por el cónyuge que resida en 
España y conviva con el reagrupante.

Las Comunidades Autónomas o, en 
su caso, los Ayuntamientos informarán 
sobre la adecuación de la vivienda a 
los efectos de reagrupación familiar.

Las Administraciones Públicas pro-
moverán la participación de los re-
agrupados en programas de integra-
ción socio-cultural y de carácter lin-
güístico.

3. C uando los familiares a re-
agrupar sean menores en edad de es-
colarización obligatoria, la Adminis-
tración receptora de las solicitudes 
deberá comunicar a las autoridades 
educativas competentes una previsión 
sobre los procedimientos iniciados de 
reagrupación familiar, a los efectos de 
habilitar las plazas necesarias en los 
centros escolares correspondientes.»

Veinte.  Se introduce un nuevo ar-
tículo 18 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 18 bis.  Procedimiento para 
la reagrupación familiar.

1. E l extranjero que desee ejercer 
el derecho a la reagrupación familiar 
deberá solicitar una autorización de 
residencia por reagrupación familiar a 
favor de los miembros de su familia 
que desee reagrupar, pudiendo solici-
tarse de forma simultánea la renova-
ción de la autorización de residencia 
y la solicitud de reagrupación fami-
liar.

2. E n caso de que el derecho a la 
reagrupación se ejerza por residentes 
de larga duración en otro Estado 
miembro de la Unión Europea que re-
sidan en España, la solicitud podrá 
presentarse por los familiares reagru-
pables, aportando prueba de resi-
dencia como miembro de la familia 
del residente de larga duración en el 
primer Estado miembro.»

Veintiuno. E l artículo 19 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 19.  Efectos de la reagrupa-
ción familiar en circunstancias espe-
ciales.

1.  La autorización de residencia 
por reagrupación familiar de la que 
sean titulares el cónyuge e hijos re-
agrupados cuando alcancen la edad 
laboral, habilitará para trabajar sin ne-
cesidad de ningún otro trámite admi-
nistrativo.

2. E l cónyuge reagrupado podrá 
obtener una autorización de residencia 
independiente cuando disponga de 
medios económicos suficientes para 
cubrir sus propias necesidades.

En caso de que la cónyuge reagru-
pada fuera víctima de violencia de 
género, sin necesidad de que se haya 
cumplido el requisito anterior, podrá 
obtener la autorización de residencia 
y trabajo independiente, desde el mo-
mento en que se hubiera dictado a su 
favor una orden de protección o, en su 
defecto, informe del Ministerio Fiscal 
que indique la existencia de indicios 
de violencia de género.

3.  Los hijos reagrupados podrán 
obtener una autorización de residencia 
independiente cuando alcancen la 
mayoría de edad y dispongan de me-
dios económicos suficientes para cu-
brir sus propias necesidades.
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4.  Reglamentariamente se deter-
minará la forma y la cuantía de los 
medios económicos considerados su-
ficientes para que los familiares re-
agrupados puedan obtener una auto-
rización independiente.

5. E n caso de muerte del reagru-
pante, los familiares reagrupados po-
drán obtener una autorización de resi-
dencia independiente en las condi-
ciones que se determinen.»

Veintidós. E l artículo 22 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 22.  Derecho a la asistencia 
jurídica gratuita.

1.  Los extranjeros que se hallen 
en España tienen derecho a la asis-
tencia jurídica gratuita en los procesos 
en los que sean parte, cualquiera que 
sea la jurisdicción en la que se sigan, 
en las mismas condiciones que los 
ciudadanos españoles.

2.  Los extranjeros que se hallen 
en España tienen derecho a asistencia 
letrada en los procedimientos admi-
nistrativos que puedan llevar a su de-
negación de entrada, devolución, o 
expulsión del territorio español y en 
todos los procedimientos en materia 
de protección internacional, así como 
a la asistencia de intérprete si no com-
prenden o hablan la lengua oficial que 
se utilice. Estas asistencias serán gra-
tuitas cuando carezcan de recursos 
económicos suficientes según los cri-
terios establecidos en la normativa 
reguladora del derecho de asistencia 
jurídica gratuita.

3. E n los procesos contencioso-
administrativos contra las resoluciones 
que pongan fin a la vía administrativa 
en materia de denegación de entrada, 
devolución o expulsión, el reconoci-
miento del derecho a la asistencia ju-
rídica gratuita requerirá la oportuna 
solicitud realizada en los términos pre-

vistos en las normas que regulan la 
asistencia jurídica gratuita. La cons-
tancia expresa de la voluntad de inter-
poner el recurso o ejercitar la acción 
correspondiente deberá realizarse de 
conformidad con lo previsto en la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, o en caso de que el ex-
tranjero pudiera hallarse privado de 
libertad, en la forma y ante el funcio-
nario público que reglamentariamente 
se determinen.

A los efectos previstos en este apar-
tado, cuando el extranjero tuviera de-
recho a la asistencia jurídica gratuita y 
se encontrase fuera de España, la soli-
citud de la misma y, en su caso, la 
manifestación de la voluntad de recu-
rrir, podrán realizarse ante la misión 
diplomática u oficina consular corres-
pondiente.»

Veintitrés.  La letra a) del apartado 2 
del artículo 23 queda redactada de la si-
guiente manera:

«a)  Los efectuados por la auto-
ridad o funcionario público o personal 
encargado de un servicio público, que 
en el ejercicio de sus funciones, por 
acción u omisión, realice cualquier 
acto discriminatorio prohibido por la 
ley contra un extranjero sólo por su 
condición de tal o por pertenecer a 
una determinada raza, religión, etnia 
o nacionalidad.»

Veinticuatro.  Se introduce un nuevo 
apartado 5 en el artículo 25, que queda 
redactado de la siguiente manera:

«5.  La entrada en territorio na-
cional de los extranjeros a los que no 
les sea de aplicación el régimen co-
munitario, podrá ser registrada por las 
autoridades españolas a los efectos de 
control de su período de permanencia 
legal en España, de conformidad con 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
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diciembre, de protección de datos de 
carácter personal.»

Veinticinco. E l artículo 25 bis queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 25 bis.  Tipos de visado.

1.  Los extranjeros que se pro-
pongan entrar en territorio español 
deberán estar provistos de visado, vá-
lidamente expedido y en vigor, exten-
dido en su pasaporte o documento de 
viaje o, en su caso, en documento 
aparte, salvo lo dispuesto en el apar-
tado 2 del artículo 25 de esta Ley.

2.  Los visados a que se refiere el 
apartado anterior serán de una de las 
clases siguientes:

a)  Visado de tránsito, que habilita 
a transitar por la zona de tránsito inter-
nacional de un aeropuerto español o 
a atravesar el territorio español. No 
será exigible la obtención de dicho 
visado en casos de tránsito de un ex-
tranjero a efectos de repatriación o 
alejamiento por vía aérea solicitado 
por un Estado miembro de la Unión 
Europea o por un tercer estado que 
tenga suscrito con España un acuerdo 
internacional sobre esta materia.

b)  Visado de estancia, que habi-
lita para una estancia ininterrumpida 
o estancias sucesivas por un período o 
suma de períodos cuya duración total 
no exceda de tres meses por semestre 
a partir de la fecha de la primera en-
trada.

c)  Visado de residencia, que habi-
lita para residir sin ejercer actividad 
laboral o profesional.

d)  Visado de residencia y trabajo, 
que habilita para la entrada y estancia 
por un período máximo de tres meses 
y para el comienzo, en ese plazo, de 
la actividad laboral o profesional para 
la que hubiera sido previamente auto-

rizado. En este tiempo deberá produ-
cirse el alta del trabajador en la Segu-
ridad Social, que dotará de eficacia a 
la autorización de residencia y trabajo, 
por cuenta propia o ajena. Si transcu-
rrido el plazo no se hubiera producido 
el alta, el extranjero quedará obligado 
a salir del territorio nacional, incu-
rriendo, en caso contrario, en la in-
fracción contemplada en el artículo 
53.1.a) de esta Ley.

e)  Visado de residencia y trabajo 
de temporada, que habilita para tra-
bajar por cuenta ajena hasta nueve 
meses en un período de doce meses 
consecutivos.

f)  Visado de estudios, que habilita 
a permanecer en España para la reali-
zación de cursos, estudios, trabajos de 
investigación o formación, inter-
cambio de alumnos, prácticas no la-
borales o servicios de voluntariado, no 
remunerados laboralmente.

g)  Visado de investigación, que 
habilita al extranjero a permanecer en 
España para realizar proyectos de in-
vestigación en el marco de un con-
venio de acogida firmado con un or-
ganismo de investigación.

3.  Reglamentariamente, se desa-
rrollarán los diferentes tipos de vi-
sados.»

Veintiséis. E l artículo 27, apartado 1, 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«1. E l visado se solicitará y expe-
dirá en las Misiones Diplomáticas y 
Oficinas Consulares de España, salvo 
en los supuestos excepcionales que se 
contemplen reglamentariamente o en 
los supuestos en los que el Estado es-
pañol, de acuerdo con la normativa 
comunitaria sobre la materia, haya 
acordado su representación con otro 
Estado miembro de la Unión Europea 
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en materia de visados de tránsito o 
estancia.»

Veintisiete. E l artículo 27, apartado 
6, queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«6.  La denegación de visado de-
berá ser motivada cuando se trate de 
visados de residencia para reagrupa-
ción familiar o para el trabajo por 
cuenta ajena, así como en el caso de 
visados de estancia o de tránsito. Si la 
denegación se debe a que el solici-
tante del visado está incluido en la 
lista de personas no admisibles pre-
vista en el Convenio de aplicación del 
Acuerdo de Schengen de 14 de junio 
de 1990, se le comunicará así de con-
formidad con las normas establecidas 
por dicho Convenio. La resolución ex-
presará los recursos que contra la 
misma procedan, órgano ante el que 
hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos.»

Veintiocho. E l artículo 28 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 28.  De la salida de Espa-
ña.

1.  Las salidas del territorio español 
podrán realizarse libremente, excepto 
en los casos previstos en el Código 
Penal y en la presente Ley. La salida de 
los extranjeros a los que no les sea de 
aplicación el régimen comunitario, 
podrá ser registrada por las autori-
dades españolas a los efectos de con-
trol de su período de permanencia 
legal en España de conformidad con 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

2. E xcepcionalmente, el Ministro 
del Interior podrá prohibir la salida del 
territorio español por razones de segu-
ridad nacional o de salud pública. La 
instrucción y resolución de los expe-

dientes de prohibición tendrá siempre 
carácter individual.

3.  La salida será obligatoria en los 
siguientes supuestos:

a) E xpulsión del territorio español 
por orden judicial, en los casos pre-
vistos en el Código Penal.

b) E xpulsión o devolución acor-
dadas por resolución administrativa en 
los casos previstos en la presente Ley.

c)  Denegación administrativa de 
las solicitudes formuladas por el ex-
tranjero para continuar permane-
ciendo en territorio español, o falta de 
autorización para encontrarse en Es-
paña.

d) C umplimiento del plazo en el 
que un trabajador extranjero se hu-
biera comprometido a regresar a su 
país de origen en el marco de un pro-
grama de retorno voluntario.»

Veintinueve. E l título del Capítulo II 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«CAPÍTULO II

De la autorización de estancia y de 
residencia»

Treinta. E l apartado 2 del artículo 29 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«2.  Las diferentes situaciones de 
los extranjeros en España podrán acre-
ditarse mediante pasaporte o docu-
mento de viaje que acredite su iden-
tidad, visado o tarjeta de identidad de 
extranjero, según corresponda.»

Treinta y uno. E l apartado 1 del ar-
tículo 30 queda redactado de la siguiente 
manera:
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«1. E stancia es la permanencia en 
territorio español por un período de 
tiempo no superior a 90 días, sin per-
juicio de lo dispuesto en el artículo 33 
para la admisión a efectos de estudios, 
intercambio de alumnos, prácticas no 
laborales o servicios de volunta-
riado.»

Treinta y dos. E l apartado 2 del artículo 
30 bis queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«2.  Los residentes podrán encon-
trarse en la situación de residencia 
temporal o de residencia de larga du-
ración.»

Treinta y tres. E l artículo 31 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 31.  Situación de residencia 
temporal.

1.  La residencia temporal es la si-
tuación que autoriza a permanecer en 
España por un período superior a 90 
días e inferior a cinco años. Las autori-
zaciones de duración inferior a cinco 
años podrán renovarse, a petición del 
interesado, atendiendo a las circuns-
tancias que motivaron su concesión. La 
duración de las autorizaciones iniciales 
de residencia temporal y de las renova-
ciones se establecerá reglamentaria-
mente.

2.  La autorización inicial de resi-
dencia temporal que no comporte au-
torización de trabajo se concederá a 
los extranjeros que dispongan de me-
dios suficientes para sí y, en su caso, 
para los de su familia. Reglamentaria-
mente se establecerán los criterios 
para determinar la suficiencia de di-
chos medios.

3.  La Administración podrá con-
ceder una autorización de residencia 
temporal por situación de arraigo, así 
como por razones humanitarias, de co-

laboración con la Justicia u otras cir-
cunstancias excepcionales que se deter-
minen reglamentariamente.

En estos supuestos no será exigible 
el visado.

4.  La autorización inicial de resi-
dencia temporal y trabajo, que autori-
zará a realizar actividades lucrativas 
por cuenta propia y/o ajena, se conce-
derá de acuerdo a lo dispuesto por los 
artículos 36 y siguientes de esta Ley.

5.  Para autorizar la residencia 
temporal de un extranjero será preciso 
que carezca de antecedentes penales 
en España o en los países anteriores de 
residencia, por delitos existentes en el 
ordenamiento español, y no figurar 
como rechazable en el espacio territo-
rial de países con los que España tenga 
firmado un convenio en tal sentido.

6.  Los extranjeros con autoriza-
ción de residencia temporal vendrán 
obligados a poner en conocimiento de 
las autoridades competentes los cam-
bios de nacionalidad, estado civil y 
domicilio.

7.  Para la renovación de las auto-
rizaciones de residencia temporal, se 
valorará en su caso:

a)  Los antecedentes penales, con-
siderando la existencia de indultos o 
las situaciones de remisión condi-
cional de la pena o la suspensión de 
la pena privativa de libertad.

b)  El incumplimiento de las obli-
gaciones del extranjero en materia 
tributaria y de seguridad social.

A los efectos de dicha renovación, 
se valorará especialmente el esfuerzo 
de integración del extranjero que 
aconseje su renovación, acreditado 
mediante un informe positivo de la 
Comunidad Autónoma que certifique 
la asistencia a las acciones formativas 
contempladas en el artículo 2 ter de 
esta Ley.»
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Treinta y cuatro.  Se añade un nuevo 
artículo 31 bis con la siguiente redac-
ción:

«Artículo 31 bis.  Residencia tempo-
ral y trabajo de mujeres extranjeras 
víctimas de violencia de género.

1.  Las mujeres extranjeras víc-
timas de violencia de género, cual-
quiera que sea su situación adminis-
trativa, tienen garantizados los dere-
chos reconocidos en la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Me-
didas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género, así como las me-
didas de protección y seguridad esta-
blecidas en la legislación vigente.

2.  Si al denunciarse una situación 
de violencia de género contra una 
mujer extranjera se pusiera de mani-
fiesto su situación irregular, el expe-
diente administrativo sancionador in-
coado por infracción del artículo 
53.1.a) de esta Ley será suspendido 
por el instructor hasta la resolución del 
procedimiento penal.

3.  La mujer extranjera que se halle 
en la situación descrita en el apartado 
anterior, podrá solicitar una autoriza-
ción de residencia y trabajo por cir-
cunstancias excepcionales a partir del 
momento en que se hubiera dictado 
una orden de protección a su favor o, 
en su defecto, Informe del Ministerio 
Fiscal que indique la existencia de in-
dicios de violencia de género. Dicha 
autorización no se resolverá hasta que 
concluya el procedimiento penal.

Sin perjuicio de lo anterior, la auto-
ridad competente para otorgar la auto-
rización por circunstancias excepcio-
nales podrá conceder una autoriza-
ción provisional de residencia y 
trabajo a favor de la mujer extranjera. 
La autorización provisional eventual-
mente concedida concluirá en el mo-
mento en que se conceda o deniegue 

definitivamente la autorización por 
circunstancias excepcionales.

4. C uando el procedimiento penal 
concluyera con una sentencia conde-
natoria, se notificará a la interesada la 
concesión de la residencia temporal y 
de trabajo solicitada. En el supuesto de 
que no se hubiera solicitado, se le in-
formará de la posibilidad de conceder 
a su favor una autorización de resi-
dencia y trabajo por circunstancias 
excepcionales otorgándole un plazo 
para su solicitud.

Cuando del procedimiento penal 
concluido no pudiera deducirse la si-
tuación de violencia de género, conti-
nuará el expediente administrativo 
sancionador inicialmente suspen-
dido.»

Treinta y cinco. E l artículo 32 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 32.  Residencia de larga du-
ración.

1.  La residencia de larga duración 
es la situación que autoriza a residir y 
trabajar en España indefinidamente, 
en las mismas condiciones que los es-
pañoles.

2.  Tendrán derecho a residencia 
de larga duración los que hayan tenido 
residencia temporal en España durante 
cinco años de forma continuada, que 
reúnan las condiciones que se esta-
blezcan reglamentariamente. A los 
efectos de obtener la residencia de 
larga duración computarán los pe-
riodos de residencia previa y conti-
nuada en otros Estados miembros, 
como titular de la tarjeta azul de la UE. 
Se considerará que la residencia ha 
sido continuada aunque por períodos 
de vacaciones u otras razones que se 
establezcan reglamentariamente el ex-
tranjero haya abandonado el territorio 
nacional temporalmente.
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3.  Los extranjeros residentes de 
larga duración en otro Estado miembro 
de la Unión Europea podrán solicitar 
por sí mismos y obtener una autoriza-
ción de residencia de larga duración 
en España cuando vayan a desarrollar 
una actividad por cuenta propia o 
ajena, o por otros fines, en las condi-
ciones que se establezcan reglamenta-
riamente. No obstante, en el supuesto 
de que los extranjeros residentes de 
larga duración en otro estado miembro 
de la Unión Europea deseen conservar 
el estatuto de residente de larga dura-
ción adquirido en el primer estado 
miembro, podrán solicitar y obtener 
una autorización de residencia tem-
poral en España.

4. C on carácter reglamentario se 
establecerán criterios para la conce-
sión de otras autorizaciones de resi-
dencia de larga duración en supuestos 
individuales de especial vinculación 
con España.

5.  La extinción de la residencia de 
larga duración se producirá en los 
casos siguientes:

a)  Cuando la autorización se haya 
obtenido de manera fraudulenta.

b)  Cuando se dicte una orden de 
expulsión en los casos previstos en la 
Ley.

c)  Cuando se produzca la au-
sencia del territorio de la Unión 
Europea durante 12 meses consecu-
tivos. Reglamentariamente se estable-
cerán las excepciones a la pérdida de 
la autorización por este motivo, así 
como el procedimiento y requisitos 
para recuperar la autorización de resi-
dencia de larga duración.

d)  Cuando se adquiera la resi-
dencia de larga duración en otro Es-
tado miembro.

6.  Las personas extranjeras que 
hayan perdido la condición de resi-

dentes de larga duración podrán recu-
perar dicho estatuto mediante un pro-
cedimiento simplificado que se desa-
rrollará reglamentariamente.

Dicho procedimiento se aplicará 
sobre todo en el caso de personas que 
hayan residido en otro Estado miembro 
para la realización de estudios.»

Treinta y seis. E l artículo 33 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 33.  Régimen de admisión a 
efectos de estudios, intercambio de 
alumnos, prácticas no laborales o 
servicios de voluntariado.

1.  Podrá ser autorizado, en ré-
gimen de estancia, el extranjero que 
tenga como fin único o principal rea-
lizar una de las siguientes actividades 
de carácter no laboral:

a) C ursar o ampliar estudios.

b)  Realizar actividades de investi-
gación o formación, sin perjuicio del 
régimen especial de los investigadores 
regulado en el artículo 38 bis de esta 
Ley.

c)  Participar en programas de in-
tercambio de alumnos en cualesquiera 
centros docentes o científicos, pú-
blicos o privados, oficialmente reco-
nocidos.

d)  Realizar prácticas.

e)  Realizar servicios de volunta-
riado.

2.  La vigencia de la autorización 
coincidirá con la duración del curso 
para el que esté matriculado, de los 
trabajos de investigación, del inter-
cambio de alumnos, de las prácticas o 
del servicio de voluntariado.

3.  La autorización se prorrogará 
anualmente si el titular demuestra que 
sigue reuniendo las condiciones re-
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queridas para la expedición de la au-
torización inicial y que cumple los 
requisitos exigidos, bien por el centro 
de enseñanza o científico al que asiste, 
habiéndose verificado la realización 
de los estudios o los trabajos de inves-
tigación, bien por el programa de in-
tercambio o voluntariado, o centro 
donde realice las prácticas.

4.  Los extranjeros admitidos con 
fines de estudio, prácticas no laborales 
o voluntariado podrán ser autorizados 
para ejercer una actividad retribuida 
por cuenta propia o ajena, en la me-
dida en que ello no limite la prosecu-
ción de los estudios o actividad asimi-
lada, en los términos que reglamenta-
riamente se determinen.

5.  La realización de trabajo en 
una familia para compensar la estancia 
y mantenimiento en la misma, mien-
tras se mejoran los conocimientos lin-
güísticos o profesionales se regulará 
de acuerdo con lo dispuesto en los 
acuerdos internacionales sobre colo-
cación «au pair».

6.  Se facilitará la entrada y perma-
nencia en España, en los términos es-
tablecidos reglamentariamente, de los 
estudiantes extranjeros que participen 
en programas de la Unión Europea 
destinados a favorecer la movilidad 
con destino a la Unión o en la 
misma.

7.  Todo extranjero, admitido en 
calidad de estudiante en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, que 
solicite cursar parte de sus estudios ya 
iniciados o completar éstos en España 
podrá solicitar una autorización de 
estancia por estudios y obtenerla, si 
reúne los requisitos reglamentarios 
para ello, no siendo exigible el vi-
sado.

A fin de que todo extranjero admi-
tido en calidad de estudiante en Es-
paña pueda solicitar cursar parte de 
sus estudios ya iniciados o completar 

éstos en otro Estado miembro de la 
Unión Europea, las Autoridades espa-
ñolas facilitarán la información opor-
tuna sobre la permanencia de aquél en 
España, a instancia de las Autoridades 
competentes de dicho Estado 
miembro.

8.  Se someten al régimen de es-
tancia previsto en este artículo los ex-
tranjeros que cursen en España estu-
dios de formación sanitaria especiali-
zada de acuerdo con la Ley 44/2003, 
de 11 de noviembre, de profesiones 
sanitarias, salvo que ya contaran con 
una autorización de residencia previa-
mente al inicio de los mismos, en cuyo 
caso podrán continuar en dicha situa-
ción.»

Treinta y siete. E l artículo 35 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 35.  Menores no acompa-
ñados.

1. E l Gobierno promoverá el esta-
blecimiento de Acuerdos de colabora-
ción con los países de origen que con-
templen, integradamente, la preven-
ción de la inmigración irregular, la 
protección y el retorno de los menores 
no acompañados. Las Comunidades 
Autónomas serán informadas de tales 
Acuerdos.

2.  Las Comunidades Autónomas 
podrán establecer acuerdos con los 
países de origen dirigidos a procurar 
que la atención e integración social de 
los menores se realice en su entorno 
de procedencia. Tales acuerdos de-
berán asegurar debidamente la protec-
ción del interés de los menores y con-
templarán mecanismos para un ade-
cuado seguimiento por las 
Comunidades Autónomas de la situa-
ción de los mismos.

3. E n los supuestos en que los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
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Estado localicen a un extranjero indo-
cumentado cuya minoría de edad no 
pueda ser establecida con seguridad, 
se le dará, por los servicios compe-
tentes de protección de menores, la 
atención inmediata que precise, de 
acuerdo con lo establecido en la legis-
lación de protección jurídica del 
menor, poniéndose el hecho en cono-
cimiento inmediato del Ministerio 
Fiscal, que dispondrá la determinación 
de su edad, para lo que colaborarán 
las instituciones sanitarias oportunas 
que, con carácter prioritario, reali-
zarán las pruebas necesarias.

4.  Determinada la edad, si se tra-
tase de un menor, el Ministerio Fiscal 
lo pondrá a disposición de los servi-
cios competentes de protección de 
menores de la Comunidad Autónoma 
en la que se halle.

5.  La Administración del Estado 
solicitará informe sobre las circunstan-
cias familiares del menor a la repre-
sentación diplomática del país de 
origen con carácter previo a la deci-
sión relativa a la iniciación de un pro-
cedimiento sobre su repatriación. 
Acordada la iniciación del procedi-
miento, tras haber oído al menor si 
tiene suficiente juicio, y previo in-
forme de los servicios de protección 
de menores y del Ministerio Fiscal, la 
Administración del Estado resolverá lo 
que proceda sobre el retorno a su país 
de origen, a aquel donde se encon-
trasen sus familiares o, en su defecto, 
sobre su permanencia en España. De 
acuerdo con el principio de interés 
superior del menor, la repatriación al 
país de origen se efectuará bien me-
diante reagrupación familiar, bien me-
diante la puesta a disposición del 
menor ante los servicios de protección 
de menores, si se dieran las condi-
ciones adecuadas para su tutela por 
parte de los mismos.

6.  A los mayores de dieciséis y 
menores de dieciocho años se les re-
conocerá capacidad para actuar en el 
procedimiento de repatriación pre-
visto en este artículo, así como en el 
orden jurisdiccional contencioso ad-
ministrativo por el mismo objeto, pu-
diendo intervenir personalmente o a 
través del representante que de-
signen.

Cuando se trate de menores de die-
ciséis años, con juicio suficiente, que 
hubieran manifestado una voluntad 
contraria a la de quien ostenta su tu-
tela o representación, se suspenderá el 
curso del procedimiento, hasta el 
nombramiento del defensor judicial 
que les represente.

7.  Se considerará regular, a todos 
los efectos, la residencia de los me-
nores que sean tutelados en España 
por una Administración Pública o en 
virtud de resolución judicial, por cual-
quier otra entidad. A instancia del or-
ganismo que ejerza la tutela y una vez 
que haya quedado acreditada la impo-
sibilidad de retorno con su familia o al 
país de origen, se otorgará al menor 
una autorización de residencia, cuyos 
efectos se retrotraerán al momento en 
que el menor hubiere sido puesto a 
disposición de los servicios de protec-
ción de menores. La ausencia de au-
torización de residencia no impedirá 
el reconocimiento y disfrute de todos 
los derechos que le correspondan por 
su condición de menor.

8.  La concesión de una autoriza-
ción de residencia no será obstáculo 
para la ulterior repatriación cuando 
favorezca el interés superior del menor, 
en los términos establecidos en el 
apartado cuarto de este artículo.
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9.  Reglamentariamente se deter-
minarán las condiciones que habrán 
de cumplir los menores tutelados que 
dispongan de autorización de resi-
dencia y alcancen la mayoría de edad 
para renovar su autorización o acceder 
a una autorización de residencia y tra-
bajo teniendo en cuenta, en su caso, 
los informes positivos que, a estos 
efectos, puedan presentar las enti-
dades públicas competentes referidos 
a su esfuerzo de integración, la conti-
nuidad de la formación o estudios que 
se estuvieran realizando, así como su 
incorporación, efectiva o potencial, al 
mercado de trabajo. Las Comunidades 
Autónomas desarrollarán las políticas 
necesarias para posibilitar la inserción 
de los menores en el mercado laboral 
cuando alcancen la mayoría de edad.

10.  Los Cuerpos y Fuerzas de Se-
guridad del Estado adoptarán las me-
didas técnicas necesarias para la iden-
tificación de los menores extranjeros 
indocumentados, con el fin de co-
nocer las posibles referencias que 
sobre ellos pudieran existir en alguna 
institución pública nacional o extran-
jera encargada de su protección. Estos 
datos no podrán ser usados para una 
finalidad distinta a la prevista en este 
apartado.

11.  La Administración General 
del Estado y las Comunidades Autó-
nomas podrán establecer convenios 
con organizaciones no gubernamen-
tales, fundaciones y entidades dedi-
cadas a la protección de menores, con 
el fin de atribuirles la tutela ordinaria 
de los menores extranjeros no acom-
pañados.

Cada convenio especificará el nú-
mero de menores cuya tutela se com-

promete a asumir la entidad corres-
pondiente, el lugar de residencia y los 
medios materiales que se destinarán a 
la atención de los mismos.

Estará legitimada para promover la 
constitución de la tutela la Comunidad 
Autónoma bajo cuya custodia se en-
cuentre el menor. A tales efectos, de-
berá dirigirse al juzgado competente 
que proceda en función del lugar en 
que vaya a residir el menor, adjun-
tando el convenio correspondiente y 
la conformidad de la entidad que vaya 
a asumir la tutela.

El régimen de la tutela será el pre-
visto en el Código Civil y en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Además, serán 
aplicables a los menores extranjeros 
no acompañados las restantes previ-
siones sobre protección de menores 
recogidas en el Código Civil y en la 
legislación vigente en la materia.

12.  Las Comunidades Autónomas 
podrán llegar a acuerdos con las Co-
munidades Autónomas donde se en-
cuentren los menores extranjeros no 
acompañados para asumir la tutela y 
custodia, con el fin de garantizar a los 
menores unas mejores condiciones de 
integración.»

Treinta y ocho. E l título del Capítulo 
III queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«CAPÍTULO III

De las autorizaciones para la reali-
zación de actividades lucrativas»

Treinta y nueve. E l artículo 36 queda 
redactado de la siguiente manera:
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«Artículo 36.  Autorización de resi-
dencia y trabajo.

1.  Los extranjeros mayores de die-
ciséis años precisarán, para ejercer 
cualquier actividad lucrativa, laboral o 
profesional, de la correspondiente au-
torización administrativa previa para 
residir y trabajar. La autorización de 
trabajo se concederá conjuntamente 
con la de residencia, salvo en los su-
puestos de penados extranjeros que se 
hallen cumpliendo condenas o en 
otros supuestos excepcionales que se 
determinen reglamentariamente.

2.  La eficacia de la autorización 
de residencia y trabajo inicial se con-
dicionará al alta del trabajador en la 
Seguridad Social. La Entidad Gestora 
comprobará en cada caso la previa 
habilitación de los extranjeros para 
residir y realizar la actividad.

3. C uando el extranjero se propu-
siera trabajar por cuenta propia o 
ajena, ejerciendo una profesión para 
la que se exija una titulación especial, 
la concesión de la autorización se 
condicionará a la tenencia y, en su 
caso, homologación del título corres-
pondiente y, si las leyes así lo exi-
giesen, a la colegiación.

4.  Para la contratación de un ex-
tranjero, el empleador deberá solicitar 
la autorización a que se refiere el apar-
tado 1 del presente artículo, que en 
todo caso deberá acompañarse del 
contrato de trabajo que garantice una 
actividad continuada durante el pe-
riodo de vigencia de la autorización.

5.  La carencia de la autorización 
de residencia y trabajo, sin perjuicio 
de las responsabilidades del empre-
sario a que dé lugar, incluidas las de 
Seguridad Social, no invalidará el con-
trato de trabajo respecto a los dere-
chos del trabajador extranjero, ni será 
obstáculo para la obtención de las 
prestaciones derivadas de supuestos 

contemplados por los convenios inter-
nacionales de protección a los traba-
jadores u otras que pudieran corres-
ponderle, siempre que sean compati-
bles con su situación. En todo caso, el 
trabajador que carezca de autoriza-
ción de residencia y trabajo no podrá 
obtener prestaciones por desempleo.

Salvo en los casos legalmente pre-
vistos, el reconocimiento de una pres-
tación no modificará la situación ad-
ministrativa del extranjero.

6. E n la concesión inicial de la 
autorización administrativa para tra-
bajar podrán aplicarse criterios espe-
ciales para determinadas nacionali-
dades en función del principio de re-
ciprocidad.

7.  No se concederá autorización 
para residir y realizar una actividad 
lucrativa, laboral o profesional, a los 
extranjeros que, en el marco de un 
programa de retorno voluntario a su 
país de origen, se hubieran compro-
metido a no retornar a España durante 
un plazo determinado en tanto no hu-
biera transcurrido dicho plazo.

8.  Reglamentariamente se deter-
minarán las condiciones y requisitos 
para hacer posible la participación de 
trabajadores extranjeros en sociedades 
anónimas laborales y sociedades coo-
perativas.»

Cuarenta. E l artículo 37 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 37.  Autorización de resi-
dencia y trabajo por cuenta propia.

1.  Para la realización de activi-
dades económicas por cuenta propia 
habrá de acreditarse el cumplimiento 
de todos los requisitos que la legisla-
ción vigente exige a los nacionales 
para la apertura y funcionamiento de 
la actividad proyectada, así como los 
relativos a la suficiencia de la inver-
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sión y la potencial creación de em-
pleo, entre otros que reglamentaria-
mente se establezcan.

2.  La autorización inicial de resi-
dencia y trabajo por cuenta propia se 
limitará a un ámbito geográfico no su-
perior al de una Comunidad Autó-
noma, y a un sector de actividad. Su 
duración se determinará reglamenta-
riamente.

3.  La concesión de la autorización 
inicial de trabajo, en necesaria coordi-
nación con la que corresponde al Es-
tado en materia de residencia, corres-
ponderá a las Comunidades Autó-
nomas de acuerdo con las competencias 
asumidas en los correspondientes Es-
tatutos.»

Cuarenta y uno. E l artículo 38 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 38.  Autorización de resi-
dencia y trabajo por cuenta ajena.

1.  Para la concesión inicial de la 
autorización de residencia y trabajo, 
en el caso de trabajadores por cuenta 
ajena, se tendrá en cuenta la situación 
nacional de empleo.

2.  La situación nacional de em-
pleo será determinada por el Servicio 
Público de Empleo Estatal con la infor-
mación proporcionada por las Comu-
nidades Autónomas y con aquella de-
rivada de indicadores estadísticos ofi-
ciales y quedará plasmada en el 
Catálogo de Ocupaciones de Difícil 
Cobertura. Dicho catálogo contendrá 
una relación de empleos susceptibles 
de ser satisfechos a través de la contra-
tación de trabajadores extranjeros y 
será aprobado previa consulta de la 
Comisión Laboral Tripartita de Inmi-
gración.

Igualmente, se entenderá que la si-
tuación nacional de empleo permite la 
contratación en ocupaciones no cata-

logadas cuando de la gestión de la 
oferta se concluya la insuficiencia de 
demandantes de empleo adecuados y 
disponibles. Reglamentariamente se 
determinarán los requisitos mínimos 
para considerar que la gestión de la 
oferta de empleo es considerada sufi-
ciente a estos efectos.

3. E l procedimiento de concesión 
de la autorización de residencia y tra-
bajo inicial, sin perjuicio de los su-
puestos previstos cuando el extranjero 
que se halle en España se encuentre 
habilitado para solicitar u obtener una 
autorización de residencia y trabajo, 
se basará en la solicitud de cobertura 
de un puesto vacante, presentada por 
un empresario o empleador ante la 
autoridad competente, junto con el 
contrato de trabajo y el resto de docu-
mentación exigible, ofrecido al traba-
jador extranjero residente en un tercer 
país. Verificado el cumplimiento de 
los requisitos, la autoridad competente 
expedirá una autorización cuya efi-
cacia estará condicionada a que el 
extranjero solicite el correspondiente 
visado y que, una vez en España, se 
produzca el alta del trabajador en la 
Seguridad Social.

4. E l empresario o empleador es-
tará obligado a comunicar el desisti-
miento de la solicitud de autorización 
si, mientras se resolviera la autoriza-
ción o el visado, desapareciera la ne-
cesidad de contratación del extranjero 
o se modificasen las condiciones del 
contrato de trabajo que sirvió de base 
a la solicitud. Asimismo, cuando el 
extranjero habilitado se hallase en Es-
paña deberá registrar en los Servicios 
Públicos de Empleo el contrato de tra-
bajo que dio lugar a la solicitud y for-
malizar el alta del trabajador en la 
Seguridad Social, y si no pudiera ini-
ciarse la relación laboral, el empre-
sario o empleador estará obligado a 
comunicarlo a las autoridades compe-
tentes.
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5.  La autorización inicial de resi-
dencia y trabajo se limitará, salvo en 
los casos previstos por la Ley y los 
Convenios Internacionales firmados 
por España, a un determinado territorio 
y ocupación. Su duración se determi-
nará reglamentariamente.

6.  La autorización de residencia y 
trabajo se renovará a su expiración:

a) C uando persista o se renueve el 
contrato de trabajo que motivó su con-
cesión inicial, o cuando se cuente con 
un nuevo contrato.

b) C uando por la autoridad com-
petente, conforme a la normativa de la 
Seguridad Social, se hubiera otorgado 
una prestación contributiva por des-
empleo.

c) C uando el extranjero sea bene-
ficiario de una prestación económica 
asistencial de carácter público desti-
nada a lograr su inserción social o la-
boral.

d) C uando concurran otras cir-
cunstancias previstas reglamentaria-
mente, en particular, los supuestos de 
extinción del contrato de trabajo o 
suspensión de la relación laboral 
como consecuencia de ser víctima de 
violencia de género.

7.  A partir de la primera conce-
sión, las autorizaciones se concederán 
sin limitación alguna de ámbito geo-
gráfico u ocupación.

8.  La concesión de la autorización 
inicial de trabajo, en necesaria coordi-
nación con la que corresponde al Es-
tado en materia de residencia, corres-
ponderá a las Comunidades Autó-
nomas de acuerdo con las competencias 
asumidas en los correspondientes Es-
tatutos.»

Cuarenta y dos.  Se introduce un ar-
tículo 38 bis en los siguientes términos:

«Artículo 38 bis.  Régimen especial 
de los investigadores.

1.  Tendrá la consideración de in-
vestigador el extranjero cuya perma-
nencia en España tenga como fin 
único o principal realizar proyectos de 
investigación, en el marco de un con-
venio de acogida firmado con un or-
ganismo de investigación.

2.  Las entidades dedicadas a la 
investigación, públicas o privadas, que 
cumplan las condiciones previstas re-
glamentariamente, podrán ser autori-
zadas por el Estado o por las Comuni-
dades Autónomas, según corresponda, 
como organismos de investigación 
para acoger a investigadores extran-
jeros. Esta autorización tendrá una 
duración mínima de cinco años, salvo 
casos excepcionales en que se otor-
gará por un período más corto. Si 
transcurrido el plazo máximo no se 
hubiera notificado resolución expresa 
legítima al interesado, la solicitud de-
ducida por éste se entenderá desesti-
mada por silencio administrativo.

3.  Reglamentariamente se deter-
minarán los requisitos para la firma del 
convenio de acogida entre el investi-
gador y el organismo de investigación 
y las condiciones del proyecto de in-
vestigación.

4.  La situación del extranjero en 
régimen de investigador será la de au-
torización de residencia y trabajo, que 
se renovará anualmente si el titular 
sigue reuniendo las condiciones esta-
blecidas para la expedición de la au-
torización inicial.

5.  Los extranjeros admitidos con 
estos fines podrán impartir clases o 
realizar otras actividades compatibles 
con su actividad principal de investi-
gación, con arreglo a la normativa en 
vigor.
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6. E l organismo de investigación 
deberá informar cuanto antes, a la Au-
toridad que concedió la autorización 
de residencia y trabajo, de cualquier 
acontecimiento que impida la ejecu-
ción del convenio de acogida.

7.  Todo extranjero admitido en 
calidad de investigador en otro Estado 
miembro de la Unión Europea que so-
licite realizar parte de su investigación 
en España durante un periodo superior 
a tres meses podrá solicitar una auto-
rización de residencia y trabajo y ob-
tenerla si reúne los requisitos regla-
mentarios para ello, no siendo exigible 
el visado, pero pudiendo exigirse un 
nuevo convenio de acogida.

8.  Una vez finalizado el convenio 
de acogida, o resuelto por causas no 
imputables al investigador estable-
cidas reglamentariamente, tanto el 
investigador como los familiares re-
agrupados podrán ser autorizados para 
residir y ejercer una actividad lucrativa 
sin necesidad de un nuevo visado.»

Cuarenta y tres.  Se introduce un ar-
tículo 38 ter en los siguientes términos:

«Artículo 38 ter.  Residencia y trabajo 
de profesionales altamente cualifica-
dos.

1.  Se considerará profesional alta-
mente cualificado a los efectos de este 
artículo a quienes acrediten cualifica-
ciones de enseñanza superior o, ex-
cepcionalmente, tengan un mínimo de 
cinco años de experiencia profesional 
que pueda considerarse equiparable, 
en los términos que se determinen re-
glamentariamente.

2.  Los profesionales altamente 
cualificados según este artículo obten-
drán una autorización de residencia y 
trabajo documentada con una tarjeta 
azul de la UE.

3.  Para la concesión de las autori-
zaciones destinadas a profesionales 
altamente cualificados podrá tenerse 
en cuenta la situación nacional de em-
pleo, así como la necesidad de pro-
teger la suficiencia de recursos hu-
manos en el país de origen del extran-
jero.

4. E l extranjero titular de la tarjeta 
azul de la UE que haya residido al 
menos dieciocho meses en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, podrá 
obtener una autorización en España 
como profesional altamente cualifi-
cado. La solicitud podrá presentarse 
en España, antes del transcurso de un 
mes desde su entrada, o en el Estado 
miembro donde se halle autorizado. 
En caso de que la autorización origi-
naria se hubiera extinguido sin que se 
haya resuelto la solicitud de autoriza-
ción en España, se podrá conceder 
una autorización de estancia temporal 
para el extranjero y los miembros de 
su familia.

Si se extinguiese la vigencia de la 
autorización originaria para perma-
necer en España o si se denegase la 
solicitud, las autoridades podrán 
aplicar las medidas legalmente pre-
vistas para tal situación. En caso de 
que procediese su expulsión ésta se 
podrá ejecutar conduciendo al extran-
jero al Estado miembro del que pro-
venga.

5.  Reglamentariamente se deter-
minarán los requisitos para la conce-
sión y renovación de la autorización 
de residencia y trabajo regulada en 
este artículo».

Cuarenta y cuatro. E l artículo 39 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 39.  Gestión colectiva de 
contrataciones en origen.

Boletín núm. 2100-01–Pág. 49



–  50  –

           

1. E l Ministerio de Trabajo e Inmi-
gración, teniendo en cuenta la situa-
ción nacional de empleo, podrá 
aprobar una previsión anual de las 
ocupaciones y, en su caso, de las cifras 
previstas de empleos que se puedan 
cubrir a través de la gestión colectiva 
de contrataciones en origen en un pe-
ríodo determinado, a los que sólo ten-
drán acceso aquellos que no se hallen 
o residan en España. Asimismo, podrá 
establecer un número de visados para 
búsqueda de empleo en las condi-
ciones que se determinen, dirigidos a 
hijos o nietos de español de origen o 
a determinadas ocupaciones. La men-
cionada previsión tendrá en cuenta las 
propuestas que, previa consulta de los 
agentes sociales en su ámbito corres-
pondiente, sean realizadas por las Co-
munidades Autónomas, y será adop-
tada previa consulta de la Comisión 
Laboral Tripartita de Inmigración.

2. E l procedimiento de concesión 
de la autorización inicial de residencia 
y trabajo mediante tramitación colec-
tiva de los contratos en origen, estará 
basado en la gestión simultánea de 
una pluralidad de autorizaciones, pre-
sentadas por uno o varios emplea-
dores, respecto de trabajadores selec-
cionados en sus países, con la partici-
pación, en su caso, de las autoridades 
competentes. En la gestión del mismo 
se actuará coordinadamente con las 
Comunidades Autónomas compe-
tentes para la concesión de la autori-
zación de trabajo inicial.

3.  Las ofertas de empleo reali-
zadas a través de este procedimiento 
se orientarán preferentemente hacia 
los países con los que España haya 
firmado acuerdos sobre regulación de 
flujos migratorios.»

Cuarenta y cinco. E l artículo 40 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 40.  Supuestos específicos 
de exención de la situación nacional 
de empleo.

1.  No se tendrá en cuenta la situa-
ción nacional de empleo cuando el 
contrato de trabajo vaya dirigido a:

a)  Los familiares reagrupados en 
edad laboral, o el cónyuge o hijo de 
extranjero residente en España con 
una autorización renovada, así como 
al hijo de español nacionalizado o de 
ciudadanos de otros Estados miembros 
de la Unión Europea y de otros Estados 
parte en el Espacio Económico 
Europeo, siempre que estos últimos 
lleven, como mínimo, un año resi-
diendo legalmente en España y al hijo 
no le sea de aplicación el régimen 
comunitario.

b)  Los titulares de una autoriza-
ción previa de trabajo que pretendan 
su renovación.

c)  Los trabajadores necesarios 
para el montaje por renovación de una 
instalación o equipos productivos.

d)  Los que hubieran gozado de la 
condición de refugiados, durante el 
año siguiente a la cesación de la apli-
cación de la Convención de Ginebra 
de 28 de julio de 1951, sobre el Esta-
tuto de los Refugiados, por los motivos 
recogidos en el supuesto 5 de la sec-
ción C de su artículo 1.

e)  Los que hubieran sido recono-
cidos como apátridas y los que hu-
bieran perdido la condición de apá-
tridas el año siguiente a la terminación 
de dicho estatuto.

f)  Los extranjeros que tengan a su 
cargo ascendientes o descendientes 
de nacionalidad española.

g)  Los extranjeros nacidos y resi-
dentes en España.

h)  Los hijos o nietos de español 
de origen.
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i)  Los menores extranjeros en 
edad laboral con autorización de resi-
dencia que sean tutelados por la en-
tidad de protección de menores com-
petente, para aquellas actividades que, 
a criterio de la mencionada entidad, 
favorezcan su integración social, y una 
vez acreditada la imposibilidad de re-
torno con su familia o al país de 
origen.

j)  Los extranjeros que obtengan la 
autorización de residencia por cir-
cunstancias excepcionales en los su-
puestos que se determinen reglamen-
tariamente y, en todo caso, cuando se 
trate de víctimas de violencia de gé-
nero o de trata de seres humanos.

k)  Los extranjeros que hayan sido 
titulares de autorizaciones de trabajo 
para actividades de temporada, du-
rante dos años naturales, y hayan re-
tornado a su país.

l)  Los extranjeros que hayan re-
nunciado a su autorización de resi-
dencia y trabajo en virtud de un pro-
grama de retorno voluntario.

2.  Tampoco se tendrá en cuenta la 
situación nacional de empleo, en las 
condiciones que se determinen regla-
mentariamente para:

a)  La cobertura de puestos de 
confianza y directivos de empresas.

b)  Los profesionales altamente 
cualificados, incluyendo técnicos y 
científicos contratados por entidades 
públicas, universidades o centros de 
investigación, desarrollo e innovación 
dependientes de empresas, sin per-
juicio de la aplicación del régimen 
específico de autorización aplicable 
de conformidad con la presente Ley.

c)  Los trabajadores en plantilla de 
una empresa o grupo de empresas en 
otro país que pretendan desarrollar su 
actividad laboral para la misma em-
presa o grupo en España.

d)  Los artistas de reconocido 
prestigio.»

Cuarenta y seis.  Se suprimen la letra 
j) del apartado 1 y el apartado 3 del ar-
tículo 41, pasando la letra k) del apartado 
1 a ser letra j).

Cuarenta y siete. E l artículo 42 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 42.  Régimen especial de 
los trabajadores de temporada.

1. E l Gobierno regulará reglamen-
tariamente la autorización de resi-
dencia y trabajo para los trabajadores 
extranjeros en actividades de tempo-
rada o campaña que les permita la 
entrada y salida del territorio nacional, 
así como la documentación de su si-
tuación, de acuerdo con las caracterís-
ticas de las citadas campañas y la in-
formación que le suministren las Co-
munidades Autónomas donde se 
promuevan.

2.  Para conceder las autoriza-
ciones de residencia y trabajo deberá 
garantizarse que los trabajadores tem-
poreros serán alojados en condiciones 
de dignidad e higiene adecuadas.

3.  Las Administraciones públicas 
promoverán la asistencia de los servi-
cios sociales adecuados.

4.  Las ofertas de empleo de tem-
porada se orientarán preferentemente 
hacia los países con los que España 
haya firmado acuerdos sobre regula-
ción de flujos migratorios.

5.  Las Comunidades Autónomas, 
los Ayuntamientos y los agentes so-
ciales promoverán los circuitos que 
permitan la concatenación de los tra-
bajadores de temporada, en colabora-
ción con la Administración General 
del Estado.

6.  Reglamentariamente se deter-
minarán las condiciones para que los 
trabajadores en plantilla de una em-
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presa o grupo de empresas que desa-
rrollen su actividad en otro país puedan 
ser autorizados a trabajar temporal-
mente en España para la misma em-
presa o grupo.»

Cuarenta y ocho. E l artículo 43 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 43.  Trabajadores transfron-
terizos y prestación transnacional de 
servicios.

1.  Los trabajadores extranjeros 
que, residiendo en la zona limítrofe, 
desarrollen su actividad en España y 
regresen a su lugar de residencia dia-
riamente deberán obtener la corres-
pondiente autorización administrativa, 
con los requisitos y condiciones con 
que se conceden las autorizaciones de 
régimen general, siéndoles de aplica-
ción en cuanto a los derechos de se-
guridad social lo establecido en el ar-
tículo 14.1 de esta Ley

2.  Reglamentariamente se esta-
blecerán las condiciones para la auto-
rización de residencia y trabajo en el 
marco de prestaciones transnacionales 
de servicios, de acuerdo con la norma-
tiva vigente.»

Cuarenta y nueve. E l artículo 44 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 44.  Hecho imponible.

1.  Las tasas se regirán por la pre-
sente Ley y por las demás fuentes nor-
mativas que para las tasas se esta-
blecen en el artículo 9 de la Ley 
8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Pre-
cios Públicos.

2. C onstituye el hecho imponible 
de las tasas la tramitación de las auto-
rizaciones administrativas y de los do-
cumentos de identidad previstos en 
esta Ley, así como de sus prórrogas, 

modificaciones y renovaciones; en 
particular:

a)  La tramitación de autoriza-
ciones para la prórroga de la estancia 
en España.

b)  La tramitación de las autoriza-
ciones para residir en España.

c)  La tramitación de autoriza-
ciones de trabajo, salvo que se trate de 
autorizaciones para un período infe-
rior a seis meses.

d)  La tramitación de tarjetas de 
identidad de extranjeros.

e)  La tramitación de documentos 
de identidad a indocumentados.

f)  La tramitación de visado.»

Cincuenta. E l artículo 45 queda re-
dactado de la siguiente manera:

«Artículo 45.  Devengo.

1.  Las tasas se devengarán cuando 
se solicite la autorización, la prórroga, 
la modificación, la renovación, o el 
visado.

En el caso de las Comunidades Au-
tónomas que tengan traspasadas las 
competencias en materia de autoriza-
ción de trabajo, les corresponderá el 
devengo del rendimiento de las tasas.

2. E n los casos de autorización de 
residencia y trabajo por cuenta ajena 
a favor de trabajadores de servicio do-
méstico de carácter parcial o discon-
tinuo, el devengo de la tasa se produ-
cirá en el momento de afiliación y/o 
alta del trabajador en la Seguridad So-
cial.

3. E n los casos de renovación de 
la autorización de residencia y trabajo 
por cuenta ajena, en ausencia de em-
pleador, y cuando se trate de trabaja-
dores de servicio doméstico de ca-
rácter parcial o discontinuo, el de-
vengo de la tasa se producirá en el 
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momento de alta del trabajador en la 
Seguridad Social.

4. E l importe de las tasas se esta-
blecerá por orden ministerial de los 
departamentos competentes. Cuando 
las Comunidades Autónomas tengan 
traspasadas las competencias en ma-
teria de autorización inicial de trabajo, 
éstas se regirán por la legislación co-
rrespondiente.»

Cincuenta y uno. E l artículo 46 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 46.  Sujetos pasivos.

1.  Serán sujetos pasivos de las 
tasas los solicitantes de visado y las 
personas en cuyo favor se concedan 
las autorizaciones o se expidan los do-
cumentos previstos en el artículo 44, 
salvo en las autorizaciones de trabajo 
por cuenta ajena, en cuyo caso será 
sujeto pasivo el empleador o empre-
sario, excepto en el supuesto de rela-
ciones laborales en el sector del ser-
vicio doméstico de carácter parcial o 
discontinuo, en que lo será el propio 
trabajador.

2.  Será nulo todo pacto por el que 
el trabajador por cuenta ajena asuma 
la obligación de pagar en todo o en 
parte el importe de las tasas estable-
cidas.»

Cincuenta y dos. E l artículo 47, 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«No vendrán obligados al pago de 
las tasas por la concesión de las auto-
rizaciones para trabajar los nacionales 
iberoamericanos, filipinos, ando-
rranos, ecuatoguineanos, los sefardíes, 
los hijos y nietos de español o espa-
ñola de origen, y los extranjeros na-
cidos en España cuando pretendan 
realizar una actividad lucrativa, la-

boral o profesional, por cuenta 
propia.

Las solicitudes de visado presen-
tadas por nacionales de terceros países 
beneficiarios de derecho comunitario 
en materia de libre circulación y resi-
dencia estarán exentas del pago de las 
tasas de tramitación.

Las entidades públicas de protec-
ción de menores estarán exentas del 
pago de las tasas derivadas de las au-
torizaciones que están obligadas a so-
licitar para éstos en ejercicio de la re-
presentación legal que de ellos os-
tentan.

En aplicación de la normativa co-
munitaria sobre la materia, quedarán 
exentos del pago de la tasa relativa a 
visados de tránsito o estancia, los 
niños menores de seis años; los inves-
tigadores nacionales de terceros países 
que se desplacen con fines de investi-
gación científica en los términos esta-
blecidos por la Recomendación 
2005/761/CE, del Parlamento y del 
Consejo; y los representantes de orga-
nizaciones sin ánimo de lucro que no 
sean mayores de 25 años y vayan a 
participar en seminarios, conferencias 
o acontecimientos deportivos o edu-
cativos, organizados por organiza-
ciones sin ánimo de lucro.»

Cincuenta y tres. E l artículo 48, apar-
tado 1 queda redactado de la siguiente 
manera:

1. E l importe de las tasas se esta-
blecerá por Orden ministerial de los 
Departamentos competentes, sin per-
juicio de lo dispuesto por la normativa 
comunitaria en relación con procedi-
mientos de solicitud de visados de 
tránsito o estancia.

Cincuenta y cuatro. E l apartado 1 del 
artículo 49 queda redactado de la si-
guiente manera:
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«1.  La gestión y recaudación de 
las tasas corresponderá a los órganos 
competentes para la concesión de las 
autorizaciones, modificaciones, reno-
vaciones y prórrogas, la expedición de 
la documentación a que se refiere el 
artículo 44 y la tramitación de la soli-
citud de visado.»

Cincuenta y cinco.  Se añaden dos 
nuevas letras d) y e), al artículo 52, que 
quedan redactadas de la siguiente ma-
nera:

«d) E ncontrarse trabajando en 
una ocupación, sector de actividad, o 
ámbito geográfico no contemplado 
por la autorización de residencia y tra-
bajo de la que se es titular.

e)  La contratación de trabajadores 
cuya autorización no les habilita para 
trabajar en esa ocupación o ámbito 
geográfico, incurriéndose en una in-
fracción por cada uno de los trabaja-
dores extranjeros ocupados.»

Cincuenta y seis. E l artículo 53 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 53.  Infracciones graves.

1.  Son infracciones graves:

a) E ncontrarse irregularmente en 
territorio español, por no haber obte-
nido la prórroga de estancia, carecer 
de autorización de residencia o tener 
caducada más de tres meses la men-
cionada autorización, y siempre que 
el interesado no hubiere solicitado la 
renovación de la misma en el plazo 
previsto reglamentariamente.

b) E ncontrarse trabajando en Es-
paña sin haber obtenido autorización 
de trabajo o autorización administra-
tiva previa para trabajar, cuando no 
cuente con autorización de residencia 
válida.

c)  Incurrir en ocultación dolosa o 
falsedad grave en el cumplimiento de 

la obligación de poner en conoci-
miento de las autoridades competentes 
los cambios que afecten a naciona-
lidad, estado civil o domicilio, así 
como incurrir en falsedad en la decla-
ración de los datos obligatorios para 
cumplimentar el alta en el padrón mu-
nicipal a los efectos previstos en esta 
Ley, siempre que tales hechos no cons-
tituyan delito. Cuando cualquier auto-
ridad tuviera conocimiento de una 
posible infracción por esta causa, lo 
pondrá en conocimiento de las autori-
dades competentes con el fin de que 
pueda instruirse el oportuno expe-
diente sancionador.

d) E l incumplimiento de las me-
didas impuestas por razón de segu-
ridad pública, de presentación perió-
dica o de alejamiento de fronteras o 
núcleos de población concretados sin-
gularmente, de acuerdo con lo dis-
puesto en la presente Ley.

e)  La comisión de una tercera in-
fracción leve, siempre que en un plazo 
de un año anterior hubiera sido san-
cionado por dos faltas leves de la 
misma naturaleza.

f)  La participación por el extran-
jero en la realización de actividades 
contrarias al orden público previstas 
como graves en la Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, sobre Pro-
tección de la Seguridad Ciudadana.

g)  Las salidas del territorio es-
pañol por puestos no habilitados, sin 
exhibir la documentación prevista o 
contraviniendo las prohibiciones le-
galmente impuestas.

h)  Incumplir la obligación del 
apartado 2 del artículo 4.

2.  También son infracciones 
graves:

a)  No dar de alta, en el Régimen 
de la Seguridad Social que corres-
ponda, al trabajador extranjero cuya 
autorización de residencia y trabajo 
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por cuenta ajena hubiera solicitado, o 
no registrar el contrato de trabajo en 
las condiciones que sirvieron de base 
a la solicitud, cuando el empresario 
tenga constancia de que el trabajador 
se halla legalmente en España habili-
tado para el comienzo de la relación 
laboral. No obstante, estará exento de 
esta responsabilidad el empresario 
que comunique a las autoridades 
competentes la concurrencia de ra-
zones sobrevenidas que puedan poner 
en riesgo objetivo la viabilidad de la 
empresa o que, conforme a la legisla-
ción, impidan el inicio de dicha rela-
ción.

b) C ontraer matrimonio, simular 
relación afectiva análoga o constituirse 
en representante legal de un menor, 
cuando dichas conductas se realicen 
con ánimo de lucro o con el propósito 
de obtener indebidamente un derecho 
de residencia, siempre que tales he-
chos no constituyan delito.

c)  Promover la permanencia irre-
gular en España de un extranjero, 
cuando su entrada legal haya contado 
con una invitación expresa del in-
fractor y continúe a su cargo una vez 
transcurrido el período de tiempo per-
mitido por su visado o autorización. 
Para graduar la sanción se tendrán en 
cuenta las circunstancias personales y 
familiares concurrentes.

d) C onsentir la inscripción de un 
extranjero en el Padrón Municipal por 
parte del titular de una vivienda habi-
litado para tal fin, cuando dicha vi-
vienda no constituya el domicilio real 
del extranjero. Se incurrirá en una in-
fracción por cada persona indebida-
mente inscrita.»

Cincuenta y siete. E l artículo 54 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 54.  Infracciones muy gra-
ves.

1.  Son infracciones muy graves:

a)  Participar en actividades con-
trarias a la seguridad nacional o que 
pueden perjudicar las relaciones de 
España con otros países, o estar impli-
cados en actividades contrarias al 
orden público previstas como muy 
graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 
21 de febrero, sobre Protección de la 
Seguridad Ciudadana.

b)  Inducir, promover, favorecer o 
facilitar con ánimo de lucro, indivi-
dualmente o formando parte de una 
organización, la inmigración clandes-
tina de personas en tránsito o con des-
tino al territorio español o su perma-
nencia en el mismo, siempre que el 
hecho no constituya delito.

c)  La realización de conductas de 
discriminación por motivos raciales, 
étnicos, nacionales o religiosos, en los 
términos previstos en el artículo 23 de 
la presente Ley, siempre que el hecho 
no constituya delito.

d)  La contratación de trabajadores 
extranjeros sin haber obtenido con ca-
rácter previo la correspondiente auto-
rización de residencia y trabajo, incu-
rriéndose en una infracción por cada 
uno de los trabajadores extranjeros 
ocupados, siempre que el hecho no 
constituya delito.

e)  Realizar, con ánimo de lucro, la 
infracción prevista en la letra d) del apar-
tado 2 del artículo anterior.

f)  Simular la relación laboral con 
un extranjero, cuando dicha conducta 
se realice con ánimo de lucro o con el 
propósito de obtener indebidamente 
derechos reconocidos en esta Ley, 
siempre que tales hechos no consti-
tuyan delito.

g)  La comisión de una tercera in-
fracción grave siempre que en un 
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plazo de un año anterior hubiera sido 
sancionado por dos faltas graves de la 
misma naturaleza.

2.  También son infracciones muy 
graves:

a) E l incumplimiento de las obli-
gaciones previstas para los transpor-
tistas en el artículo 66, apartados 1 y 
2.

b) E l transporte de extranjeros por 
vía aérea, marítima o terrestre, hasta el 
territorio español, por los sujetos res-
ponsables del transporte, sin que hu-
bieran comprobado la validez y vi-
gencia, tanto de los pasaportes, títulos 
de viaje o documentos de identidad 
pertinentes, como, en su caso, del co-
rrespondiente visado, de los que ha-
brán de ser titulares los citados extran-
jeros.

c) E l incumplimiento de la obliga-
ción que tienen los transportistas de 
hacerse cargo sin pérdida de tiempo 
del extranjero o transportado que, por 
deficiencias en la documentación 
antes citada, no haya sido autorizado 
a entrar en España, así como del ex-
tranjero transportado en tránsito que 
no haya sido trasladado a su país de 
destino o que hubiera sido devuelto 
por las autoridades de éste, al no au-
torizarle la entrada.

Esta obligación incluirá los gastos 
de mantenimiento del citado extran-
jero y, si así lo solicitan las autoridades 
encargadas del control de entrada, los 
derivados del transporte de dicho ex-
tranjero, que habrá de producirse de 
inmediato, bien por medio de la com-
pañía objeto de sanción o, en su de-
fecto, por medio de otra empresa de 
transporte, con dirección al Estado a 
partir del cual haya sido transportado, 
al Estado que haya expedido el docu-
mento de viaje con el que ha viajado 
o a cualquier otro Estado donde esté 
garantizada su admisión.

3.  No obstante lo dispuesto en los 
apartados anteriores, no se conside-
rará infracción a la presente Ley el 
hecho de transportar hasta la frontera 
española a un extranjero que, ha-
biendo presentado sin demora su soli-
citud de protección internacional, ésta 
le sea admitida a trámite, de confor-
midad con lo establecido en la Ley 
12/2009, de 30 de octubre reguladora 
del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria.»

Cincuenta y ocho. E l artículo 55 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 55.  Sanciones.

1.  Las infracciones tipificadas en 
los artículos anteriores serán sancio-
nadas en los términos siguientes:

a)  Las infracciones leves con 
multa de hasta 500 euros.

b)  Las infracciones graves con 
multa de 501 hasta 10.000 euros. En 
el supuesto contemplado en el artículo 
53.2.a) de esta Ley, además de la san-
ción indicada, el empresario también 
estará obligado a sufragar los costes 
derivados del viaje.

c)  Las infracciones muy graves 
con multa desde 10.001 hasta 100.000 
euros, excepto la prevista en el ar-
tículo 54.2.b), que lo será con una 
multa de 5.000 a 10.000 euros por 
cada viajero transportado o con un 
mínimo de 750.000 euros a tanto al-
zado, con independencia del número 
de viajeros transportados. La prevista 
en el artículo 54.2.a) en relación con 
el artículo 66.1 lo será con una multa 
de 10.001 hasta 100.000 euros por 
cada viaje realizado sin haber comu-
nicado los datos de las personas trans-
portadas o habiéndolos comunicado 
incorrectamente, con independencia 
de que la Autoridad gubernativa pueda 
adoptar la inmovilización, incauta-
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ción y decomiso del medio de trans-
porte, o la suspensión provisional o 
retirada de la autorización de explota-
ción.

2.  La imposición de sanciones por 
las infracciones administrativas esta-
blecidas en la presente Ley Orgánica 
corresponderá al Subdelegado del Go-
bierno o al Delegado del Gobierno en 
las Comunidades Autónomas unipro-
vinciales. Cuando una Comunidad 
Autónoma tenga atribuidas competen-
cias en materia de autorización inicial 
de trabajo de extranjeros la imposi-
ción de las sanciones establecidas en 
esta Ley en los supuestos de infracción 
a que se refiere el párrafo siguiente 
corresponderá a la Comunidad Autó-
noma y se ejercerá por la Autoridad 
que la misma determine, dentro del 
ámbito de sus competencias.

En los supuestos calificados como 
infracción leve del artículo 52.c), d) y 
e), graves del artículo 53.1.b), y 
53.2.a), y muy grave del artículo 
54.1.d) y f), el procedimiento sancio-
nador se iniciará por acta de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social, de 
acuerdo con lo establecido en el pro-
cedimiento sancionador por infrac-
ciones del orden social, correspon-
diendo la imposición de las sanciones 
a las autoridades referidas en el pá-
rrafo anterior.

En los supuestos de participación 
en actividades contrarias a la segu-
ridad nacional o que pueden perju-
dicar las relaciones de España con 
otros países, previstos en el artículo 
54.1.a), de acuerdo con lo establecido 
en el procedimiento sancionador que 
se determine reglamentariamente, la 
competencia sancionadora correspon-
derá al Secretario de Estado de Segu-
ridad.

3.  Para la graduación de las san-
ciones, el órgano competente en im-
ponerlas se ajustará a criterios de pro-

porcionalidad, valorando el grado de 
culpabilidad y, en su caso, el daño 
producido o el riesgo derivado de la 
infracción y su trascendencia.

4.  Para la determinación de la 
cuantía de la sanción se tendrá espe-
cialmente en cuenta la capacidad eco-
nómica del infractor.

5.  A no ser que pertenezcan a un 
tercero no responsable de la infrac-
ción, en el supuesto de la letra b) del 
apartado 1 del artículo 54, serán ob-
jeto de decomiso los vehículos, em-
barcaciones, aeronaves, y cuantos 
bienes muebles o inmuebles, de cual-
quier naturaleza que sean, hayan ser-
vido de instrumento para la comisión 
de la citada infracción.

A fin de garantizar la efectividad del 
comiso, los bienes, efectos e instru-
mentos a que se refiere el apartado 
anterior podrán ser aprehendidos y 
puestos a disposición de la autoridad 
gubernativa, desde las primeras inter-
venciones, a resultas del expediente 
sancionador que resolverá lo perti-
nente en relación con los bienes deco-
misados.

6. E n el supuesto de la infracción 
prevista en la letra d) del apartado 1 
del artículo 54 de la presente Ley, la 
autoridad gubernativa podrá adoptar, 
sin perjuicio de la sanción que corres-
ponda, la clausura del establecimiento 
o local desde seis meses a cinco 
años.

7.  Si el sancionado por una infrac-
ción prevista en los artículos 52.e) o 
54.1.d) de esta Ley fuera subcontra-
tista de otra empresa, el contratista 
principal y todos los subcontratistas 
intermedios que conocieran que la 
empresa sancionada empleaba a ex-
tranjeros sin contar con la correspon-
diente autorización, responderán, so-
lidariamente, tanto de las sanciones 
económicas derivadas de las san-
ciones, como de las demás responsa-
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bilidades derivadas de tales hechos 
que correspondan al empresario con 
las Administraciones públicas o con el 
trabajador. El contratista o subcontra-
tista intermedios no podrán ser consi-
derados responsables si hubieran res-
petado la diligencia debida definida 
en el cumplimiento de sus obliga-
ciones contractuales.»

Cincuenta y nueve. E l artículo 57 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 57.  Expulsión del territo-
rio.

1. C uando los infractores sean ex-
tranjeros y realicen conductas de las 
tipificadas como muy graves, o con-
ductas graves de las previstas en los 
apartados a), b), c), d) y f) del artículo 
53.1 de esta Ley Orgánica, podrá apli-
carse, en atención al principio de pro-
porcionalidad, en lugar de la sanción 
de multa, la expulsión del territorio 
español, previa la tramitación del co-
rrespondiente expediente administrativo 
y mediante la resolución motivada que 
valore los hechos que configuran la in-
fracción.

2.  Asimismo, constituirá causa de 
expulsión, previa tramitación del co-
rrespondiente expediente, que el ex-
tranjero haya sido condenado, dentro 
o fuera de España, por una conducta 
dolosa que constituya en nuestro país 
delito sancionado con pena privativa 
de libertad superior a un año, salvo 
que los antecedentes penales hubieran 
sido cancelados.

3. E n ningún caso podrán impo-
nerse conjuntamente las sanciones de 
expulsión y multa.

4.  La expulsión conllevará, en 
todo caso, la extinción de cualquier 
autorización para permanecer legal-
mente en España, así como el archivo 

de cualquier procedimiento que tu-
viera por objeto la autorización para 
residir o trabajar en España del extran-
jero expulsado. No obstante, la expul-
sión podrá revocarse en los supuestos 
que se determinen reglamentaria-
mente.

En el caso de las infracciones pre-
vistas en las letras a) y b) del artículo 
53.1 de esta Ley, salvo que concurran 
razones de orden público o de segu-
ridad nacional, si el extranjero fuese 
titular de una autorización de resi-
dencia válida expedida por otro Es-
tado miembro, se le advertirá, me-
diante diligencia en el pasaporte, de la 
obligación de dirigirse de inmediato al 
territorio de dicho Estado. Si no cum-
pliese esa advertencia se tramitará el 
expediente de expulsión.

5.  La sanción de expulsión no 
podrá ser impuesta, salvo que la in-
fracción cometida sea la prevista en el 
artículo 54, letra a) del apartado 1, o 
suponga una reincidencia en la comi-
sión, en el término de un año, de una 
infracción de la misma naturaleza san-
cionable con la expulsión, a los ex-
tranjeros que se encuentren en los si-
guientes supuestos:

a)  Los nacidos en España que 
hayan residido legalmente en los úl-
timos cinco años.

b)  Los residentes de larga dura-
ción. Antes de adoptar la decisión de 
la expulsión de un residente de larga 
duración, deberá tomarse en conside-
ración el tiempo de su residencia en 
España y los vínculos creados, su 
edad, las consecuencias para el inte-
resado y para los miembros de su fa-
milia, y los vínculos con el país al que 
va a ser expulsado.

c)  Los que hayan sido españoles 
de origen y hubieran perdido la nacio-
nalidad española.
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d)  Los que sean beneficiarios de 
una prestación por incapacidad per-
manente para el trabajo como conse-
cuencia de un accidente de trabajo o 
enfermedad profesional ocurridos en 
España, así como los que perciban una 
prestación contributiva por desempleo 
o sean beneficiarios de una prestación 
económica asistencial de carácter pú-
blico destinada a lograr su inserción o 
reinserción social o laboral.

Tampoco se podrá imponer o, en su 
caso, ejecutar la sanción de expulsión 
al cónyuge del extranjero que se en-
cuentre en alguna de las situaciones 
señaladas anteriormente y que haya 
residido legalmente en España durante 
más de dos años, ni a sus ascendientes 
e hijos menores, o mayores con disca-
pacidad que no sean objetivamente 
capaces de proveer a sus propias ne-
cesidades debido a su estado de salud, 
que estén a su cargo.

6.  La expulsión no podrá ser eje-
cutada cuando ésta conculcase el 
principio de no devolución, o afecte a 
las mujeres embarazadas, cuando la 
medida pueda suponer un riesgo para 
la gestación o la salud de la madre.

7.  a) C uando el extranjero se 
encuentre procesado o imputado en 
un procedimiento judicial por delito o 
falta para el que la Ley prevea una 
pena privativa de libertad inferior a 
seis años o una pena de distinta natu-
raleza, y conste este hecho acreditado 
en el expediente administrativo de ex-
pulsión, en el plazo más breve posible 
y en todo caso no superior a tres días, 
el Juez, previa audiencia del Minis-
terio Fiscal, la autorizará salvo que, de 
forma motivada, aprecie la existencia 
de circunstancias que justifiquen su 
denegación.

En el caso de que el extranjero se 
encuentre sujeto a varios procesos pe-
nales tramitados en diversos juzgados, 
y consten estos hechos acreditados en 

el expediente administrativo de expul-
sión, la autoridad gubernativa instará 
de todos ellos la autorización a que se 
refiere el párrafo anterior.

b)  No obstante lo señalado en el 
párrafo a) anterior, el juez podrá auto-
rizar, a instancias del interesado y 
previa audiencia del Ministerio Fiscal, 
la salida del extranjero del territorio 
español en la forma que determina la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

c)  No serán de aplicación las pre-
visiones contenidas en los párrafos 
anteriores cuando se trate de delitos 
tipificados en los artículos 312.1, 
313.1 y 318 bis del Código Penal.

8. C uando los extranjeros, resi-
dentes o no, hayan sido condenados 
por conductas tipificadas como delitos 
en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis 
del Código Penal, la expulsión se lle-
vará a efecto una vez cumplida la pena 
privativa de libertad.

9.  La resolución de expulsión de-
berá ser notificada al interesado, con 
indicación de los recursos que contra 
la misma se puedan interponer, ór-
gano ante el que hubieran de presen-
tarse y plazo para presentarlos.

10. E n el supuesto de expulsión 
de un residente de larga duración de 
otro Estado miembro de la Unión 
Europea que se encuentre en España, 
dicha expulsión sólo podrá efectuarse 
fuera del territorio de la Unión cuando 
la infracción cometida sea una de las 
previstas en los artículos 53.1.d) y f) y 
54.1.a) y b) de esta Ley Orgánica, y 
deberá consultarse al respecto a las 
Autoridades competentes de dicho Es-
tado miembro de forma previa a la 
adopción de esa decisión de expul-
sión. En caso de no reunirse estos re-
quisitos para que la expulsión se rea-
lice fuera del territorio de la Unión, la 
misma se efectuará al Estado miembro 
en el que se reconoció la residencia de 
larga duración.»
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Sesenta. E l artículo 58 queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 58.  Efectos de la expulsión 
y devolución.

1.  La expulsión llevará consigo la 
prohibición de entrada en territorio 
español. La duración de la prohibición 
se determinará en consideración a las 
circunstancias que concurran en cada 
caso y su vigencia no excederá de 
cinco años.

2. E xcepcionalmente, cuando el 
extranjero suponga una amenaza 
grave para el orden público, la segu-
ridad pública, la seguridad nacional o 
para la salud pública, podrá impo-
nerse un período de prohibición de 
entrada de hasta diez años.

En las circunstancias que se deter-
minen reglamentariamente, la auto-
ridad competente no impondrá la pro-
hibición de entrada cuando el extran-
jero hubiera abandonado el territorio 
nacional durante la tramitación de un 
expediente administrativo sancionador 
por alguno de los supuestos contem-
plados en las letras a) y b) del artículo 
53.1 de esta Ley Orgánica, o revocará 
la prohibición de entrada impuesta 
por las mismas causas, cuando el ex-
tranjero abandonara el territorio na-
cional en el plazo de cumplimiento 
voluntario previsto en la orden de ex-
pulsión.

3.  No será preciso expediente de 
expulsión para la devolución de los 
extranjeros en los siguientes su-
puestos:

a)  Los que habiendo sido expul-
sados contravengan la prohibición de 
entrada en España.

b)  Los que pretendan entrar ile-
galmente en el país.

4. E n el supuesto de que se forma-
lice una solicitud de protección inter-
nacional por personas que se encuen-
tren en alguno de los supuestos men-
cionados en el apartado anterior, no 
podrá llevarse a cabo la devolución 
hasta que se haya decidido la inadmi-
sión a trámite de la petición, de con-
formidad con la normativa de protec-
ción internacional.

Tampoco podrán ser devueltas las 
mujeres embarazadas cuando la me-
dida pueda suponer un riesgo para la 
gestación o para la salud de la 
madre.

5.  La devolución será acordada 
por la autoridad gubernativa compe-
tente para la expulsión.

6. C uando la devolución no se 
pudiera ejecutar en el plazo de 72 
horas, se solicitará de la autoridad ju-
dicial la medida de internamiento pre-
vista para los expedientes de expul-
sión.

7.  La devolución acordada en el 
párrafo a) del apartado 3 de este ar-
tículo conllevará la reiniciación del 
cómputo del plazo de prohibición de 
entrada que hubiese acordado la reso-
lución de expulsión quebrantada. Asi-
mismo, toda devolución acordada en 
aplicación del párrafo b) del mismo 
apartado de este artículo llevará con-
sigo la prohibición de entrada en terri-
torio español por un plazo máximo de 
tres años.»

Sesenta y uno. E l artículo 59 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 59.  Colaboración contra 
redes organizadas.

1. E l extranjero que se encuentre 
irregularmente en España y sea víc-
tima, perjudicado o testigo de un acto 
de tráfico ilícito de seres humanos, 
inmigración ilegal, explotación laboral 
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o de tráfico ilícito de mano de obra o 
de explotación en la prostitución abu-
sando de su situación de necesidad, 
podrá quedar exento de responsabi-
lidad administrativa y no será expul-
sado si denuncia a los autores o co-
operadores de dicho tráfico, o coopera 
y colabora con las autoridades compe-
tentes, proporcionando datos esen-
ciales o testificando, en su caso, en el 
proceso correspondiente contra aque-
llos autores.

2.  Los órganos administrativos 
competentes encargados de la instruc-
ción del expediente sancionador in-
formarán a la persona interesada sobre 
las previsiones del presente artículo a 
fin de que decida si desea acogerse a 
esta vía, y harán la propuesta oportuna 
a la autoridad que deba resolver, que 
podrá conceder una autorización pro-
visional de residencia y trabajo a favor 
del extranjero, según el procedimiento 
previsto reglamentariamente.

El instructor del expediente sancio-
nador informará de las actuaciones en 
relación con este apartado a la auto-
ridad encargada de la instrucción del 
procedimiento penal.

3.  A los extranjeros que hayan 
quedado exentos de responsabilidad 
administrativa se les podrá facilitar, a 
su elección, el retorno asistido a su 
país de procedencia o la autorización 
de residencia y trabajo por circunstan-
cias excepcionales, y facilidades para 
su integración social, de acuerdo con 
lo establecido en la presente Ley ve-
lando, en su caso, por su seguridad y 
protección.

4. C uando el Ministerio Fiscal 
tenga conocimiento de que un extran-
jero, contra el que se ha dictado una 
resolución de expulsión, aparezca en 
un procedimiento penal como víc-
tima, perjudicado o testigo y considere 
imprescindible su presencia para la 
práctica de diligencias judiciales, lo 

pondrá de manifiesto a la autoridad 
gubernativa competente para que va-
lore la inejecución de su expulsión y, 
en el supuesto de que se hubiese eje-
cutado esta última, se procederá de 
igual forma a los efectos de que auto-
rice su regreso a España durante el 
tiempo necesario para poder practicar 
las diligencias precisas, sin perjuicio 
de que se puedan adoptar algunas de 
las medidas previstas en la Ley Orgá-
nica 19/1994, de 23 de diciembre, de 
protección a testigos y peritos en 
causas criminales.

5.  Las previsiones del presente ar-
tículo serán igualmente de aplicación 
a extranjeros menores de edad, de-
biendo tenerse en cuenta en el proce-
dimiento la edad y madurez de éstos 
y, en todo caso, la prevalencia del 
principio del interés superior del 
menor.

6.  Reglamentariamente se desa-
rrollarán las condiciones de colabora-
ción de las organizaciones no guber-
namentales sin ánimo de lucro que 
tengan por objeto la acogida y protec-
ción de las víctimas de los delitos se-
ñalados en el apartado primero.»

Sesenta y dos.  Se añade un artículo 
59 bis nuevo con la siguiente redacción:

«Artículo 59 bis (nuevo).  Víctimas de 
la trata de seres humanos.

1.  Las autoridades competentes 
adoptarán las medidas necesarias para 
la identificación de las víctimas de la 
trata de personas conforme a lo pre-
visto en el artículo 10 del Convenio 
del Consejo de Europa sobre la lucha 
contra la trata de seres humanos, de 16 
de mayo de 2005.

2.  Los órganos administrativos 
competentes para la instrucción del 
expediente sancionador, cuando es-
timen que existen motivos razonables 
para creer que una persona extranjera 
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en situación irregular ha sido víctima 
de trata de seres humanos, informarán 
a la persona interesada sobre las pre-
visiones del presente artículo y ele-
varán a la autoridad competente para 
su resolución la oportuna propuesta 
sobre la concesión de un período de 
restablecimiento y reflexión, de 
acuerdo con el procedimiento previsto 
reglamentariamente.

Dicho período de restablecimiento 
y reflexión tendrá una duración de, al 
menos, treinta días, y deberá ser sufi-
ciente para que la víctima pueda de-
cidir si desea cooperar con las autori-
dades en la investigación del delito y, 
en su caso, en el procedimiento penal. 
Durante este período, se le autorizará 
la estancia temporal y se suspenderá 
el expediente administrativo sancio-
nador que se le hubiera incoado o, en 
su caso, la ejecución de la expulsión 
o devolución eventualmente acor-
dadas. Asimismo, durante el citado 
período las Administraciones compe-
tentes velarán por la subsistencia y, de 
resultar necesario, la seguridad y pro-
tección de la persona interesada.

3. E l período de restablecimiento 
y reflexión podrá denegarse o ser re-
vocado por motivos de orden público 
o cuando se tenga conocimiento de 
que la condición de víctima se ha in-
vocado de forma indebida.

4.  La autoridad competente 
podrá declarar a la víctima exenta de 
responsabilidad administrativa y 
podrá facilitarle, a su elección, el re-
torno asistido a su país de procedencia 
o la autorización de residencia y tra-
bajo por circunstancias excepcionales 
cuando lo considere necesario a causa 
de su cooperación para los fines de 
investigación o de las acciones pe-
nales, o en atención a su situación 
personal, y facilidades para su integra-
ción social, de acuerdo con lo estable-
cido en la presente Ley. Asimismo, en 

tanto se resuelva el procedimiento de 
autorización de residencia y trabajo 
por circunstancias excepcionales, se 
le podrá facilitar una autorización pro-
visional de residencia y trabajo en los 
términos que se determinen reglamen-
tariamente.

En la tramitación de las autoriza-
ciones referidas en el párrafo anterior 
se podrá eximir de la aportación de 
aquellos documentos cuya obtención 
suponga un riesgo para la víctima.

5.  Las previsiones del presente ar-
tículo serán igualmente de aplicación 
a personas extranjeras menores de 
edad, debiendo tenerse en cuenta la 
edad y madurez de éstas y, en todo 
caso, la prevalencia del interés supe-
rior del menor.

6.  Reglamentariamente se desa-
rrollarán las condiciones de colabora-
ción de las organizaciones no guber-
namentales sin ánimo de lucro que 
tengan por objeto la acogida y protec-
ción de las víctimas de la trata de seres 
humanos.»

Sesenta y tres. E l artículo 60 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 60.  Efectos de la denega-
ción de entrada.

1.  Los extranjeros a los que en 
frontera se les deniegue la entrada 
según lo previsto por el artículo 26.2 
de esta Ley, estarán obligados a re-
gresar a su punto de origen.

La resolución de la denegación de 
entrada conllevará la adopción inme-
diata de las medidas necesarias para 
que el extranjero regrese en el plazo 
más breve posible. Cuando el regreso 
fuera a retrasarse más de setenta y dos 
horas, la autoridad que hubiera dene-
gado la entrada se dirigirá al Juez de 
Instrucción para que determine el 
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lugar donde hayan de ser internados 
hasta ese momento.

2.  Los lugares de internamiento 
para extranjeros no tendrán carácter 
penitenciario, y estarán dotados de 
servicios sociales, jurídicos, culturales 
y sanitarios. Los extranjeros internados 
estarán privados únicamente del de-
recho ambulatorio.

3. E l extranjero durante su inter-
namiento se encontrará en todo mo-
mento a disposición de la autoridad 
judicial que lo autorizó, debiéndose 
comunicar a ésta por la autoridad gu-
bernativa cualquier circunstancia en 
relación a la situación de los extran-
jeros internados.

4.  La detención de un extranjero 
a efectos de proceder al regreso a con-
secuencia de la denegación de entrada 
será comunicada al Ministerio de 
Asuntos Exteriores y a la embajada o 
consulado de su país.»

Sesenta y cuatro.  Se añade una nueva 
letra f) al apartado 1 del artículo 61:

«f) C ualquier otra medida cau-
telar que el juez estime adecuada y 
suficiente.»

Sesenta y cinco. E l artículo 62 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 62.  Ingreso en centros de 
internamiento.

1.  Incoado el expediente por al-
guno de los supuestos contemplados 
en las letras a) y b) del artículo 54.1, 
en las letras a), d) y f) del artículo 53.1 
y en el artículo 57.2 de esta Ley Orgá-
nica en el que pueda proponerse ex-
pulsión del territorio español, el ins-
tructor podrá solicitar al Juez de Ins-
trucción competente que disponga el 
ingreso del extranjero en un centro de 
internamiento en tanto se realiza la 

tramitación del expediente sancio-
nador.

El Juez, previa audiencia del intere-
sado y del Ministerio Fiscal, resolverá 
mediante auto motivado, en el que, de 
acuerdo con el principio de propor-
cionalidad, tomará en consideración 
las circunstancias concurrentes y, en 
especial, el riesgo de incomparecencia 
por carecer de domicilio o de docu-
mentación identificativa, las actua-
ciones del extranjero tendentes a difi-
cultar o evitar la expulsión, así como 
la existencia de condena o sanciones 
administrativas previas y de otros pro-
cesos penales o procedimientos admi-
nistrativos sancionadores pendientes. 
Asimismo, en caso de enfermedad 
grave del extranjero, el juez valorará 
el riesgo del internamiento para la 
salud pública o la salud del propio 
extranjero.

2. E l internamiento se mantendrá 
por el tiempo imprescindible para los 
fines del expediente, siendo su dura-
ción máxima de 60 días, y sin que 
pueda acordarse un nuevo interna-
miento por cualquiera de las causas 
previstas en un mismo expediente.

3. C uando hayan dejado de cum-
plirse las condiciones descritas en el 
apartado 1, el extranjero será puesto 
inmediatamente en libertad por la au-
toridad administrativa que lo tenga a 
su cargo, poniéndolo en conocimiento 
del Juez que autorizó su internamiento. 
Del mismo modo y por las mismas 
causas, podrá ser ordenado el fin del 
internamiento y la puesta en libertad 
inmediata del extranjero por el Juez, 
de oficio o a iniciativa de parte o del 
Ministerio Fiscal.

4.  No podrá acordarse el ingreso 
de menores en los centros de interna-
miento, sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo 62 bis 1. i) de esta Ley. Los 
menores extranjeros no acompañados 
que se encuentren en España serán 
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puestos a disposición de las entidades 
públicas de protección de menores 
conforme establece la Ley Orgánica 
de Protección Jurídica del Menor y de 
acuerdo con las normas previstas en el 
artículo 35 de esta Ley.

5.  La incoación del expediente, 
las medidas cautelares de detención e 
internamiento y la resolución final del 
expediente de expulsión del extran-
jero serán comunicadas al Ministerio 
de Asuntos Exteriores y a la embajada 
o consulado de su país.

6.  A los efectos del presente ar-
tículo, el Juez competente para auto-
rizar y, en su caso, dejar sin efecto el 
internamiento será el Juez de Instruc-
ción del lugar donde se practique la 
detención. El Juez competente para el 
control de la estancia de los extran-
jeros en los Centros de Internamiento 
y en las Salas de Inadmisión de fron-
teras, será el Juez de Instrucción del 
lugar donde estén ubicados, debiendo 
designarse un concreto Juzgado en 
aquellos partidos judiciales en los que 
existan varios. Este Juez conocerá, sin 
ulterior recurso, de las peticiones y 
quejas que planteen los internos en 
cuanto afecten a sus derechos funda-
mentales. Igualmente, podrá visitar 
tales centros cuando conozca algún 
incumplimiento grave o cuando lo 
considere conveniente.»

Sesenta y seis. E l artículo 62 bis 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 62 bis.  Derechos de los ex-
tranjeros internados.

1.  Los centros de internamiento 
de extranjeros son establecimientos 
públicos de carácter no penitenciario; 
el ingreso y estancia en los mismos 
tendrá únicamente finalidad preven-
tiva y cautelar, salvaguardando los de-
rechos y libertades reconocidos en el 

ordenamiento jurídico, sin más limita-
ciones que las establecidas a su li-
bertad ambulatoria, conforme al con-
tenido y finalidad de la medida judi-
cial de ingreso acordada. En particular, 
el extranjero sometido a internamiento 
tiene los siguientes derechos:

a)  A ser informado de su situa-
ción.

b)  A que se vele por el respeto a 
su vida, integridad física y salud, sin 
que puedan en ningún caso ser some-
tidos a tratos degradantes o a malos 
tratos de palabra o de obra y a que sea 
preservada su dignidad y su inti-
midad.

c)  A que se facilite el ejercicio de 
los derechos reconocidos por el orde-
namiento jurídico, sin más limita-
ciones que las derivadas de su situa-
ción de internamiento.

d)  A recibir asistencia médica y 
sanitaria adecuada y ser asistidos por 
los servicios de asistencia social del 
centro.

e)  A que se comunique inmedia-
tamente a la persona que designe en 
España y a su abogado el ingreso en el 
centro, así como a la oficina consular 
del país del que es nacional.

f)  A ser asistido de abogado, que 
se proporcionará de oficio en su caso, 
y a comunicarse reservadamente con 
el mismo, incluso fuera del horario 
general del centro, cuando la urgencia 
del caso lo justifique.

g)  A comunicarse en el horario 
establecido en el centro, con sus fami-
liares, funcionarios consulares de su 
país u otras personas, que sólo podrán 
restringirse por resolución judicial.

h)  A ser asistido de intérprete si no 
comprende o no habla castellano y de 
forma gratuita, si careciese de medios 
económicos.
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i)  A tener en su compañía a sus 
hijos menores, siempre que el Minis-
terio Fiscal informe favorablemente tal 
medida y existan en el centro módulos 
que garanticen la unidad e intimidad 
familiar.

j)  A entrar en contacto con orga-
nizaciones no gubernamentales y or-
ganismos nacionales, internacionales 
y no gubernamentales de protección 
de inmigrantes.

2.  Los centros dispondrán de ser-
vicios de asistencia social y sanitaria 
con dotación suficiente. Las condi-
ciones para la prestación de estos ser-
vicios se desarrollarán reglamentaria-
mente.

3.  Las organizaciones constituidas 
legalmente en España para la defensa 
de los inmigrantes y los organismos 
internacionales pertinentes podrán vi-
sitar los centros de internamiento; re-
glamentariamente se desarrollarán las 
condiciones de las mismas.»

Sesenta y siete. E l artículo 62 ter 
queda redactado de la siguiente ma-
nera:

«Artículo 62 ter.  Deberes de los ex-
tranjeros internados.

El extranjero sometido a interna-
miento estará obligado:

a)  A permanecer en el centro a 
disposición del Juez de Instrucción 
que hubiere autorizado su ingreso.

b)  A observar las normas por las 
que se rige el centro y cumplir las ins-
trucciones generales impartidas por la 
dirección y las particulares que re-
ciban de los funcionarios en el ejer-
cicio legítimo de sus funciones, enca-
minadas al mantenimiento del orden 
y la seguridad dentro del mismo, así 
como las relativas a su propio aseo e 
higiene y la limpieza del centro.

c)  A mantener una actividad cí-
vica correcta y de respeto con los fun-
cionarios y empleados del centro, con 
los visitantes y con los otros extran-
jeros internados, absteniéndose de 
proferir insultos o amenazas contra los 
mismos, o de promover o intervenir en 
agresiones, peleas, desórdenes y 
demás actos individuales o colectivos 
que alteren la convivencia.

d)  A conservar el buen estado de 
las instalaciones materiales, mobiliario 
y demás efectos del centro, evitando 
el deterioro o inutilización deliberada, 
tanto de éstos como de los bienes o 
pertenencias de los demás extranjeros 
ingresados o funcionarios.

e)  A someterse a reconocimiento 
médico a la entrada y salida del centro, 
así como en aquellos casos en que, 
por razones de salud colectiva, apre-
ciadas por el servicio médico, y a pe-
tición de éste, lo disponga el director 
del centro.»

Sesenta y ocho. E l artículo 63 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 63.  Procedimiento prefe-
rente.

1.  Incoado el expediente en el 
que pueda proponerse la expulsión 
por tratarse de uno de los supuestos 
contemplados en el artículo 53.1.d), 
53.1.f), 54.1.a), 54.1.b), y 57.2, la tra-
mitación del mismo tendrá carácter 
preferente.

Igualmente, el procedimiento prefe-
rente será aplicable cuando, tratán-
dose de las infracciones previstas en la 
letra a) del apartado 1 del artículo 53, 
se diera alguna de las siguientes cir-
cunstancias:

a)  riesgo de incomparecencia.

b)  el extranjero evitara o dificul-
tase la expulsión, sin perjuicio de las 
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actuaciones en ejercicio de sus dere-
chos.

c)  el extranjero representase un 
riesgo para el orden público, la segu-
ridad pública o la seguridad na-
cional.

En estos supuestos no cabrá la con-
cesión del período de salida volun-
taria.

2.  Durante la tramitación del pro-
cedimiento preferente, así como en la 
fase de ejecución de la expulsión que 
hubiese recaído, podrán adoptarse las 
medidas cautelares y el internamiento 
establecidas en los artículos 61 y 62.

3.  Se garantizará el derecho del 
extranjero a asistencia letrada, que se 
le proporcionará de oficio, en su caso, 
y a ser asistido por intérprete, si no 
comprende o no habla castellano, y de 
forma gratuita en el caso de que care-
ciese de medios económicos.

4.  Iniciado el expediente, se dará 
traslado al interesado del acuerdo de 
iniciación debidamente motivado y 
por escrito, para que alegue lo que 
considere adecuado, en el plazo de 
48 horas, advirtiéndole de las conse-
cuencias de no hacerlo así.

5.  Si el interesado, o su represen-
tante, no efectuase alegaciones ni rea-
lizasen proposición de prueba sobre el 
contenido del acuerdo de iniciación, 
o si no se admitiesen, por improce-
dentes o innecesarias, de forma moti-
vada, por el instructor las pruebas pro-
puestas, sin cambiar la calificación de 
los hechos, el acuerdo de iniciación 
del expediente será considerado como 
propuesta de resolución con remisión 
a la autoridad competente para re-
solver.

De estimarse la proposición de 
prueba, esta se realizará en el plazo 
máximo de tres días.

6. E n el supuesto de las letras a) y 
b) del apartado 1 del artículo 53 
cuando el extranjero acredite haber 
solicitado con anterioridad autoriza-
ción de residencia temporal conforme 
a lo dispuesto en el artículo 31.3 de 
esta Ley, el órgano encargado de tra-
mitar la expulsión suspenderá la 
misma hasta la resolución de la soli-
citud, procediendo a la continuación 
del expediente en caso de denega-
ción.

7.  La ejecución de la orden de ex-
pulsión en los supuestos previstos en 
este artículo se efectuará de forma in-
mediata.»

Sesenta y nueve.  Se introduce un 
nuevo artículo 63 bis que queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 63 bis.  Procedimiento ordi-
nario.

1. C uando se tramite la expulsión 
para supuestos distintos a los previstos 
en el artículo 63 el procedimiento a 
seguir será el ordinario.

2.  La resolución en que se adopte 
la expulsión tramitada mediante el 
procedimiento ordinario incluirá un 
plazo de cumplimiento voluntario 
para que el interesado abandone el 
territorio nacional. La duración de 
dicho plazo oscilará entre siete y 
treinta días y comenzará a contar 
desde el momento de la notificación 
de la citada resolución.

El plazo de cumplimiento volun-
tario de la orden de expulsión podrá 
prorrogarse durante un tiempo pru-
dencial en atención a las circunstan-
cias que concurran en cada caso con-
creto, como pueden ser, la duración 
de la estancia, estar a cargo de niños 
escolarizados o la existencia de otros 
vínculos familiares y sociales.
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3.  Tanto en la fase de tramitación 
del procedimiento como durante el 
plazo de cumplimiento voluntario, 
podrá adoptarse alguna o algunas de 
las medidas cautelares establecidas en 
el artículo 61, excepto la de interna-
miento prevista en la letra e).»

Setenta. E l artículo 64 queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 64.  Ejecución de la expul-
sión.

1. E xpirado el plazo de cumpli-
miento voluntario sin que el extranjero 
haya abandonado el territorio na-
cional, se procederá a su detención y 
conducción hasta el puesto de salida 
por el que se deba hacer efectiva la 
expulsión. Si la expulsión no se pu-
diera ejecutar en el plazo de setenta y 
dos horas, podrá solicitarse la medida 
de internamiento regulada en los ar-
tículos anteriores, que no podrá ex-
ceder del período establecido en el 
artículo 62 de esta Ley.

2.  Tanto en los supuestos de pró-
rroga del plazo de cumplimiento vo-
luntario como de aplazamiento o sus-
pensión de la ejecución de la expul-
sión, lo que se acreditará en documento 
debidamente notificado al interesado, 
se tendrá en cuenta la garantía para el 
extranjero afectado de:

a) E l mantenimiento de la unidad 
familiar con los miembros que se ha-
llen en territorio español.

b)  La prestación de atención sani-
taria de urgencia y tratamiento básico 
de enfermedades.

c) E l acceso para los menores, en 
función de la duración de su estancia, 
al sistema de enseñanza básica.

d)  Las necesidades especiales de 
personas vulnerables.

3.  La ejecución de la resolución 
de expulsión se efectuará, en su caso, 

a costa del empleador que hubiera 
sido sancionado por las infracciones 
previstas en el artículo 53.2 a) o 54.1.d) 
de esta Ley o, en el resto de los su-
puestos, a costa del extranjero si tu-
viere medios económicos para ello. 
De no darse ninguna de dichas condi-
ciones, se comunicará al representante 
diplomático o consular de su país, a 
los efectos oportunos.

4. C uando un extranjero sea de-
tenido en territorio español y se cons-
tate que contra él se ha dictado una 
resolución de expulsión por un Es-
tado miembro de la Unión Europea, 
se procederá a ejecutar inmediata-
mente la resolución, sin necesidad de 
incoar nuevo expediente de expul-
sión. Se podrá solicitar la autoriza-
ción del Juez de instrucción para su 
ingreso en un centro de interna-
miento, con el fin de asegurar la eje-
cución de la sanción de expulsión, de 
acuerdo con lo previsto en la pre-
sente Ley.

5.  Se suspenderá la ejecución de 
la resolución de expulsión cuando se 
formalice una petición de protección 
internacional, hasta que se haya inad-
mitido a trámite o resuelto, conforme 
a lo dispuesto en la normativa de pro-
tección internacional.

6.  No será precisa la incoación de 
expediente de expulsión:

a)  para proceder al traslado, es-
coltados por funcionarios, de los soli-
citantes de protección internacional 
cuya solicitud haya sido inadmitida a 
trámite en aplicación de la Ley 
12/2009, de 30 de octubre reguladora 
del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria, al ser responsable otro Es-
tado del examen de la solicitud, de 
conformidad con los convenios inter-
nacionales en que España sea parte, 
cuando dicho traslado se produzca 
dentro de los plazos que el Estado res-
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ponsable tiene la obligación de pro-
ceder al estudio de la solicitud.

b)  para proceder al traslado, es-
coltados por funcionarios, manuten-
ción, o recepción, custodia y transmi-
sión de documentos de viaje, de los 
extranjeros que realicen un tránsito en 
territorio español, solicitado por un 
Estado miembro de la Unión Europea, 
a efectos de repatriación o alejamiento 
por vía aérea.»

Setenta y uno. E l segundo párrafo del 
apartado 1 del artículo 66 queda redac-
tado de la siguiente manera:

«La información será transmitida 
por medios telemáticos, o, si ello no 
fuera posible, por cualquier otro medio 
adecuado, y será comprensiva del 
nombre y apellidos de cada pasajero, 
de su fecha de nacimiento, naciona-
lidad, número de pasaporte o del do-
cumento de viaje que acredite su iden-
tidad y tipo del mismo, paso fronterizo 
de entrada, código de transporte, hora 
de salida y de llegada del transporte, 
número total de personas transpor-
tadas, y lugar inicial de embarque. Las 
autoridades encargadas del control de 
entrada guardarán los datos en un fi-
chero temporal, borrándolos tras la 
entrada y en un plazo de veinticuatro 
horas desde su comunicación, salvo 
necesidades en el ejercicio de sus fun-
ciones. Los transportistas deberán 
haber informado de este procedi-
miento a los pasajeros, estando obli-
gados a borrar los datos en el mismo 
plazo de veinticuatro horas.»

Setenta y dos. E l artículo 68 queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 68.  Coordinación de las 
Administraciones Públicas.

1.  La Conferencia Sectorial de In-
migración es el órgano a través del 
cual se asegurará la adecuada coordi-

nación de las actuaciones que desa-
rrollen las Administraciones Públicas 
en materia de inmigración.

2.  Las Comunidades Autónomas 
que asuman competencias ejecutivas 
en la concesión de la autorización ini-
cial de trabajo, deberán desarrollarlas 
en necesaria coordinación con las 
competencias estatales en materia de 
extranjería, inmigración y autoriza-
ción de residencia, de manera que se 
garantice la igualdad en la aplicación 
de la normativa de extranjería e inmi-
gración en todo el territorio, la cele-
ridad de los procedimientos y el inter-
cambio de información entre las Ad-
ministraciones necesario para el 
desarrollo de sus respectivas compe-
tencias. La coordinación deberá reali-
zarse preservando la capacidad de 
autoorganización de cada Comunidad 
Autónoma así como su propio sistema 
de descentralización territorial.

3. C on carácter previo a la conce-
sión de autorizaciones por arraigo, las 
Comunidades Autónomas o, en su 
caso, los Ayuntamientos, emitirán un 
informe sobre la integración social del 
extranjero cuyo domicilio habitual se 
encuentre en su territorio. Reglamen-
tariamente se determinarán los conte-
nidos de dicho informe. En todo caso, 
el informe tendrá en cuenta el periodo 
de permanencia, la posibilidad de 
contar con vivienda y medios de vida, 
los vínculos con familiares residentes 
en España, y los esfuerzos de integra-
ción a través del seguimiento de pro-
gramas de inserción sociolaborales y 
culturales.

4.  Las Comunidades Autónomas 
que hayan asumido competencias en 
materia de seguridad ciudadana y 
orden público mediante la creación de 
una policía propia, podrán aportar, en 
su caso, un informe sobre afectación 
al orden público en todos los procedi-
mientos de autorización de residencia 
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o su renovación, referidas a extran-
jeros que se encuentran en España, en 
los que se prevea la necesidad de in-
forme gubernativo. Tal informe se in-
corporará al expediente al igual que el 
que, en su caso, aporten las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado en el 
ejercicio de sus competencias sobre 
seguridad pública.»

Setenta y tres. E l apartado 1 del ar-
tículo 70 queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. E l Foro para la Integración So-
cial de los Inmigrantes, constituido de 
forma tripartita y equilibrada, por re-
presentantes de las Administraciones 
Públicas, de las asociaciones de inmi-
grantes y de otras organizaciones con 
interés e implantación en el ámbito 
migratorio, incluyendo entre ellas a las 
organizaciones sindicales y empresa-
riales más representativas, constituye 
el órgano de consulta, información y 
asesoramiento en materia de integra-
ción de los inmigrantes.»

Setenta y cuatro.  Se introduce un 
nuevo artículo 72, que queda redactado 
de la siguiente manera:

«Artículo 72.  Comisión Laboral Tri-
partita de Inmigración.

1.  La Comisión Laboral Tripartita 
de Inmigración es el órgano colegiado 
adscrito al Ministerio competente en 
materia de inmigración, de la que 
forman parte las organizaciones sindi-
cales y empresariales más representa-
tivas.

2.  La Comisión Laboral Tripartita 
de Inmigración será informada sobre 
la evolución de los movimientos mi-
gratorios en España y, en todo caso, 
será consultada sobre las propuestas 
de Catálogo de ocupaciones de difícil 
cobertura, las previstas en el artículo 

39 de esta Ley y las de contratación de 
trabajadores de temporada que se de-
terminen.

3.  Mediante Orden Ministerial se 
determinará su composición, forma de 
designación de sus miembros, compe-
tencias y régimen de funciona-
miento.»

Setenta y cinco.  Se añade un nuevo 
inciso al apartado 1 de la disposición 
adicional primera, el cual quedaría re-
dactado de la siguiente manera:

«1. E l plazo general máximo para 
notificar las resoluciones de las solici-
tudes de autorizaciones que formulen 
los interesados a tenor de lo previsto en 
esta Ley será de tres meses, contados a 
partir del día siguiente al de la fecha en 
que hayan tenido entrada en el registro 
del órgano competente para tramitarlas; 
ello, sin perjuicio del plazo máximo de 
15 días naturales establecido por la 
normativa comunitaria en relación con 
procedimientos de solicitud de visado 
de tránsito o estancia (así como de las 
excepciones previstas en la misma para 
su posible ampliación). Transcurrido el 
plazo para notificar las resoluciones de 
las solicitudes, salvo lo dispuesto en el 
apartado siguiente, éstas podrán enten-
derse desestimadas.»

Setenta y seis.  Se modifica el apar-
tado 2 y se introduce un apartado 3 en la 
disposición adicional primera con la si-
guiente redacción:

«2.  Las solicitudes de prórroga de 
la autorización de residencia, la reno-
vación de la autorización de trabajo, 
así como las solicitudes de autoriza-
ción de residencia de larga duración 
que se formulen por los interesados a 
tenor de lo dispuesto en la presente 
Ley Orgánica se resolverán y notifi-
carán en el plazo máximo de tres 
meses contados a partir del día si-
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guiente al de la fecha en que hayan 
tenido entrada en el registro del ór-
gano competente para tramitarlas. 
Transcurrido dicho plazo sin que la 
Administración haya dado respuesta 
expresa, se entenderá que la prórroga 
o renovación han sido concedidas.

3.  Las solicitudes de modificación 
de la limitación territorial o de ocupa-
ción de las autorizaciones iniciales de 
residencia y trabajo se resolverán y 
notificarán por la administración auto-
nómica o estatal competente en el 
plazo máximo de un mes. Transcurrido 
dicho plazo sin que la Administración 
haya dado respuesta expresa, se enten-
derá que la solicitud ha sido conce-
dida.»

Setenta y siete. E l apartado 1 de la 
disposición adicional tercera queda re-
dactado de la siguiente manera:

«1. C uando el sujeto legitimado 
se encuentre en territorio español 
habrá de presentar personalmente las 
solicitudes relativas a las autoriza-
ciones de residencia y de trabajo en 
los registros de los órganos compe-
tentes para su tramitación. Igualmente, 
en los procedimientos en los que el 
sujeto legitimado fuese un empleador, 
las solicitudes podrán ser presentadas 
por éste, o por quien válidamente os-
tente la representación legal empresa-
rial. Reglamentariamente se podrán 
establecer excepciones a la presenta-
ción ante el órgano competente para 
su tramitación o a la necesidad de pre-
sentación personal de solicitudes.»

Setenta y ocho.  Se añade un nuevo 
párrafo en el apartado 2 de la disposición 
adicional tercera, que quedaría redac-
tado de la siguiente manera:

«2. C uando el sujeto legitimado 
se encuentre en territorio extranjero, la 
presentación de solicitudes de visado 
y su recogida se realizarán personal-

mente ante la misión diplomática u 
oficina consular en cuya demarcación 
aquél resida. Excepcionalmente, 
cuando el interesado no resida en la 
población en que tenga su sede la mi-
sión diplomática u oficina consular y 
se acrediten razones que obstaculicen 
el desplazamiento, como la lejanía de 
la misión u oficina o dificultades de 
transporte que hagan el viaje especial-
mente gravoso, podrá acordarse que la 
solicitud de visado pueda presentarse 
por representante debidamente acre-
ditado.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, en los supuestos de 
presentación de solicitudes y recogida 
de visado de estancia, tránsito y de 
residencia por reagrupación familiar 
de menores, ambos trámites podrán 
realizarse mediante representante de-
bidamente acreditado.

En cualquier caso, la misión diplo-
mática u oficina consular podrá re-
querir la comparecencia del solicitante 
y, cuando lo estime necesario, man-
tener una entrevista personal.

Lo dispuesto en este apartado se 
entenderá sin perjuicio de lo estable-
cido en la normativa comunitaria que 
desarrolla la política común de vi-
sados en lo relativo a la posibilidad de 
celebrar acuerdos con otros Estados 
miembros de la Unión Europea a 
efectos de representación en terceros 
Estados, en cuanto a procedimientos 
de solicitud de visados de tránsito o 
estancia.»

Setenta y nueve.  La disposición adi-
cional cuarta queda redactada de la si-
guiente manera:

«Disposición adicional cuarta.

1.  La autoridad competente para 
resolver inadmitirá a trámite las solici-
tudes relativas a los procedimientos 
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regulados en esta ley, en los siguientes 
supuestos:

a)  Falta de legitimación del solici-
tante, o insuficiente acreditación de la 
representación.

b)  Presentación de la solicitud 
fuera del plazo legalmente estable-
cido.

c) C uando se trate de reiteración 
de una solicitud ya denegada, siempre 
que las circunstancias que motivaron 
la denegación no hayan variado.

d) C uando conste un procedi-
miento administrativo sancionador 
contra el solicitante en el que pueda 
proponerse la expulsión o cuando se 
haya decretado en contra del mismo 
una orden de expulsión, judicial o ad-
ministrativa salvo que, en este último 
caso, la orden de expulsión hubiera 
sido revocada o se hallase en uno de 
los supuestos regulados por los ar-
tículos 31 bis, 59, 59 bis o 68.3 de esta 
ley.

e) C uando el solicitante tenga 
prohibida su entrada en España.

f) C uando se trate de solicitudes 
manifiestamente carentes de funda-
mento.

g) C uando se refieran a extran-
jeros que se encontrasen en España en 
situación irregular, salvo que pueda 
encontrarse en uno de los supuestos 
del artículo 31, apartado 3.

h) C uando dicha solicitud no sea 
realizada personalmente y dicha cir-
cunstancia sea exigida por ley.

2. E n los procedimientos relativos 
a solicitudes de visado de tránsito o 
estancia, la autoridad competente para 
resolver inadmitirá a trámite las solici-
tudes, en los siguientes supuestos:

a)  Presentación de la solicitud 
fuera del plazo de los tres meses ante-
riores al comienzo del viaje.

b)  Presentación de la solicitud en 
documento distinto al modelo oficial-
mente establecido a los efectos.

c)  No aportación de documento 
de viaje válido al menos hasta tres 
meses después de la fecha (en su caso, 
última fecha) prevista de salida del te-
rritorio de los Estados miembros de la 
Unión Europea; en el que figuren al 
menos dos páginas en blanco; y expe-
dido dentro de los diez años anteriores 
a la presentación de la solicitud de 
visado.

d) C uando no se aporte fotografía 
del solicitante, acorde a lo dispuesto 
en la normativa reguladora del Sistema 
de Información de Visados (VIS) de la 
Unión Europea.

e) C uando no se hayan tomado 
los datos biométricos del solicitante.

f) C uando no se haya abonado la 
tasa de visado.»

Ochenta.  La disposición adicional 
quinta queda redactada de la siguiente 
manera:

«Disposición adicional quinta.  Acce-
so a la información, colaboración 
entre Administraciones públicas y 
gestión informática de los procedi-
mientos.

1. E n el cumplimiento de los fines 
que tienen encomendadas, y con 
pleno respeto a la legalidad vigente, 
las Administraciones públicas, dentro 
de su ámbito competencial, colabo-
rarán en la cesión de datos relativos a 
las personas que sean consideradas 
interesados en los procedimientos re-
gulados en esta Ley Orgánica y sus 
normas de desarrollo.

2.  Para la exclusiva finalidad de 
cumplimentar las actuaciones que los 
órganos de la Administración General 
del Estado competentes en los proce-
dimientos regulados en esta Ley Orgá-

Boletín núm. 2100-01–Pág. 71



–  72  –

           

nica y sus normas de desarrollo tienen 
encomendadas, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, la Tesorería 
General de la Seguridad Social y el 
Instituto Nacional de Estadística, este 
último en lo relativo al Padrón Muni-
cipal de Habitantes, facilitarán a aqué-
llos el acceso directo a los ficheros en 
los que obren datos que hayan de 
constar en dichos expedientes, y sin 
que sea preciso el consentimiento de 
los interesados, de acuerdo con la le-
gislación sobre protección de datos.

Igualmente, los anteriores orga-
nismos facilitarán a las Comunidades 
Autónomas la información necesaria 
para ejercer sus competencias sobre 
autorizaciones iniciales de trabajo sin 
que tampoco sea preciso el consenti-
miento de los interesados.

3.  La tramitación de los procedi-
mientos en materia de extranjería de-
rivados del cumplimiento de lo dis-
puesto en la presente Ley Orgánica, se 
realizará sobre una aplicación infor-
mática común cuya implantación y 
coordinación respecto de los restantes 
Departamentos implicados correspon-
derá al Ministerio de Trabajo e Inmi-
gración. Dicha aplicación, garanti-
zando la protección de datos de ca-
rácter personal, registrará la 
información y datos relativos a los ex-
tranjeros y ciudadanos de la Unión 
Europea residentes en España y sus 
autorizaciones, impulsará el cumpli-
miento de lo establecido por la legis-
lación en materia de acceso electró-
nico de los ciudadanos a los servicios 
públicos y permitirá el conocimiento, 
en tiempo real, de la situación de las 
solicitudes de autorización reguladas 
en esta Ley por parte de los órganos 
administrativos que sean competentes 
en cada una de las fases del mismo, así 
como su intervención en la fase que 
recaiga dentro de su ámbito de com-
petencias. Asimismo, la aplicación 
informática permitirá la generación de 

bases de datos estadísticas por las ad-
ministraciones intervinientes para la 
obtención de la información actuali-
zada y fiable sobre las magnitudes re-
lativas a la inmigración y la extran-
jería.

En cumplimiento de lo establecido 
por la normativa comunitaria sobre la 
materia, la tramitación de procedi-
mientos relativos a visados de tránsito 
y de estancia se realizará sobre la apli-
cación informática específicamente 
creada a los efectos, dependiente del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, que estará interconec-
tada con la aplicación informática 
común, en orden a que en la base de 
datos de esta última conste informa-
ción sobre los datos de los visados 
solicitados y concedidos en las Ofi-
cinas consulares o Misiones diplomá-
ticas españolas en el exterior.

El Ministerio del Interior, de acuerdo 
con sus competencias en materia de 
orden público, seguridad pública y 
seguridad nacional, mantendrá un Re-
gistro central de extranjeros. Regla-
mentariamente, se establecerá la inter-
conexión que, en su caso, resulte ne-
cesaria para que en la aplicación 
informática común conste la informa-
ción que pueda repercutir en la situa-
ción administrativa de los extranjeros 
en España.

4. C uando las Comunidades Au-
tónomas, en el ámbito de sus compe-
tencias, intervengan en alguno de los 
procedimientos regulados en esta Ley, 
se garantizará que su participación en 
los procedimientos informatizados 
responda a estándares comunes que 
garanticen la necesaria coordinación 
de la actuación de todos los órganos 
administrativos intervinientes. Igual-
mente, la aplicación informática 
común dará acceso a las Comunidades 
Autónomas con competencias en ma-
teria de autorización de trabajo a la 
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información necesaria para el ejer-
cicio de sus competencias, entre la 
que se encontrará aquella relativa a la 
concesión y extinción de autoriza-
ciones de reagrupación familiar con-
cedidas en su territorio así como de las 
altas en Seguridad Social de las auto-
rizaciones de trabajo iniciales conce-
didas por ellas.

5. E l Observatorio Permanente de 
la Inmigración aunará el conjunto de 
la información estadística disponible 
en materia de extranjería, inmigración, 
protección internacional y naciona-
lidad, con independencia de la Admi-
nistración Pública, Departamento mi-
nisterial u Organismo responsable de 
su elaboración, con la finalidad de 
servir como sistema de análisis e inter-
cambio de la información cualitativa y 
cuantitativa relacionada con los movi-
mientos migratorios al servicio de las 
entidades responsables de gestionar 
las políticas públicas en dichas mate-
rias.»

Ochenta y uno.  La disposición adi-
cional sexta queda redactada de la si-
guiente manera:

«Disposición adicional sexta.  Acuer-
dos de readmisión.

A los extranjeros que, en virtud de 
los acuerdos que regulen la readmi-
sión de las personas en situación irre-
gular suscritos por España, deban ser 
entregados o enviados a los países de 
los que sean nacionales o desde los 
que se hayan trasladado hasta el terri-
torio español, les será de aplicación lo 
dispuesto en los citados acuerdos así 
como su normativa de desarrollo.

Dichos acuerdos contendrán cláu-
sulas de respeto a los derechos hu-
manos en virtud de lo que establecen 
en esta materia los tratados y convenios 
internacionales.

En el caso de que el titular de la 
tarjeta azul de la U.E. concedida en 
España fuera objeto de una medida de 
repatriación en otro Estado miembro, 
por haberse extinguido la vigencia de 
la autorización originaria para perma-
necer en dicho Estado o por denegarse 
su solicitud para residir en él, se le 
readmitirá sin necesidad de ninguna 
otra formalidad, incluyendo, en su 
caso, a los miembros de su familia 
previamente reagrupados.»

Ochenta y dos.  Se añade una nueva 
disposición adicional novena con la si-
guiente redacción:

«Disposición adicional novena.  Au-
torizaciones autonómicas de trabajo 
en origen.

En el marco de los procedimientos 
de contratación colectiva en origen, las 
comunidades autónomas con compe-
tencias ejecutivas en materia de autori-
zaciones de trabajo podrán establecer 
servicios que faciliten la tramitación de 
los correspondientes visados ante los 
consulados españoles, así como pro-
mover el desarrollo de programas de 
acogida para los trabajadores extran-
jeros y sus familias.»

Ochenta y tres.  La disposición final 
cuarta queda redactada del siguiente 
modo:

«Disposición final cuarta.  Preceptos 
no orgánicos.

1.  Tienen naturaleza orgánica los 
preceptos contenidos en los siguientes 
artículos de esta Ley: 1, 2, 3, 4.1, 4.3, 
5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 
19, 20, 21, 22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 
27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 bis, 33, 34, 
36, 37, 39, 40, 41, 42, 53, 54, 55, 57, 
58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 
ter, 62 quáter, 62 quinquies, 62 sexies, 
63, 63 bis, 64, 66, 71, las disposi-
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ciones adicionales tercera a octava y 
las disposiciones finales.

2.  Los preceptos no incluidos en 
el apartado anterior no tienen natura-
leza orgánica.»

Ochenta y cuatro.  Se añade una dis-
posición final quinta bis con la siguiente 
redacción:

«Disposición final quinta bis.  Código 
Comunitario de Visados.

Las previsiones de la presente Ley 
en materia de visados de tránsito y 
estancia se entenderán sin perjuicio de 
lo establecido en el Reglamento (CE) 
n.º 810/2009, de 13 de julio, por el 
que se establece un Código Comuni-
tario sobre Visados.»

Disposición adicional primera.  Sustitu-
ción del término residencia permanen-
te por el de residencia de larga dura-
ción.

Todas las referencias a los términos 
residencia permanente o residente per-
manente contenidas en el Ordenamiento 
Jurídico se entenderán referidas a la resi-
dencia o residente de larga duración.

Disposición adicional segunda.  Reagru-
pación familiar de ciudadanos españo-
les respecto a sus familiares nacionales 
de terceros países.

Reglamentariamente se podrán esta-
blecer condiciones especiales más favora-
bles, respecto de las previstas en esta Ley, 
para la reagrupación familiar ejercida por 
los españoles.

Disposición adicional tercera.  Régimen 
de internamiento de extranjeros.

El Gobierno, en el plazo de seis meses 
aprobará un Reglamento que desarrollará 
el régimen de internamiento de los ex-
tranjeros.

Disposición adicional cuarta.  Modifica-
ción de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
de julio, del Poder Judicial.

Se añade un nuevo apartado 2 al ar-
tículo 87 de la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial, que queda 
redactado como sigue:

«2.  Asimismo, los juzgados de 
instrucción conocerán de la autoriza-
ción del internamiento de extranjeros 
en los centros de internamiento, así 
como del control de la estancia de 
éstos en los mismos y en las salas de 
inadmisión de fronteras. También co-
nocerán de las peticiones y quejas que 
planteen los internos en cuanto afecten 
a sus derechos fundamentales.»

Disposición adicional quinta.  Modifica-
ción de la Ley, de 8 junio de 1957, del 
Registro Civil.

Se añade un nuevo párrafo al artículo 
63 de la Ley, de 8 junio de 1957, del 
Registro Civil, que queda redactado como 
sigue:

«Artículo 63.

La concesión de nacionalidad por 
residencia se hará, previo expediente, 
por el Ministerio de Justicia.

Las autoridades competentes para 
la tramitación y resolución de las soli-
citudes de adquisición de la naciona-
lidad por residencia, para la exclusiva 
finalidad de resolver la solicitud pre-
sentada por el interesado, recabarán 
de oficio de las Administraciones Pú-
blicas competentes cuantos informes 
sean necesarios para comprobar si los 
solicitantes reúnen los requisitos exi-
gidos en el artículo 22 del Código 
Civil, sin que sea preciso el consenti-
miento de los interesados.

En cualquier caso, el interesado 
podrá aportar un informe emitido por 
la Comunidad Autónoma a efectos de 
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acreditar su integración en la sociedad 
española.»

Disposición adicional sexta.  Convalida-
ción de titulaciones extranjeras.

El Gobierno adoptará las medidas ne-
cesarias para agilizar la tramitación de los 
procedimientos de homologación y con-
validación de las titulaciones en el ex-
tranjero.

Disposición adicional séptima.

Con la finalidad de facilitar la labor de 
control del Gobierno por parte de las 
Cortes Generales, éste elaborará y remi-
tirá anualmente un informe con el aná-
lisis cualitativo y cuantitativo de los datos 
analizados por el Observatorio Perma-
nente de la Inmigración relacionados con 
los movimientos migratorios, y especial-
mente sobre los procedimientos de flujos 
migratorios de carácter laboral.

Disposición derogatoria única.  Deroga-
ción normativa.

Quedan derogadas todas las normas 
de igual o inferior rango en lo que con-
tradigan o se opongan a esta Ley.

Disposición final primera.  Preceptos 
con carácter orgánico.

Tendrán carácter orgánico los apar-
tados del artículo único de esta Ley que 
modifican preceptos que tengan tal natu-
raleza con arreglo a la disposición final 
cuarta de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, de derechos y libertades de los 
extranjeros en España, así como sus dis-
posiciones adicionales, transitorias y fi-
nales.

No tiene carácter orgánico la disposi-
ción adicional quinta por la que se modi-
fica la Ley, de 8 de junio de 1957, del 
Registro Civil.

Disposición final segunda.  Habilitación 
competencial.

Los preceptos de la presente Ley, que 
no tengan carácter orgánico, se enten-
derán dictados al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.1.ª y 2.ª de la Cons-
titución.

Disposición final tercera.  Adaptación 
reglamentaria.

1. E l Gobierno, en el plazo de seis 
meses desde la publicación de esta Ley 
Orgánica, dictará cuantas disposiciones 
de aplicación y desarrollo sean necesa-
rias.

2.  Reglamentariamente se regulará el 
contenido de la resolución de la Secre-
taría de Estado de Inmigración y Emigra-
ción, de 28 de febrero de 2007, relativa 
al acuerdo por el que se aprueban las 
instrucciones por las que se determina el 
procedimiento para autorizar la entrada, 
residencia y trabajo en España, de extran-
jeros en cuya actividad profesional con-
curran razones de interés económico, 
social o laboral, o relativas a la realiza-
ción de trabajos de investigación o desa-
rrollo o docentes, que requieran alta cua-
lificación, o de actuaciones artísticas de 
especial interés cultural. Dicha regula-
ción deberá incluir a pequeñas y me-
dianas empresas.

Disposición final cuarta.  Entrada en vi-
gor.

La presente Ley entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta ley orgánica.

Madrid, 11 de diciembre de 2009.

JUAN CARLOS R.

	E l Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de diversas leyes para su 
adaptación a la Ley sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio. 
(Publicada en el «BOE» núm. 308 de 23 
de diciembre de 2009.)

Acuerdos internacionales

Instrumento de Ratificación del 
Acuerdo sobre Privilegios e Inmuni-
dades de la Corte Penal Internacional, 
hecho en Nueva York 9 de septiembre de 
2002. («BOE» núm. 294 de 7 de diciembre 
de 2009.)

JUAN CARLOS I 
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 21 de abril de 2003, 
el Plenipotenciario de España nombrado 
en buena y debida forma al efecto, firmó 
en Nueva York el Acuerdo sobre Privile-
gios e Inmunidades de la Corte Penal In-
ternacional, hecho en Nueva York el 9 de 
septiembre de 2002,

Vistos y examinados el preámbulo, y 
los treinta y nueve artículos del 
Acuerdo,

Concedida por las Cortes Generales la 
autorización prevista en el artículo 94.1 
de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en 
el mismo se dispone, como en virtud del 
presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe puntualmente en 
todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor 
validación y firmeza mando expedir este 
Instrumento de Ratificación firmado por 
Mí, debidamente sellado y refrendado 
por el infrascrito Ministro de Asuntos Ex-

teriores y de Cooperación, con la si-
guiente declaración:

«El Reino de España declara que, en 
aplicación del artículo 23 del Acuerdo 
sobre privilegios e inmunidades de la 
Corte Penal Internacional, las personas 
contempladas en dicho artículo, que os-
tenten la nacionalidad española o tengan 
su residencia permanente en España, sólo 
disfrutarán de los privilegios e inmuni-
dades tal y como son recogidos en el ar-
tículo 23 en la medida necesaria para el 
desempeño independiente de funciones 
o de su comparecencia o deposición ante 
la Corte.»

Dado en Madrid, a 28 de agosto de 
2009.

JUAN CARLOS R.

	El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación,
MIGUEL ÁNGEL MORATINOS CUYAUBÉ

ACUERDO SOBRE LOS PRIVILEGIOS E INMU-
NIDADES DE LA CORTE PENAL INTERNACIO-

NAL

Los Estados Partes en el presente 
Acuerdo,

Considerando que en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, 
aprobado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia Diplomática de Plenipoten-
ciarios de las Naciones Unidas, se esta-
bleció la Corte Penal Internacional con la 
facultad de ejercer competencia sobre 
personas respecto de los crímenes más 
graves de trascendencia internacional;

Considerando que, según el artículo 4 
del Estatuto de Roma, la Corte tendrá per-
sonalidad jurídica internacional y la ca-
pacidad jurídica que sea necesaria para 
el desempeño de sus funciones y la reali-
zación de sus propósitos;

Considerando que, según el artículo 
48 del Estatuto de Roma, la Corte Penal 
Internacional gozará en el territorio de 
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cada Estado Parte en el Estatuto de los 
privilegios e inmunidades que sean nece-
sarios para el cumplimiento de sus fun-
ciones;

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1.   Términos empleados.

A los efectos del presente Acuerdo:

a)  Por «el Estatuto» se entenderá el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional, aprobado el 17 de julio de 
1998 por la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas 
sobre el establecimiento de una corte 
penal internacional;

b)  Por «la Corte» se entenderá la 
Corte Penal Internacional establecida por 
el Estatuto;

c)  Por «Estados Partes» se entenderán 
los Estados Partes en el presente 
Acuerdo;

d)  Por «representantes de los Estados 
Parles» se entenderán los delegados, de-
legados suplentes, asesores, peritos téc-
nicos y secretarios de delegaciones;

e)  Por «la Asamblea» se entenderá la 
Asamblea de los Estados Partes en el Es-
tatuto;

f)  Por «Magistrados» se entenderán 
los magistrados de la Corte;

g)  Por «la Presidencia» se entenderá 
el órgano integrado por el Presidente y 
los Vicepresidentes primero y segundo de 
la Corte;

h)  Por «el Fiscal» se entenderá el 
Fiscal elegido por la Asamblea de confor-
midad con el párrafo 4 del artículo 42 del 
Estatuto;

i)  Por «los Fiscales Adjuntos» se en-
tenderán los Fiscales Adjuntos elegidos 
por la Asamblea de conformidad con el 
párrafo 4 del artículo 42 del Estatuto;

j)  Por «el Secretario» se entenderá el 
Secretario elegido por la Corte de confor-

midad con el párrafo 4 del artículo 43 del 
Estatuto;

k)  Por «Secretario Adjunto» se enten-
derá el Secretario elegido por la Corte de 
conformidad con el párrafo 4 del artículo 
43 del Estatuto;

l)  Por «abogados» se entenderán los 
abogados defensores y los representantes 
legales de las víctimas;

m)  Por «Secretario General» se en-
tenderá el Secretario General de las Na-
ciones Unidas;

n)  Por «representantes de organiza-
ciones intergubernamentales» se enten-
derá los jefes ejecutivos de organiza-
ciones intergubernamentales, incluido 
todo funcionario que actúe en su repre-
sentación;

o)  Por «la Convención de Viena» se 
entenderá la Convención de Viena sobre 
Relaciones Diplomáticas, de 18 de abril 
de 1961;

p)  Por «Reglas de Procedimiento y 
Prueba» se entenderán las Reglas de Pro-
cedimiento y Prueba aprobadas de con-
formidad con el artículo 51 del Estatuto.

Artículo 2.  Condición jurídica y perso-
nalidad jurídica de la Corte.

La Corte tendrá personalidad jurídica 
internacional y tendrá también la capa-
cidad jurídica que sea necesaria para el 
desempeño de sus funciones y el cumpli-
miento de sus propósitos. Tendrá en par-
ticular capacidad jurídica para celebrar 
contratos, adquirir bienes muebles e in-
muebles y disponer de ellos y participar 
en procedimientos judiciales.

Artículo 3.  Disposiciones generales 
acerca de los privilegios e inmunidades 
de la Corte.

La Corte gozará en el territorio de cada 
Estado Parte de los privilegios e inmuni-
dades que sean necesarios para el cum-
plimiento de sus propósitos.
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Artículo 4.  Inviolabilidad de los lo-
cales de la Corte.

Los locales de la Corte serán inviola-
bles.

Artículo 5.  Pabellón, emblema y seña-
les.

La Corte tendrá derecho a enarbolar su 
pabellón y a exhibir su emblema y sus 
señales en sus locales y en los vehículos 
y otros medios de transporte que utilice 
con fines oficiales.

Artículo 6.  Inmunidad de la Corte y de 
sus bienes, haberes y fondos.

1.  La Corte y sus bienes, haberes y 
fondos, dondequiera y en poder de quien-
quiera que se hallen, gozarán de inmu-
nidad de jurisdicción en todas sus formas, 
salvo en la medida en que la Corte re-
nuncie expresamente a ella en un caso 
determinado. Se entenderá, sin embargo, 
que la renuncia no será extensible a nin-
guna medida de ejecución.

2.  Los bienes, haberes y fondos de la 
Corte, dondequiera y en poder de quien-
quiera que se hallen, gozarán de inmu-
nidad de allanamiento, incautación, re-
quisa, decomiso y expropiación y cual-
quier otra forma de interferencia, ya sea 
de carácter ejecutivo, administrativo, ju-
dicial o legislativo.

3. E n la medida en que sea necesario 
para el desempeño de las funciones de la 
Corte, los bienes, haberes y fondos de la 
Corte, dondequiera y en poder de quien-
quiera que se hallen, estarán exentos de 
restricciones, reglamentaciones, con-
troles o moratorias de toda índole.

Artículo 7.  Inviolabilidad de los archi-
vos y los documentos.

Los archivos de la Corte y, en general, 
todos los papeles y documentos, cual-
quiera sea su forma, y todos los mate-
riales que se envíen a la Corte o que ésta 
envíe, estén en poder de la Corte o le 

pertenezcan, dondequiera y en poder de 
quienquiera que se hallen, serán inviola-
bles. La terminación o ausencia de esa 
inviolabilidad no afectará a las medidas 
de protección que la Corte ordene de 
conformidad con el Estatuto y las Reglas 
de Procedimiento y Prueba con respecto 
a documentos y materiales que la Corte 
utilice o le sean facilitados.

Artículo 8.  Exención de impuestos, de-
rechos de aduana y restricciones de 
importación o exportación.

1.  La Corte, sus haberes, ingresos y 
otros bienes, así como sus operaciones y 
transacciones, estarán exentos de todos 
los impuestos directos, que incluyen, 
entre otros, el impuesto sobre la renta, el 
impuesto sobre el capital y el impuesto a 
las sociedades, así como los impuestos 
directos que perciban las autoridades lo-
cales o provinciales. Se entenderá, sin 
embargo, que la Corte no podrá reclamar 
la exención del pago de los gravámenes 
que constituyan de hecho la remunera-
ción de servicios públicos prestados a 
una tarifa fija según la cantidad de servi-
cios prestados y que se puedan identi-
ficar, describir y desglosar.

2.  La Corte estará exenta de derechos 
de aduana, impuestos sobre el volumen 
de las importaciones y prohibiciones o 
restricciones respecto de los artículos que 
importe o exporte para su uso oficial y 
respecto de sus publicaciones.

3.  Los artículos que se importen o 
adquieran en franquicia no serán ven-
didos ni se dispondrá de ellos de otra 
manera en el territorio de un Estado Parte 
salvo en las condiciones que se acuerden 
con las autoridades competentes de ese 
Estado Parte.

Artículo 9.  Reembolso de derechos y/o 
impuestos.

1.  La Corte, por regla general, no re-
clamará la exención de los derechos y/o 
impuestos incluidos en el precio de 
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bienes muebles o inmuebles ni de los 
derechos pagados por servicios prestados. 
Sin embargo, cuando la Corte efectúe 
compras importantes de bienes y artículos 
o servicios destinados a uso oficial y gra-
vados o gravables con derechos y/o im-
puestos identificables, los Estados Partes 
tomarán las disposiciones administrativas 
del caso para eximirla de esos gravá-
menes o reembolsarle el monto del de-
recho y/o impuesto pagado.

2.  Los artículos que se adquieran o 
reembolsen en franquicia no serán ven-
didos ni se dispondrá de ellos de otra 
manera salvo en las condiciones estable-
cidas por el Estado Parte que haya conce-
dido la exención o hecho el reembolso. 
No se concederán exenciones ni reem-
bolsos por concepto de las tarifas de ser-
vicios públicos suministrados a la Corte.

Artículo 10.  Fondos y exención de res-
tricciones monetarias.

1.  La Corte no quedará sometida a 
controles financieros, reglamentos o mo-
ratorias financieros de índole alguna en 
el desempeño de sus funciones y podrá:

a)  Tener fondos, moneda de cual-
quier tipo u oro y operar cuentas en cual-
quier moneda;

b)  Transferir libremente sus fondos, 
oro o moneda de un país a otro o dentro 
de un país y convertir a cualesquiera otras 
las monedas que tenga en su poder;

c)  Recibir, tener, negociar, transferir 
o convertir bonos u otros títulos finan-
cieros o realizar cualquier transacción 
con ellos;

d)  Las transacciones financieras de la 
Corte gozarán, en cuanto al tipo de 
cambio, de un trato no menos favorable 
que el que otorgue el Estado Parte de que 
se trate a cualquier organización intergu-
bernamental o misión diplomática.

La Corte, en el ejercicio de sus dere-
chos, conforme al párrafo 1, tendrá debi-
damente en cuenta las observaciones que 

le haga un Estado Parte, en la medida en 
que pueda darles efecto sin desmedro de 
sus propios intereses.

Artículo 11.  Facilidades de comunica-
ciones.

1.  A los efectos de su correspon-
dencia y comunicaciones oficiales, la 
Corte gozará en el territorio de cada Es-
tado Parte de un trato no menos favorable 
que el que éste conceda a cualquier or-
ganización intergubernamental o misión 
diplomática en materia de prioridades, 
tarifas o impuestos aplicables al franqueo 
postal y a las diversas formas de comuni-
cación y correspondencia.

2.  La correspondencia o las comuni-
caciones oficiales de la Corte no serán 
sometidas a censura alguna.

3.  La Corte podrá utilizar todos los 
medios apropiados de comunicación, in-
cluidos los electrónicos, y emplear claves 
o cifras para su correspondencia o comu-
nicaciones oficiales. La correspondencia 
y las comunicaciones oficiales de la Corte 
serán inviolables.

4.  La Corte podrá despachar y recibir 
correspondencia y otras piezas o comu-
nicaciones por correo o valija sellada, los 
cuales gozarán de los mismos privilegios, 
inmunidades y facilidades que se reco-
nocen a las valijas y los correos y diplo-
máticos.

5.  La Corte podrá operar equipos de 
radio y otro equipo de telecomunica-
ciones en las frecuencias que le asignen 
los Estados Partes, de conformidad con 
sus procedimientos nacionales. Los Es-
tados Partes se esforzarán por asignar a la 
Corte, en la mayor medida posible, las 
frecuencias que haya solicitado.

Artículo 12.  Ejercicio de las funciones 
de la Corte fuera de su sede.

La Corte, en caso de que, de confor-
midad con el párrafo 3 del artículo 3 del 
Estatuto, considere conveniente sesionar 
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en un lugar distinto de su sede de La Haya 
(Países Bajos), podrá concertar un acuerdo 
con el Estado de que se trate respecto de 
la concesión de las facilidades adecuadas 
para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 13.  Representantes de Estados 
que participen en la Asamblea y sus 
órganos subsidiarios y representantes 
de organizaciones intergubernamenta-
les.

1.  Los representantes de Estados 
Partes en el Estatuto que asistan a re-
uniones de la Asamblea o sus órganos 
subsidiarios, los representantes de otros 
Estados que asistan a reuniones de la 
Asamblea y sus órganos subsidiarios en 
calidad de observadores de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 112 del Esta-
tuto de Roma, y los representantes de los 
Estados y de las organizaciones intergu-
bernamentales invitados a reuniones de 
la Asamblea y sus órganos subsidiarios, 
tendrán, mientras se encuentren en ejer-
cicio de sus funciones oficiales y durante 
el trayecto al lugar de reunión y a su re-
greso, los privilegios e inmunidades si-
guientes:

a)  Inmunidad contra arresto o deten-
ción personal;

b)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen a título oficial, la cual 
subsistirá incluso después de que hayan 
cesado en el ejercicio de sus funciones 
como representantes;

c)  Inviolabilidad de todos los papeles 
y documentos, cualquiera que sea su 
forma;

d)  Derecho a usar claves o cifras y 
recibir papeles y documentos o corres-
pondencia por correo o en valija sellada 
y a recibir y enviar comunicaciones elec-
trónicas;

e) E xención de restricciones de inmi-
gración, formalidades de registro de ex-

tranjeros y obligaciones del servicio na-
cional en el Estado Parte que visiten o por 
el cual transiten en el desempeño de sus 
funciones;

f)  Los mismos privilegios con res-
pecto a las facilidades monetarias y cam-
biarias que se reconozcan a los represen-
tantes de gobiernos extranjeros en misión 
oficial temporal;

g)  Las mismas inmunidades y facili-
dades respecto de su equipaje personal 
que se reconozcan a los agentes diplomá-
ticos con arreglo a la Convención de 
Viena;

h)  La misma protección y las mismas 
facilidades de repatriación que se reco-
nozcan a los agentes diplomáticos en 
épocas de crisis internacional con arreglo 
a la Convención de Viena:

i)  Los demás privilegios, inmuni-
dades y facilidades compatibles con los 
que anteceden de que gocen los agentes 
diplomáticos, con la salvedad de que no 
podrán reclamar la exención de derechos 
aduaneros sobre mercaderías importadas 
(que no sean parte de su equipaje per-
sonal) o de impuestos sobre la compra-
venta o el consumo.

2. C uando la aplicación de cualquier 
forma de impuesto dependa de la resi-
dencia, los periodos en que los represen-
tantes descritos en el párrafo 1 que asistan 
a reuniones de la Asamblea y sus órganos 
subsidiarios permanezcan en un Estado 
Parte en ejercicio de sus funciones no se 
considerarán periodos de residencia.

3.  Lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 
del presente artículo no será aplicable 
entre un representante y las autoridades 
del Estado Parte del que sea nacional o 
del Estado Parte o la organización inter-
gubernamental del que sea o haya sido 
representante.

Artículo 14.  Representantes de Estados 
que participen en las actuaciones de la 
Corte.
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Los representantes de Estados que par-
ticipen en las actuaciones de la Corte 
gozarán, mientras estén desempeñando 
sus funciones oficiales, y durante el viaje 
de ida hasta el lugar de las actuaciones y 
de vuelta de éste, de los privilegios e in-
munidades a que se hace referencia en el 
artículo 13.

Artículo 15.  Magistrados, Fiscal, Fiscales 
Adjuntos y Secretario.

1.  Los Magistrados, el Fiscal, los Fis-
cales Adjuntos y el Secretario gozarán, 
cuando actúen en el desempeño de sus 
funciones para la Corte o en relación con 
ellas, de los mismos privilegios e inmuni-
dades reconocidos a los jefes de las mi-
siones diplomáticas y, una vez expirado 
su mandato, seguirán gozando de inmu-
nidad de jurisdicción por las declara-
ciones que hayan hecho verbalmente o 
por escrito y los actos que hayan reali-
zado en el desempeño de sus funciones 
oficiales.

2.  Los Magistrados, el Fiscal, los Fis-
cales Adjuntos y el Secretario y los fami-
liares que formen parte de sus hogares 
recibirán todas las facilidades para salir 
del país en que se encuentren y para en-
trar y salir del país en que sesione la 
Corte. En el curso de los viajes que hagan 
en el ejercicio de sus funciones los Ma-
gistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos 
y el Secretario gozarán, en todos los Es-
tados Partes por los que tengan que tran-
sitar, de los privilegios, las inmunidades 
y las facilidades que los Estados Partes en 
circunstancias similares concedan a los 
agentes diplomáticos de conformidad 
con la Convención de Viena.

3. E l Magistrado, el Fiscal, un Fiscal 
Adjunto o el Secretario que, para mante-
nerse a disposición de la Corte, esté resi-
diendo en un Estado Parte distinto del de 
su nacionalidad o residencia permanente 
gozará, junto con los familiares que 
formen parte de sus hogares, de los privi-
legios, inmunidades y facilidades de los 

agentes diplomáticos mientras resida en 
ese Estado.

4.  Los Magistrados, el Fiscal, los Fis-
cales Adjuntos y el Secretario, así como 
los familiares que forman parte de sus 
hogares, tendrán las mismas facilidades 
de repatriación en épocas de crisis inter-
nacional que se conceden a los agentes 
diplomáticos con arreglo a la Conven-
ción de Viena.

Los párrafos 1 a 4 del presente artículo 
serán aplicables a los Magistrados de la 
Corte incluso después de terminado su 
mandato si siguen ejerciendo sus fun-
ciones de conformidad con el párrafo 10 
del artículo 36 del Estatuto.

6.  Los sueldos, los emolumentos y 
las prestaciones que perciban los Magis-
trados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el 
Secretario de la Corte estarán exentos de 
impuestos. Cuando la aplicación de un 
impuesto de cualquier índole dependa de 
la residencia, los períodos durante los 
cuales los Magistrados, el Fiscal, los Fis-
cales Adjuntos y el Secretario se encuen-
tren en un Estado Parte a fin de desem-
peñar sus funciones no serán conside-
rados períodos de residencia a efectos 
tributarios. Los Estados Partes podrán 
tener en cuenta esos sueldos, emolu-
mentos y prestaciones a los efectos de 
determinar la cuantía de los impuestos 
que se han de aplicar a los ingresos de 
otras fuentes.

7.  Los Estados Partes no estarán obli-
gados a exonerar del impuesto a la renta 
a las pensiones o rentas vitalicias pagadas 
a los ex Magistrados, Fiscales o Secreta-
rios y a las personas a su cargo.

Artículo 16.  Secretario Adjunto, perso-
nal de la Fiscalía y personal de la Se-
cretaría.

1. E l Secretario Adjunto, el personal 
de la Fiscalía y el personal de la Secre-
taría gozarán de los privilegios, las inmu-
nidades y las facilidades que sean nece-
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sarios para el ejercicio independiente de 
sus funciones. Gozarán de:

a)  Inmunidad contra toda forma de 
arresto o detención y contra la incauta-
ción de su equipaje personal;

b)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen en el ejercicio de sus 
funciones, la cual subsistirá incluso des-
pués de que hayan cesado en el ejercicio 
de sus funciones;

c) E l derecho a la inviolabilidad de 
todos los papeles y documentos oficiales 
de la Corte, cualquiera que sea su forma, 
y de todos los materiales;

d) E xención de impuestos sobre los 
sueldos, emolumentos y prestaciones que 
perciban de la Corte. Los Estados Partes 
podrán tener en cuenta esos salarios, 
emolumentos y prestaciones a los efectos 
de determinar la cuantía de los impuestos 
que se han de aplicar a los ingresos de 
otras fuentes;

e) E xención de toda obligación de 
servicio nacional;

f)  Junto con los familiares que formen 
parte de sus hogares, exención de las res-
tricciones de inmigración y las formali-
dades de registro de extranjeros;

g) E xención de la inspección de su 
equipaje personal, a menos que haya fun-
dadas razones para creer que el equipaje 
contiene artículos cuya importación o 
exportación está prohibida por la ley o 
sometida a control por las normas de cua-
rentena del Estado Parte de que se trate, 
en cuyo caso se hará una inspección en 
presencia del funcionario;

h)  Los mismos privilegios con res-
pecto a las facilidades monetarias y cam-
biarias que se reconozcan a los funciona-
rios de categoría equivalente pertene-
cientes a las misiones diplomáticas 
acreditadas en el Estado Parte de que se 
trate;

i)  Junto con los familiares que formen 
parte de sus hogares, las mismas facili-
dades de repatriación en épocas de crisis 
internacional, reconocidas a los agentes 
diplomáticos con arreglo a la Conven-
ción de Viena;

j)  Derecho a importar, libres de gra-
vámenes e impuestos, con la salvedad de 
los pagos que constituyan la remunera-
ción de servicios prestados, sus muebles 
y efectos en el momento en que ocupen 
su cargo en el Estado Parte de que se trate 
y a reexportar a su país de residencia 
permanente, libres de gravámenes e im-
puestos, esos muebles y efectos.

2.  Los Estados Partes no estarán obli-
gados a eximir del impuesto sobre la 
renta a las pensiones o rentas vitalicias 
abonadas a ex secretarios adjuntos, 
miembros del personal de la Fiscalía, 
miembros del personal de la Secretaría y 
personas a su cargo.

Artículo 17.  Personal contratado local-
mente y que no esté de otro modo 
contemplado en el presente Acuerdo.

El personal contratado localmente por 
la Corte y que no esté de otro modo con-
templado en el presente Acuerdo gozará 
de inmunidad de jurisdicción respecto de 
las declaraciones que haga verbalmente 
o por escrito y los actos que realice en el 
ejercicio de sus funciones para la Corte. 
Esta inmunidad subsistirá después de que 
haya cesado en el ejercicio de esas fun-
ciones con respecto a las actividades lle-
vadas a cabo en nombre de la Corte. 
Durante el empleo también se le conce-
derán las facilidades que sean necesarias 
para el ejercicio independiente de sus 
funciones para la Corte.

Artículo 18.  Abogados y personas 
que asistan a los abogados defensores.

1.  Los abogados gozarán de los si-
guientes privilegios, inmunidades y faci-
lidades en la medida en que sea nece-
sario para el ejercicio independiente de 
sus funciones, incluso el tiempo em-
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pleado en viajes, en relación con el ejer-
cicio de sus funciones y siempre que ex-
hiban el certificado a que se hace refe-
rencia en el párrafo 2 del presente 
artículo:

a)  Inmunidad de arresto o detención 
personal y contra la incautación de su 
equipaje personal;

b)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen en el desempeño de 
sus funciones, la cual subsistirá incluso 
después de que hayan cesado en el ejer-
cicio de sus funciones;

c) E l derecho a la inviolabilidad de 
papeles y documentos, cualquiera que 
sea su forma, y materiales relacionados 
con el desempeño de sus funciones;

d) E l derecho a recibir y enviar pa-
peles y documentos, cualquiera que sea 
su forma, con fines de comunicación en 
el ejercicio de sus funciones de abo-
gado;

e) E xención de las restricciones en 
materia de inmigración y las formalidades 
de registro de extranjeros;

f) E xención de la inspección del 
equipaje personal, a menos que haya fun-
dadas razones para creer que el equipaje 
contiene artículos cuya importación o 
exportación está prohibida por la ley o 
sometida a control por las normas de cua-
rentena del Estado Parte de que se trate, 
en cuyo caso se hará una inspección en 
presencia del abogado;

g)  Los mismos privilegios con res-
pecto a las facilidades monetarias y cam-
biarias que se reconozcan a los represen-
tantes de gobiernos extranjeros en misión 
temporal oficial;

h)  Las mismas facilidades de repa-
triación en épocas de crisis internacional 
que se reconozcan a los agentes diplomá-
ticos con arreglo a la Convención de 
Viena.

2.  Una vez designado un abogado de 
conformidad con el Estatuto, las Reglas 
de Procedimiento y Prueba y el Regla-
mento de la Corte, se le extenderá un 
certificado, firmado por el Secretario, por 
el período necesario para el ejercicio de 
sus funciones. El certificado se retirará si 
se pone término al poder o al mandato 
antes de que expire el certificado.

3. C uando la aplicación de un im-
puesto de cualquier índole dependa de la 
residencia, los períodos durante los 
cuales los abogados se encuentren en un 
Estado Parte a fin de desempeñar sus fun-
ciones no serán considerados períodos de 
residencia.

4.  Lo dispuesto en el presente ar-
tículo se aplicará, mutatis mutandis, a las 
personas que asistan a los abogados de-
fensores de conformidad con la regla 22 
de las Reglas de Procedimiento y 
Prueba.

Artículo 19.  Testigos.

1.  Se reconocerán a los testigos, en 
la medida en que sea necesario para su 
comparecencia ante la Corte con el fin de 
prestar declaración, los siguientes privile-
gios, inmunidades y facilidades, incluso 
durante el tiempo empleado en viajes re-
lacionados con su comparecencia ante la 
Corte, siempre que exhiban el documento 
a que se hace referencia en el párrafo 2 
del presente artículo:

a)  Inmunidad contra arresto o deten-
ción personal;

b)  Sin perjuicio de lo establecido en 
el apartado d) infra, inmunidad contra la 
incautación del equipaje personal, a 
menos que haya fundadas razones para 
creer que el equipaje contiene artículos 
cuya importación o exportación está pro-
hibida por la ley o sometida a control por 
las normas de cuarentena del Estado Parte 
de que se trate;

c)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
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hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen en el curso de su testi-
monio, la cual subsistirá incluso después 
de que hayan comparecido y prestado 
testimonio ante la Corte;

d)  Inviolabilidad de los papeles y do-
cumentos, cualquiera que sea su forma, 
y de los materiales relacionados con su 
testimonio;

e)  A los efectos de sus comunica-
ciones con la Corte y sus abogados en 
relación con su testimonio, el derecho a 
recibir y enviar papeles y documentos, 
cualquiera que sea su forma;

f) E xención de las restricciones en 
materia de inmigración y las formalidades 
del registro de extranjeros cuando viajen 
por razón de su comparecencia para 
prestar declaración;

g)  Las mismas facilidades de repa-
triación en épocas de crisis internacional 
que se reconozcan a los agentes diplomá-
ticos conforme a la Convención de 
Viena.

2.  La Corte extenderá a nombre de 
los testigos a los que se reconozcan los 
privilegios, inmunidades y facilidades a 
que se hace referencia en el párrafo 1 del 
presente artículo un documento en el que 
se certifique que deben comparecer ante 
la Corte y se especifique el período du-
rante el cual esa comparecencia es nece-
saria.

Artículo 20.  Víctimas.

1.  Se reconocerá a las víctimas que 
participen en las actuaciones judiciales 
de conformidad con las reglas 89 a 91 de 
las Reglas de Procedimiento y Prueba, en 
la medida en que sea necesario para su 
comparecencia ante la Corte, los si-
guientes privilegios, inmunidades y faci-
lidades, incluso durante el tiempo em-
pleado en viajes relacionados con su 
comparecencia ante la Corte, siempre 
que exhiban el documento a que se hace 

referencia en el párrafo 2 del presente 
artículo:

a)  Inmunidad contra arresto o deten-
ción personal;

b)  Inmunidad contra la incautación 
de su equipaje personal, a menos que 
haya fundadas razones para creer que el 
equipaje contiene artículos cuya impor-
tación o exportación está prohibida por 
la ley o sometida a control por las normas 
de cuarentena del Estado Parte de que se 
trate;

c)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen en el transcurso de su 
comparecencia ante la Corte, la cual sub-
sistirá incluso después de que hayan 
comparecido ante la Corte;

d) E xención de las restricciones en 
materia de inmigración y las formalidades 
de registro de extranjeros cuando viajen 
a la Corte y desde ella por razón de su 
comparecencia.

2.  La Corte extenderá a nombre de 
las víctimas que participen en las actua-
ciones judiciales de conformidad con las 
reglas 89 a 91 de las Reglas de Procedi-
miento y Prueba y a las que se reco-
nozcan los privilegios, inmunidades y 
facilidades a que se hace referencia en el 
párrafo 1 del presente artículo un docu-
mento en el que se certifique su partici-
pación en las actuaciones de la Corte y 
se especifique la duración de su partici-
pación.

Artículo 21.  Peritos.

1.  Se reconocerá a los peritos que 
cumplan funciones para la Corte los pri-
vilegios, inmunidades y facilidades si-
guientes en la medida en que sea nece-
sario para el ejercicio independiente de 
sus funciones, incluido el tiempo em-
pleado en viajes relacionados con ellas, 
siempre que exhiban el documento a que 
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se hace referencia en el párrafo 2 del 
presente artículo:

a)  Inmunidad contra toda forma de 
arresto o detención personal y contra la 
incautación de su equipaje personal;

b)  Inmunidad de jurisdicción de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
hagan verbalmente o por escrito y los 
actos que realicen durante el desempeño 
de sus funciones, inmunidad que subsis-
tirá incluso después de que hayan cesado 
en dichas funciones;

c)  Inviolabilidad de los documentos 
y papeles, cualquiera que sea su forma, y 
materiales relacionados con sus fun-
ciones;

d)  A los efectos de sus comunica-
ciones con la Corte, el derecho a recibir 
y enviar papeles y documentos, cual-
quiera que sea su forma, y materiales re-
lacionadas con sus funciones por correo 
o en valija sellada;

e) E xención de la inspección del 
equipaje personal, a menos que haya fun-
dadas razones para creer que el equipaje 
contiene artículos cuya importación o 
exportación está prohibida por la ley o 
sometida a control por las normas de cua-
rentena del Estado Parte de que se trate, 
en cuyo caso se hará una inspección en 
presencia del propio perito;

f)  Los mismos privilegios respecto de 
las facilidades monetarias y cambiarias 
que se reconozcan a los representantes 
de gobiernos extranjeros en misión oficial 
temporal;

g)  Las mismas facilidades de repa-
triación en épocas de crisis internacional 
que se reconozcan a los agentes diplomá-
ticos conforme a la Convención de 
Viena;

h) E xención de las restricciones en 
materia de inmigración y las formalidades 
de registro de extranjeros en relación con 
sus funciones, como se especifica en el 

documento a que se hace referencia en 
el párrafo 2 del presente artículo.

2.  La Corte extenderá a nombre de 
los peritos a los que se reconozcan los 
privilegios, inmunidades y facilidades a 
que se hace referencia en el párrafo 1 del 
presente artículo un documento en el que 
se certifique que están ejerciendo fun-
ciones para la Corte y que especifique el 
período que durarán dichas funciones.

Artículo 22.  Otras personas cuya pre-
sencia se requiera en la sede de la Cor-
te.

1.  Se reconocerá a las otras personas 
cuya presencia se requiera en la sede de 
la Corte, en la medida en que sea nece-
sario para su presencia en dicha sede, 
incluido el tiempo empleado en viajes 
para ello, los privilegios, inmunidades y 
facilidades que se indican en los apar-
tados a) a d) del párrafo 1 del artículo 20 
del presente Acuerdo, siempre que ex-
hiban el documento a que se hace refe-
rencia en el párrafo 2 del presente ar-
tículo.

2.  La Corte extenderá a las otras per-
sonas cuya presencia se requiera en la 
sede de la Corte un documento en el que 
se certifique que su presencia es nece-
saria y se especifique el período durante 
el cual es necesaria.

Artículo 23.  Nacionales y residentes 
permanentes.

En el momento de la firma, la ratifica-
ción, la aceptación, la aprobación o la 
adhesión, cualquier Estado podrá de-
clarar que:

a)  Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo 6 del artículo 15 y el apartado d) 
del párrafo 1 del artículo 16, las personas 
indicadas en los artículos 15, 16, 18, 19 
y 21 sólo disfrutarán, en el territorio del 
Estado Parte del que sean nacionales o 
residentes permanentes, de los siguientes 
privilegios e inmunidades en la medida 
necesaria para el desempeño indepen-
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diente de sus funciones o de su compare-
cencia o deposición ante la Corte:

i)  Inmunidad de arresto o detención 
personal;

ii)  Inmunidad judicial de toda índole 
respecto de las declaraciones que hagan 
verbalmente o por escrito y de los actos 
que realicen en el desempeño de sus fun-
ciones ante la Corte o durante su compa-
recencia o deposición, inmunidad ésta 
que subsistirá incluso después de que 
hayan cesado en el desempeño de sus 
funciones ante la Corte o después de su 
comparecencia o deposición ante ella;

iii)  Inviolabilidad de los papeles y 
documentos, cualquiera que sea su 
forma, y piezas relacionadas con el des-
empeño de sus funciones ante la Corte o 
su comparecencia o deposición ante 
ella;

iv)  A los efectos de sus comunica-
ciones con la Corte y, en lo tocante a las 
personas indicadas en el artículo 19, para 
sus comunicaciones con su abogado en 
relación con su deposición, el derecho a 
recibir y enviar papeles, cualquiera que 
sea su forma.

b)  Las personas indicadas en los ar-
tículos 20 y 22 sólo disfrutarán, en el te-
rritorio del Estado Parte del que sean na-
cionales o residentes permanentes, de los 
siguientes privilegios e inmunidades en la 
medida necesaria para su comparecencia 
ante la Corte:

i)  Inmunidad de arresto o detención 
personal;

ii)  Inmunidad judicial de toda índole 
respecto de las declaraciones que hagan 
verbalmente o por escrito y de los actos 
que realicen durante su comparecencia 
ante la Corte, inmunidad que subsistirá 
incluso después de su comparecencia.

Artículo 24.  Cooperación con las auto-
ridades de Estados Partes.

1.  La Corte cooperará en todo mo-
mento con las autoridades competentes 

de los Estados Partes para facilitar el cum-
plimiento de sus leyes e impedir abusos 
en relación con los privilegios, las inmu-
nidades y las facilidades a que se hace 
referencia en el presente Acuerdo.

2.  Todas las personas que gocen de 
privilegios e inmunidades de confor-
midad con el presente Acuerdo estarán 
obligadas, sin perjuicio de esos privile-
gios e inmunidades, a respetar las leyes y 
reglamentos del Estado Parte en cuyo te-
rritorio se encuentren o por el que tran-
siten en ejercicio de sus funciones para la 
Corte. Estarán también obligadas a no 
inmiscuirse en los asuntos internos de ese 
Estado.

Artículo 25.  Renuncia a los privilegios e 
inmunidades previstos en los artículos 
13 y 14.

Los privilegios e inmunidades previstos 
en los artículos 13 y 14 del presente 
Acuerdo no se otorgan a los represen-
tantes de los Estados y de las organiza-
ciones intergubernamentales en beneficio 
personal, sino para salvaguardar el ejer-
cicio independiente de sus-funciones en 
relación con la labor de la Asamblea, sus 
órganos subsidiarios y la Corte. En conse-
cuencia, los Estados Partes no sólo tienen 
el derecho, sino la obligación, de renun-
ciar a los privilegios e inmunidades de 
sus representantes en todo caso en que, 
en opinión de dichos Estados, estos privi-
legios e inmunidades podrían constituir 
un obstáculo a la justicia y la renuncia 
sea posible sin perjuicio del fin para el 
cual se reconocen. Se reconocen a los 
Estados que no sean Partes en el presente 
Acuerdo y a las organizaciones intergu-
bernamentales los privilegios e inmuni-
dades previstos en los artículos 13 y 14 
del presente Acuerdo en el entendimiento 
de que asumirán las mismas obligaciones 
con respecto a la renuncia.

Artículo 26.  Renuncia a los privilegios e 
inmunidades previstos en los artículos 
15 a 22.
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1.  Los privilegios e inmunidades pre-
vistos en los artículos 15 a 22 del pre-
sente Acuerdo se reconocen en interés de 
la administración de justicia y no en be-
neficio personal. Podrá renunciarse a 
ellos de conformidad con el párrafo 5 del 
artículo 48 del Estatuto y con lo dispuesto 
en el presente artículo y se tendrá la obli-
gación de hacerlo en un caso determi-
nado cuando podrían constituir un obstá-
culo a la justicia y la renuncia sea posible 
sin perjuicio del fin para el cual se reco-
nocen.

2.  Se podrá renunciar a los privile-
gios e inmunidades:

a) E n el caso de un Magistrado o del 
Fiscal, por mayoría absoluta de los Ma-
gistrados;

b) E n el caso del Secretario, por la 
Presidencia;

c) E n el caso de los Fiscales Adjuntos 
y del personal de la Fiscalía, por el 
Fiscal;

d) E n el caso del Secretario Adjunto 
y del personal de la Secretaría, por el 
Secretario;

e) E n el caso del personal a que se 
hace referencia en el artículo 17, por de-
cisión del jefe del órgano de la Corte que 
emplee a ese personal;

f) E n el caso de los abogados y de las 
personas que asistan a los abogados de-
fensores, por la Presidencia;

g) E n el caso de los testigos y de las 
víctimas, por la Presidencia;

h) E n el caso de los peritos, por de-
cisión del jefe del órgano de la Corte que 
haya designado al perito;

i) E n el caso de las otras personas 
cuya presencia se requiera en la sede de 
la Corte, por la Presidencia.

Artículo 27.  Seguridad Social.

A partir de la fecha en que la Corte 
establezca un sistema de seguridad so-

cial, las personas a que se hace referencia 
en los artículos 15, 16 y 17 estarán 
exentas, en relación con los servicios 
prestados a la Corte, de toda contribución 
obligatoria a los sistemas nacionales de 
seguridad social.

Artículo 28.  Notificación.

El Secretario comunicará periódica-
mente a todos los Estados Partes los nom-
bres de los Magistrados, el Fiscal, los Fis-
cales Adjuntos, el Secretario, el Secretario 
Adjunto, el personal de la Fiscalía, el per-
sonal de la Secretaría y los abogados a 
quienes se apliquen las disposiciones del 
presente Acuerdo. El Secretario comuni-
cará también a todos los Estados Partes 
información acerca de cualquier cambio 
en la condición de esas personas.

Artículo 29.  Laissez-passer.

Los Estados Partes reconocerán y acep-
tarán como documentos de viaje válidos 
los laissez passer de las Naciones Unidas 
o los documentos de viaje expedidos por 
la Corte a los Magistrados, el Fiscal, los 
Fiscales Adjuntos, el Secretario, el Secre-
tario Adjunto, el personal de la Fiscalía y 
el personal de la Secretaría.

Artículo 30.  Visados.

Las solicitudes de visado o permiso de 
entrada o salida, en caso de que sean 
necesarios, presentadas por quienes sean 
titulares de un laissez passer de las Na-
ciones Unidas o del documento de viaje 
expedido por la Corte, u otra persona de 
las referidas en los artículos 18 a 22 del 
presente Acuerdo que tenga un certifi-
cado expedido por la Corte en que conste 
que su viaje obedece a asuntos de ésta, 
serán tramitadas por los Estados Partes 
con la mayor rapidez posible y con ca-
rácter gratuito.

Artículo 31.  Arreglo de controversias 
con terceros

Boletín núm. 2100-01–Pág. 87



–  88  –

           

La Corte, sin perjuicio de las atribu-
ciones y funciones de la Asamblea de 
conformidad con el Estatuto, adoptará 
disposiciones sobre los medios apro-
piados de arreglo de las controversias:

a)  Que dimanen de contratos o se 
refieran a otras cuestiones de derecho 
privado en que la Corte sea parte;

b)  Que se refieran a cualquiera de las 
personas mencionadas en el presente 
Acuerdo que, en razón de su cargo o 
función en relación con la Corte, gocen 
de inmunidad, si no se hubiese renun-
ciado a ella.

Artículo 32.  Arreglo de diferencias so-
bre la interpretación o aplicación del 
presente Acuerdo.

1.  Todas las diferencias que surjan de 
la interpretación o aplicación del pre-
sente Acuerdo entre dos o más Estados 
Partes o entre la Corte y un Estado Parte 
serán resueltas mediante consultas, nego-
ciación u otro medio convenido de 
arreglo.

2.  La diferencia, de no ser resuelta de 
conformidad con el párrafo 1 del pre-
sente artículo dentro de los tres meses 
siguientes a la presentación de una soli-
citud por escrito por una de las partes en 
ella, será, a petición de cualquiera de las 
partes, sometida a un tribunal arbitral de 
conformidad con el procedimiento esta-
blecido en los párrafos 3 a 6 infra.

3. E l tribunal arbitral estará com-
puesto de tres árbitros: uno será elegido 
por cada parte en la diferencia y el ter-
cero, que actuará como presidente del 
tribunal, será elegido por los otros dos. Si 
una de las partes no hubiere nombrado a 
un árbitro del tribunal dentro de los dos 
meses siguientes al nombramiento de un 
árbitro por la otra parte, ésta podrá pedir 
al Presidente de la Corte Internacional de, 
Justicia que efectúe dicho nombramiento. 
En caso de que los dos primeros árbitros 
no convinieran en el nombramiento del 
presidente del tribunal en los dos meses 

siguientes a sus nombramientos, cual-
quiera de las partes podrá pedir al Presi-
dente de la Corte Internacional de Justicia 
que efectúe el nombramiento del presi-
dente del tribunal.

4.  A menos que las partes en la dife-
rencia acuerden otra cosa, el tribunal ar-
bitral decidirá su propio procedimiento y 
los gastos serán sufragados por las partes 
en la proporción que él determine.

5. E l tribunal arbitral, que adoptará 
sus decisiones por mayoría de votos, lle-
gará a una decisión sobre la diferencia de 
conformidad con las disposiciones del 
presente Acuerdo y las normas aplicables 
de derecho internacional. El laudo del 
tribunal arbitral será definitivo y obliga-
torio para las partes en la diferencia.

6. E l laudo del tribunal arbitral será 
comunicado a las partes en la diferencia, 
al Secretario y al Secretario General.

Artículo 33.  Aplicabilidad del presente 
Acuerdo.

El presente Acuerdo se aplicará sin 
perjuicio de las normas pertinentes de 
derecho internacional, comprendidas las 
de derecho internacional humanitario.

Artículo 34.  Firma, ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

1. E l presente Acuerdo estará abierto 
a la firma de todos los Estados desde el 
10 de septiembre de 2002 hasta el 30 de 
junio de 2004 en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York.

2. E l presente Acuerdo está sujeto a 
la ratificación, aceptación o aprobación 
de los Estados signatarios. Los instru-
mentos de ratificación, aceptación o 
aprobación serán depositados en poder 
del Secretario General.

3. E l presente Acuerdo estará abierto 
a la adhesión de todos los Estados. Los 
instrumentos de adhesión serán deposi-
tados en poder del Secretario General.

Artículo 35.  Entrada en vigor.
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1. E l presente Acuerdo entrará en 
vigor treinta días después de la fecha en 
que se deposite en poder del Secretario 
General el décimo instrumento de ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhe-
sión.

2.  Respecto de cada Estado que rati-
fique, acepte o apruebe el presente 
Acuerdo o se adhiera a él después del 
depósito del décimo instrumento de rati-
ficación, aceptación, aprobación o adhe-
sión, el presente Acuerdo entrará en vigor 
el trigésimo día siguiente a la fecha en 
que deposite en poder del Secretario Ge-
neral su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 36.  Enmiendas.

1.  Todo Estado Parte podrá proponer 
enmiendas al presente Acuerdo, mediante 
comunicación escrita dirigida a la secre-
taría de la Asamblea. La secretaría distri-
buirá esta comunicación a todos los Es-
tados Partes y a la Mesa de la Asamblea, 
con la solicitud de que los Estados Partes 
le notifiquen si son partidarios de que se 
celebre una Conferencia de examen de 
los Estados Partes para examinar la pro-
puesta.

2.  Si, dentro de los tres meses si-
guientes a la fecha en que la secretaría de 
la Asamblea haya distribuido la comuni-
cación, una mayoría de los Estados Partes 
le notifican que son partidarios de que se 
celebre una conferencia de examen, la 
secretaria informará a la Mesa de la 
Asamblea con miras a convocar dicha 
conferencia en ocasión del siguiente pe-
ríodo de sesiones ordinario o extraordi-
nario de la Asamblea.

3.  Las enmiendas respecto de las 
cuales no pueda llegarse a un consenso 
serán aprobadas por mayoría de dos ter-
cios de los Estados Partes presentes y vo-
tantes, a condición de que esté presente 
una mayoría de los Estados Partes.

4.  La Mesa de la Asamblea notificará 
inmediatamente al Secretario General 

cualquier enmienda que hayan aprobado 
los Estados Partes en la conferencia de 
examen. El Secretario General distribuirá 
a todos los Estados Partes y a los Estados 
signatarios las enmiendas que se hayan 
aprobado en la conferencia.

5.  Una enmienda entrará en vigor 
para los Estados Partes que la hayan rati-
ficado o aceptado sesenta días después 
del depósito de los instrumentos de rati-
ficación o aceptación en poder del Secre-
tario General por los dos tercios de los 
Estados que eran Partes en la fecha en que 
se aprobó la enmienda.

6.  Para los Estados Partes que ratifi-
quen o acepten la enmienda cuando ya 
se haya depositado el número requerido 
de instrumentos de ratificación o acepta-
ción, la enmienda entrará en vigor se-
senta días después del depósito del ins-
trumento de ratificación o aceptación del 
Estado Parte de que se trate.

7.  Salvo que exprese otra intención, 
todo Estado que pase a ser Parte del pre-
sente Acuerdo después de la entrada en 
vigor de una enmienda de conformidad 
con el párrafo 5:

a)  Se considerará Parte en el presente 
Acuerdo con la enmienda introducida; y

b)  Se considerará Parte en el presente 
Acuerdo sin la enmienda introducida res-
pecto de cualquier Estado Parte que no 
esté obligado por dicha enmienda.

Artículo 37.  Denuncia.

1.  Un Estado Parte, mediante notifi-
cación dirigida por escrito al Secretario 
General, podrá denunciar el presente 
Acuerdo. La denuncia surtirá efecto un 
año después de la fecha en que se reciba 
la notificación, a menos que en ésta se 
indique una fecha posterior.

2.  La denuncia no afectará en modo 
alguno a la obligación de un Estado Parte 
de cumplir cualquiera de las obligaciones 
establecidas en el presente Acuerdo a 
que, de conformidad con el derecho in-
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ternacional, estuviere sujeto indepen-
dientemente del Acuerdo.

Artículo 38.  Depositario.

El Secretario General será el deposi-
tario del presente Acuerdo.

Artículo 39.  Textos auténticos.

El original del presente Acuerdo, cuyas 
versiones en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente au-
ténticas, será depositado en poder del 
Secretario General.

En testimonio de lo cual, los infras-
critos, debidamente autorizados para 
ello, han firmado el presente Acuerdo.

ESTADOS PARTE

Fecha firma Fecha depósito 
instrumento

Albania................................................... 02-08-2006 AD
Alemania................................................ 14-07-2003 02-09-2004 R (*)
Andorra.................................................. 21-06-2004 11-02-2005 R
Argentina................................................ 07-10-2002 01-02-2007 R (*)
Austria.................................................... 10-09-2002 17-12-2003 R (*)
Bahamas................................................. 30-06-2004
Bélgica................................................... 11-09-2002 28-03-2005 R
Belice..................................................... 26-09-2003 28-03-2005 R
Benin...................................................... 10-09-2002 24-01-2006 R
Bolivia.................................................... 23-03-2004 20-01-2006 R (*)
Botswana................................................ 13-11-2008 AD (*)
Brasil...................................................... 17-05-2004
Bulgaria.................................................. 02-05-2003 28-07-2006 R
Burkina Faso........................................... 07-05-2004 10-10-2005 R
Canadá................................................... 30-04-2004 22-06-2004 R (*)
Colombia............................................... 18-12-2003 15-04-2009 R
República Democrática del Congo......... 03-07-2007 AD
Costa Rica.............................................. 16-09-2002
Croacia................................................... 23-09-2003 17-12-2004 R (*)
Chipre.................................................... 10-06-2003 18-08-2005 R
Dinamarca............................................. 13-09-2002 03-06-2005 R
    Hasta decisión posterior, el acuerdo no se aplicará a las Islas Feroe.
Ecuador.................................................. 26-09-2002 19-04-2006 R
Eslovaquia.............................................. 19-12-2003 26-05-2004 R (*)
Eslovenia................................................ 25-09-2003 23-09-2004 R
España.................................................... 21-04-2003 24-09-2009 R (*)
Estonia.................................................... 27-06-2003 13-09-2004 R
Finlandia................................................ 10-09-2002 08-12-2004 AC
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Fecha firma Fecha depósito 
instrumento

Francia................................................... 10-09-2002 17-02-2004 AP
Ghana.................................................... 12-09-2003
Grecia.................................................... 25-09-2003 06-07-2007 R (*)
Guinea................................................... 01-04-2004
Guyana.................................................. 16-11-2005 AD
Honduras............................................... 01-04-2008 AD
Hungría.................................................. 10-09-2002 22-03-2006 R
Irlanda.................................................... 09-09-2003 20-11-2006 R
Islandia................................................... 10-09-2002 01-12-2003 R
Italia....................................................... 10-09-2002 20-11-2006 R
Jamaica.................................................. 30-06-2004
Jordania.................................................. 28-06-2004
Lesotho................................................... 16-09-2005 AD
Letonia................................................... 29-06-2004 23-12-2004 R
Liberia.................................................... 16-09-2005 AD
Liechtenstein.......................................... 21-09-2004 AD
Lituania.................................................. 25-05-2004 30-12-2004 R
Luxemburgo........................................... 10-09-2002 20-01-2006 R
Macedonia, Ex República Yugoslava de.. 19-10-2005 AD
Madagascar............................................ 12-09-2002
Malawi................................................... 07-10-2009 AD
Malí........................................................ 20-09-2002 08-07-2004 R
México................................................... 26-09-2007 AD
Mongolia................................................ 04-02-2003
Montenegro............................................ 23-10-2006 SU
Namibia................................................. 10-09-2002 29-01-2004 R
Noruega................................................. 10-09-2002 10-09-2002 R
Nueva Zelanda....................................... 22-10-2002 14-04-2004 R

    No se aplicará a Tokélaou hasta que el Gobierno Neozelandés no deposite una 
declaración sobre este asunto después de consultar a este territorio.

Países Bajos............................................ 11-09-2003 24-07-2008 AC

El 24-07-2008, tras la aceptación del Tratado, el Gobierno de los Países Bajos 
declaró que se aplicará a las Antillas Holandesas y Aruba.

Panamá.................................................. 14-04-2003 16-08-2004 R
Paraguay................................................. 11-02-2004 19-07-2005 R
Perú........................................................ 10-09-2002
Polonia................................................... 30-06-2004 10-02-2009 R
Portugal.................................................. 10-12-2002 03-10-1007 R
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Fecha firma Fecha depósito 
instrumento

Reino Unido........................................... 10-09-2002 25-01-2008 R
República Centroafricana....................... 06-10-2006 AD
República de Corea................................ 28-06-2004 18-10-2006 R (*)
República Dominicana........................... 1 0 - 0 9 - 2 0 0 9 

AD
República Unida de Tanzania................. 27-01-2004
Rumanía................................................. 30-06-2004 17-11-2005 R
Senegal................................................... 19-09-2002 (*)
Serbia..................................................... 18-07-2003 07-05-2004 R
Sierra Leona........................................... 26-09-2003
Suecia.................................................... 19-02-2004 13-01-2005 R
Suiza...................................................... 10-09-2002
Trinidad y Tobago................................... 10-09-2002 06-02-2003 R
Ucrania.................................................. 2 9 - 0 1 - 2 0 0 7 

AD
(*)

Uganda.................................................. 07-04-2004 21-01-2009 R
Uruguay................................................. 30-06-2004 03-11-2006 R
Venezuela.............................................. 16-07-2003

R: Ratificación. AD: Adhesión. AP: Aprobación. AC: Aceptación.
(*)  Declaraciones (pendientes de traducción).

El presente Acuerdo entró en vigor de 
forma general el 22 de julio de 2004 y 
para España entró en vigor el 24 de oc-
tubre de 2009 de conformidad con lo 
establecido en su artículo 35.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 20 de noviembre de 2009.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez.

Instrumento de aprobación de la reti-
rada de la reserva a la totalidad del 
artículo IX (Jurisdicción del Tribunal Inter-
nacional de Justicia) formulada por el Es-
tado español al depositar el Instrumento 

de adhesión al Convenio para la preven-
ción y la sanción del delito de genocidio, 
Nueva York, 9 de diciembre de 1948 (pu-
blicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
de 8 de febrero de 1969 y 18 de sep-
tiembre de 1985). («BOE» número 297 de 
10 de diciembre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 13 de septiembre de 
1968, el Estado español depositó en la 
Secretaría General de las Naciones Unidas 
(Nueva York) el Instrumento de Adhesión 
al Convenio para la prevención y la san-
ción del delito de genocidio, hecho en 
Nueva York el 9 de diciembre de 1948, 
incluyendo, empero, una Reserva a la to-
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talidad del artículo IX (Jurisdicción del 
Tribunal Internacional de Justicia),

Habiendo cambiado las circunstancias 
que motivaban esta reserva y cumplidos 
los requisitos exigidos por la legislación 
española,

Vengo en aprobar la retirada de dicha 
reserva, a cuyo efecto mando expedir el 
presente Instrumento firmado por Mí, de-
bidamente sellado y refrendado por el 
infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores 
y de Cooperación.

Dado en Madrid, a treinta y uno de 
julio de dos mil nueve.

JUAN CARLOS R.

	E L MINISTRO DE ASUNTOS  
	E XTERIORES Y DE COOPERACIÓN,
	Miguel Ángel Moratinos Cuyaubé

La retirada de la referida reserva surte 
efecto a partir del 24 de septiembre de 
2009, fecha del depósito del Instrumento 
de aprobación de la misma.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 20 de noviembre de 2009.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez.

Ley 24/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de la Ley 8/1994, de 19 de 
mayo, por la que se regula la Comisión 
Mixta para la Unión Europea, para su 
adaptación al Tratado de Lisboa de 13 de 
diciembre de 2007. («BOE» núm. 308 de 
23 de diciembre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presenten vieren y 
entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El Tratado de Lisboa firmado el 13 de 
diciembre de 2007 por los veintisiete Es-
tados miembros de la Unión Europea ha 
continuado el proceso iniciado en el Tra-
tado de Maastricht de 1992 de profundi-
zación en la participación de los parla-
mentos nacionales en los asuntos de la 
Unión Europea. De una parte, el nuevo 
artículo 12 del Tratado de la Unión 
Europea detalla y amplía las funciones de 
los parlamentos nacionales en el funcio-
namiento de la Unión, funciones después 
desarrolladas en otros preceptos del Tra-
tado. De otra, mediante dos protocolos 
anejos dedicados a esta materia: el Pro-
tocolo sobre el cometido de los parla-
mentos nacionales en la Unión Europea 
y el Protocolo sobre la aplicación de los 
principios de subsidiariedad y proporcio-
nalidad.

Al final de la pasada Legislatura, la 
Comisión Mixta para la Unión Europea 
de las Cortes Generales, en su sesión ce-
lebrada el 18 de diciembre de 2007, 
aprobó por unanimidad un extenso y de-
tallado Informe con el que concluía más 
de dos años de actividad del Grupo de 
Trabajo creado en su seno para estudiar 
la aplicación por las Cortes Generales del 
Tratado por el que se establece una Cons-
titución para Europa. Dicho Tratado fue 
ratificado por el Reino de España pero no 
así por otros Estados miembros de la 
Unión Europea, lo que impidió su en-
trada en vigor. El Grupo de Trabajo, tras 
la aprobación del Tratado de Lisboa, pro-
cedió con carácter urgente a adaptar sus 
trabajos a este nuevo texto. En sus con-
clusiones el Informe hacía diferentes su-
gerencias y recomendaciones con el ob-
jeto de adaptar la Ley 8/1994, reguladora 
de la Comisión Mixta para la Unión 
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Europea, a las previsiones del Tratado de 
Lisboa.

En esta Legislatura, la Comisión Mixta 
para la Unión Europea constituyó en su 
seno una Ponencia de estudio para la 
adaptación de la referida Ley 8/1994 a las 
previsiones del Tratado de Lisboa. La Po-
nencia elaboró un texto consensuado que 
fue aprobado, por asentimiento, por la 
citada Comisión Mixta en su reunión de 
24 de marzo de 2009 y que constituye el 
contenido de esta Ley.

II

El objeto de la presente Ley es adaptar 
la Ley 8/1994, de 19 de mayo, por la que 
se regula la Comisión Mixta para la Unión 
Europea a las previsiones contenidas en 
el Tratado de Lisboa de 13 de diciembre 
de 2007. Para ello, en primer lugar, am-
plía la relación de competencias de la 
citada Comisión Mixta, incorporando las 
conferidas a los parlamentos nacionales 
por el Tratado de Lisboa.

Entre ellas conviene destacar las de 
control de la aplicación del principio de 
subsidiariedad por las iniciativas legisla-
tivas europeas, el denominado «Sistema 
de Alerta Temprana», desarrollado por el 
Protocolo sobre la aplicación de los prin-
cipios de subsidiariedad y de proporcio-
nalidad, anejo al Tratado de Lisboa. Dicho 
procedimiento, alumbrado inicialmente 
en los trabajos de la Convención que pre-
paró el texto del Tratado por el que se 
establece una Constitución para Europa, 
consiste, en esencia, en atribuir a los par-
lamentos nacionales la potestad de emitir 
dictámenes motivados sobre la aplica-
ción del principio de subsidiariedad por 
las iniciativas legislativas europeas al co-
mienzo del procedimiento legislativo co-
munitario (en concreto, en el plazo de 
ocho semanas desde que se remiten a las 
instituciones legislativas de la Unión 
Europea). Los efectos jurídicos de esos 
dictámenes dependen del número de par-
lamentos nacionales que los emitan res-

pecto de cada iniciativa, y van desde el 
nuevo examen de la iniciativa por la Co-
misión Europea hasta la posibilidad de 
que el Parlamento Europeo o el Consejo, 
por mayorías reforzadas, puedan vetarla, 
impidiendo su tramitación legislativa.

La Ley atribuye a la Comisión Mixta la 
potestad de emitir en nombre de las 
Cortes Generales esos dictámenes moti-
vados sobre la vulneración del principio 
de subsidiariedad, sin perjuicio de que 
los Plenos del Congreso de los Diputados 
y del Senado puedan avocar el debate y 
la votación del dictamen elaborado por 
la Comisión Mixta para la Unión Europea, 
en los términos en que prevean los res-
pectivos Reglamentos de las Cámaras.

Por otra parte, la Ley acoge la posibi-
lidad prevista en el Protocolo anejo al 
Tratado de Lisboa consistente en que los 
parlamentos nacionales puedan consultar 
a los parlamentos regionales que posean 
competencias legislativas. Esta posibi-
lidad se articula de forma general, me-
diante la remisión a los parlamentos de 
las Comunidades Autónomas de todas las 
iniciativas legislativas europeas, tan 
pronto se reciban, sin prejuzgar la exis-
tencia de competencias autonómicas 
afectadas. Dichos parlamentos disponen 
de un plazo de cuatro semanas para que 
su dictamen pueda ser tenido en cuenta 
por la Comisión Mixta, la cual, si apro-
base un dictamen motivado sobre la vul-
neración del principio de subsidiariedad 
por un proyecto de acto legislativo de la 
Unión Europea, deberá incorporar la re-
lación de los dictámenes remitidos por 
los parlamentos de las Comunidades Au-
tónomas y las referencias necesarias para 
su consulta.

También se confiere a la Comisión 
Mixta para la Unión Europea la potestad 
de solicitar del Gobierno la interposición 
ante el Tribunal de Justicia de un recurso 
de anulación contra un acto legislativo 
europeo por infracción del principio de 
subsidiariedad, potestad que deberá 
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ejercer en el plazo máximo de seis se-
manas desde la publicación oficial del 
acto legislativo europeo. No obstante, el 
Gobierno podrá descartar, de forma mo-
tivada, la interposición del recurso de 
anulación solicitado por alguna de las 
Cámaras o por la Comisión Mixta para la 
Unión Europea, decisión que deberá jus-
tificarse mediante la comparecencia del 
Gobierno ante la Comisión Mixta para la 
Unión Europea, cuando ésta así lo soli-
cite.

Otros procedimientos de participación 
de los parlamentos nacionales en los 
actos de la Unión Europea previstos por 
el Tratado de Lisboa son los de oposición 
a determinadas iniciativas que puede 
tomar el Consejo Europeo de modifica-
ción de las reglas sobre mayorías y pro-
cedimientos para aprobar actos legisla-
tivos, lo que se ha denominado como 
revisión simplificada de los tratados. En 
estos casos, la oposición de un solo Par-
lamento impide que pueda tener efecto 
la decisión del Consejo Europeo. En el 
caso de las Cortes Generales, la proposi-
ción establece que corresponderá adoptar 
ese acuerdo a los Plenos del Congreso de 
los Diputados y del Senado, a propuesta 
de la Comisión Mixta para la Unión 
Europea.

Finalmente, la Ley encomienda con 
carácter general a la Comisión Mixta para 
la Unión Europea las funciones que el 
Tratado de Lisboa atribuye a los parla-
mentos nacionales en relación a la eva-
luación de las actividades de Eurojust y a 
la supervisión política de Europol, si bien 
deja abierta la posibilidad de que tam-
bién puedan intervenir en estas materias 
las comisiones legislativas competentes 
de cada Cámara.

Artículo primero.  Objeto de la Ley.

El objeto de la presente Ley es adaptar 
la Ley 8/1994, de 19 de mayo, por la que 
se regula la Comisión Mixta para la Unión 
Europea a las previsiones contenidas en 

el Tratado de Lisboa de 13 de diciembre 
de 2007.

Artículo segundo.  Modificación de la 
Ley 8/1994, de 19 de mayo, por la que 
se regula la Comisión Mixta para la 
Unión Europea.

La Ley 8/1994, de 19 de mayo, por la 
que se regula la Comisión Mixta para la 
Unión Europea, queda modificada como 
sigue:

Uno.  Se introduce al comienzo del 
articulado el Capítulo I con la rúbrica 
«Disposiciones generales».

Dos. E l apartado b) del artículo 3 
queda redactado del siguiente modo:

«b)  Recibir de la Comisión Europea 
y de otras instituciones de la Unión 
Europea las propuestas de actos legisla-
tivos y otros documentos, para su infor-
mación, examen y seguimiento.

El Gobierno, a la mayor brevedad po-
sible, y a reserva de una valoración defi-
nitiva, remitirá a las Cámaras un sucinto 
informe sobre el contenido sustancial de 
aquellas propuestas legislativas que 
tengan repercusión en España.

Cuando la Comisión Mixta lo consi-
dere oportuno, podrá solicitar del Go-
bierno la ampliación de la información 
recibida.»

Tres   Se añaden los nuevos apartados 
j), k), l), m) y n) al artículo 3:

«j) E mitir en nombre de las Cortes 
Generales, con arreglo a lo dispuesto en 
la normativa europea aplicable, dictamen 
motivado sobre la vulneración del prin-
cipio de subsidiariedad, en los términos 
que se recogen en el Capítulo II de esta 
Ley.

Cuando fuese necesario para sus deli-
beraciones la Comisión Mixta para la 
Unión Europea podrá pedir al Gobierno 
un informe relativo a la conformidad del 
acto legislativo con el principio de subsi-
diariedad, el Gobierno deberá remitir 
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dicho informe en el plazo máximo de dos 
semanas, acompañado de los docu-
mentos oficiales de los órganos de la 
Unión Europea que se hubieran em-
pleado en la preparación del proyecto 
legislativo y que obren en poder del Go-
bierno.

Cuando la Comisión lo considere 
oportuno, podrá solicitar del Gobierno la 
ampliación de la información remitida.

k)  Solicitar del Gobierno la interpo-
sición del recurso de anulación ante el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
por infracción del principio de subsidia-
riedad, conforme se indica en el artículo 
7 de esta Ley.

l)  Participar en los procedimientos de 
revisión simplificados de los Tratados pre-
vistos en el artículo 48.7 del Tratado de la 
Unión Europea, en los términos estable-
cidos en el artículo 8 de esta Ley.

m)  Recibir la información de las so-
licitudes de adhesión a la Unión Europea, 
con arreglo a lo previsto en el artículo 49 
del Tratado de la Unión Europea.

n)  Participar en las actividades de 
Eurojust y de Europol, en los términos 
establecidos en los artículos 12 del Tra-
tado de la Unión Europea y 85 y 88 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, y adoptar las decisiones pre-
vistas en el artículo 81.3 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, 
sobre aspectos del Derecho de familia 
con implicaciones transfronterizas.»

Cuatro.  Se introduce un nuevo Capí-
tulo II con la rúbrica «Control por las 
Cortes Generales de la aplicación del 
principio de subsidiariedad por los pro-
yectos de actos legislativos de la Unión 
Europea», con el siguiente contenido:

«Artículo 5.

1.  La potestad de aprobar en nombre 
de las Cortes Generales un dictamen mo-
tivado sobre la aplicación del principio 
de subsidiariedad por los proyectos de 

actos legislativos de la Unión Europea, de 
conformidad con lo establecido en su 
normativa, corresponderá con carácter 
general a la Comisión Mixta para la Unión 
Europea de las Cortes Generales.

2.  No obstante lo dispuesto en el 
apartado anterior, los Plenos del Con-
greso de los Diputados y del Senado po-
drán avocar el debate y la votación del 
dictamen elaborado por la Comisión 
Mixta para la Unión Europea en los tér-
minos previstos en los respectivos Regla-
mentos de las Cámaras. Si uno de los 
Plenos de las Cámaras avocase su com-
petencia para la aprobación del dictamen 
motivado, la Comisión Mixta para la 
Unión Europea deberá someter su pro-
puesta de dictamen motivado a los Plenos 
de ambas Cámaras.

3.  Los dictámenes motivados apro-
bados por la Comisión Mixta, o por los 
Plenos de las Cámaras, serán remitidos 
por conducto de los Presidentes del Con-
greso de los Diputados y del Senado a los 
Presidentes del Parlamento Europeo, del 
Consejo y de la Comisión Europea, en el 
plazo máximo de ocho semanas desde 
que fue transmitido el proyecto de acto 
legislativo europeo a las Cámaras. Asi-
mismo serán trasladados al Gobierno 
para su conocimiento.

Artículo 6.

1. E l Congreso de los Diputados y el 
Senado, tan pronto reciban una iniciativa 
legislativa de la Unión Europea, la remi-
tirán a los Parlamentos de las Comuni-
dades Autónomas, sin prejuzgar la exis-
tencia de competencias autonómicas 
afectadas, a efectos de su conocimiento 
y de que, en su caso, puedan remitir a las 
Cortes Generales un dictamen motivado 
sobre la aplicación del principio de sub-
sidiariedad por la referida iniciativa, todo 
ello de conformidad con lo dispuesto en 
la normativa europea aplicable en la ma-
teria.
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2. E l dictamen motivado que, en su 
caso, pueda aprobar el Parlamento de 
una Comunidad Autónoma, para que 
pueda ser tenido en consideración de-
berá haber sido recibido en el Congreso 
de los Diputados o en el Senado en el 
plazo de cuatro semanas desde la remi-
sión de la iniciativa legislativa europea 
por las Cortes Generales.

3.  Si la Comisión Mixta aprobase un 
dictamen motivado sobre la vulneración 
del principio de subsidiariedad por un 
proyecto de acto legislativo de la Unión 
Europea, incorporará la relación de los 
dictámenes remitidos por los Parlamentos 
de las Comunidades Autónomas y las re-
ferencias necesarias para su consulta.

Artículo 7.

1.  La participación de las Cortes Ge-
nerales en la interposición de un recurso 
de anulación ante el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea por infracción del 
principio de subsidiariedad, prevista en 
el Protocolo sobre la aplicación de los 
principios de subsidiariedad y proporcio-
nalidad anejo al Tratado de Lisboa, se 
articulará de acuerdo con lo dispuesto en 
este artículo.

2. E n el plazo máximo de seis se-
manas desde la publicación oficial de un 
acto legislativo europeo, la Comisión 
Mixta para la Unión Europea podrá soli-
citar del Gobierno la interposición ante 
el Tribunal de Justicia de un recurso de 
anulación contra dicho acto por infrac-
ción del principio de subsidiariedad.

3. E l Gobierno podrá descartar, de 
forma motivada, la interposición del re-
curso de anulación solicitado por alguna 
de las Cámaras o por la Comisión Mixta 
para la Unión Europea. Esta decisión de-
berá justificarse mediante la compare-
cencia del Gobierno ante la Comisión 
Mixta para la Unión Europea, cuando 
ésta así lo solicite.»

Cinco.  Se añade un nuevo Capítulo 
III con la rúbrica «Otros procedimientos 
especiales», con el siguiente contenido:

«Artículo 8.

1.  La oposición de las Cortes Gene-
rales a las iniciativas tomadas por el Con-
sejo Europeo de autorización al Consejo 
para que se pronuncie por mayoría cua-
lificada en lugar de por unanimidad o 
para que adopte actos legislativos por el 
procedimiento legislativo ordinario en 
vez de por un procedimiento especial, en 
ejercicio de la habilitación establecida en 
el artículo 48.7 del Tratado de la Unión 
Europea, corresponderá a los Plenos del 
Congreso de los Diputados y del Senado, 
a propuesta de la Comisión Mixta para la 
Unión Europea.

2.  Si los Plenos del Congreso de los 
Diputados y del Senado ratificasen la pro-
puesta de oposición a la iniciativa del 
Consejo Europeo, dicha decisión se tra-
mitará en los términos que reglamentaria-
mente se determinen con traslado al Go-
bierno para su conocimiento.

3. E l mismo procedimiento será apli-
cable a la oposición de las Cortes Gene-
rales a las decisiones del Consejo rela-
tivas a la determinación de los aspectos 
del Derecho de familia con implicaciones 
transfronterizas que puedan ser objeto de 
actos adoptados mediante el procedi-
miento legislativo ordinario con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 81.3 del Tra-
tado de Funcionamiento de la Unión 
Europea.

Artículo 9.

La participación de las Cortes Gene-
rales en la evaluación de las actividades 
de Eurojust y en supervisión política de 
Europol se realizará con carácter general 
a través de la Comisión Mixta para la 
Unión Europea y, en su caso, con la in-
tervención de las comisiones legislativas 
competentes de cada Cámara.»
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Disposición final.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día 
siguiente al de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley.

Madrid, 22 de diciembre de 2009.

JUAN CARLOS R.

	E l Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Instrumento de Aprobación de la Me-
dida 1 (2003) relativa al establecimiento 
de la Secretaria del Tratado Antártico con 
sede en Buenos Aires (Argentina), acor-
dada por la XXVI Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico, hecho en Madrid el 20 
de septiembre de 2003 (publicado en el 
«Boletín Oficial del Estado» nº 264 de 2 
de noviembre de 2009). (Publicado en el 
«BOE» núm. 309 de 24 de diciembre de 
2009.)

Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de 
medidas urgentes para el mantenimiento 
y el fomento del empleo y la protección de 
las personas desempleadas. (Publicada en 
el «BOE» núm. 315 de 31 de diciembre de 
2009)

Ley 28/2009, de 30 de diciembre, de 
modificación de la Ley 29/2006, de 26 de 
julio, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios. 

(Publicada en el «BOE» núm. 315 de 31 
de diciembre de 2009.)

Ley 29/2009, de 30 de diciembre, por la 
que se modifica el régimen legal de la 
competencia desleal y de la publicidad 
para la mejora de la protección de los 
consumidores y usuarios. (Publicada en el 
«BOE» núm. 315 de 31 de diciembre de 
2009.)

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Cuestiones de inconstitucionalidad 

Cuestión de inconstitucionalidad 
número 7686-2009, en relación con el 
artículo 32 j) de la Ley del Parlamento 
Vasco 4/1995, de 10 de noviembre, de 
Espectáculos Públicos y Actividades Re-
creativas. («BOE» núm. 304 de 18 de di-
ciembre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 26 de noviembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad núm. 
7686-2009 planteada por el Juzgado de 
lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de 
Bilbao, en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 346/2007, en relación 
con el artículo 32 j) de la Ley del Parla-
mento Vasco 4/1995, de 10 de noviembre, 
de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas, por posible vulneración del 
artículo 25 de la Constitución, y, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 
10.1 c) LOTC, en la redacción dada por 
la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, 
reservar para sí el conocimiento de la 
presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
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ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 346/2007, podrán per-
sonarse ante este Tribunal dentro de los 
quince días siguientes a la publicación 
del presente edicto en el Boletín Oficial 
del Estado.

Madrid, 26 de noviembre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Cuestión de inconstitucionalidad 
número 7929-2009, en relación con el 
artículo 100.1.a) del Decreto Legislativo 
3/2002, de 24 de diciembre, de la Gene-
ralidad de Cataluña, por la que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Finanzas 
Públicas de Cataluña. («BOE» núm. 304 
de 18 de diciembre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 26 de noviembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad número 
7929-2009 planteada por la Sección Se-
gunda de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Cataluña, en el recurso núm. 
57/2009, en relación con el artículo 
100.1.a) del Decreto Legislativo 3/2002, 
de 24 de diciembre de la Generalitat de 
Catalunya, por la que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Finanzas Públicas 
de Cataluña, por posible vulneración del 
artículo 149.1.18.ª de la C.E., y, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 
10.1 c) LOTC en la redacción dada por la 
Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, 
deferir a la Sala Segunda, a la que por 
turno objetivo le ha correspondido, el 
conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el recurso 
núm. 57/2009, podrán personarse ante 
este Tribunal dentro de los quince días 
siguientes a la publicación del presente 

edicto en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

Madrid, 26 de noviembre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Recurso de inconstitucionalidad 
nº 6964-2009, en relación con la Ley de 
Canarias 7/2009, de 6 de mayo, de mo-
dificación del Texto Refundido de las Leyes 
de Ordenación del Territorio de Canarias y 
de Espacios Naturales de Canarias. («BOE» 
núm. 307 de 22 de diciembre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por Auto de 10 de diciembre actual, en el 
recurso de inconstitucionalidad núm. 
6964-09, promovido por el Abogado del 
Estado, en representación del Presidente 
del Gobierno, ha acordado:

1.  Mantener la suspensión de la vi-
gencia y aplicación del artículo 1 de la 
Ley de Canarias 7/2009, de 6 de mayo, 
de modificación del texto refundido de 
las Leyes de Ordenación del Territorio de 
Canarias y de Espacios Naturales de Ca-
narias sobre declaración y ordenación de 
áreas urbanas en el litoral canario.

2.  Levantar la de sus artículos 2 y 3, 
suspensión que se produjo con la admi-
sión del mencionado recurso y que fue 
publicada en el «Boletín Oficial del Es-
tado» número 189, de 6 de agosto de 
2009.

Madrid, 10 de diciembre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias

Sentencia de 21 de octubre de 2009, de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por 
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la que se anula la disposición adicional 
única del Real Decreto 1767/2007, de 28 
de diciembre, por el que se determinan los 
valores a aplicar en el año 2008 para la 
financiación de los costes correspon-
dientes a la gestión de los residuos radiac-
tivos y del combustible gastado, y al des-
mantelamiento y clausura de instalaciones. 
(Publicada en el «BOE» núm. 293 de 5 de 
diciembre de 2009.)

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIÓN

Acuerdos internacionales

Convenio entre el Reino de España y la 
República de Trinidad y Tobago para 
evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal en materia de impuestos 
sobre la renta, y Protocolo, hecho en 
Puerto España el 17 de febrero de 2009. 
(Publicado en el «BOE» núm. 295 de 8 de 
diciembre de 2009.)

Aplicación provisional del Acuerdo 
entre el Reino de España y el Estado 
Plurinacional de Bolivia sobre supresión 
recíproca de visados en pasaportes diplo-
máticos y oficiales o de servicio, hecho en 
Madrid el 15 de septiembre de 2009. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 296 de 9 de 
diciembre de 2009.)

Acuerdo de modificación del Con-
venio Internacional relativo a la cons-
titución de un mercado ibérico de la 
energía eléctrica entre el Reino de Es-
paña y la República Portuguesa, de 1 
de octubre de 2004, hecho en Braga el 
18 de enero de 2008. (Publicado en el 

«BOE» núm. 298 de 11 de diciembre de 
2009.)

Aplicación provisional del Acuerdo 
entre las Naciones Unidas y el Reino de 
España relativo al uso por las Naciones 
Unidas de locales en el Reino de España 
para la prestación de apoyo a operaciones 
de mantenimiento de la paz y operaciones 
conexas de las Naciones Unidas, hecho en 
Madrid el 28 de enero de 2009. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 306 de 21 de di-
ciembre de 2009.)

MINISTERIO DE TRABAJO  
E INMIGRACIÓN

Real Decreto 2030/2009, de 30 de 
diciembre, por el que se fija el Salario 
Mínimo Interprofesional para 2010. (Pu-
blicado en el «BOE» núm. 315 de 31 de 
diciembre de 2009.)

Orden TIN/3518/2009, de 29 de di-
ciembre, por la que se crea el registro 
electrónico de la Secretaría de Estado de 
la Seguridad Social para la presentación 
de escritos, solicitudes y comunicaciones 
y se establecen criterios generales para su 
aplicación a determinados procedimientos. 
(Publicado en el «BOE» núm. 315 de 31 
de diciembre de 2009.)

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

Resolución de 26 de noviembre de 
2009, de la Secretaría de Estado para la 
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Función Pública, por la que se establece el 
calendario de días inhábiles en el ámbito 
de la Administración General del Estado 
para el año 2010, a efectos de cómputo 
de plazo. («BOE» núm. 296 de 9 de di-
ciembre de 2009.)

El artículo 48.7 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, esta-
blece que la Administración General del 
Estado fijará, con sujeción al calendario 
laboral oficial, en su ámbito, el calen-
dario de días inhábiles a efectos de cóm-
putos de plazos.

Este calendario se publicará antes del 
comienzo de cada año en el «Boletín 
Oficial del Estado» y en otros medios de 
difusión que garanticen su conocimiento 
por los ciudadanos.

Por todo ello, esta Secretaría de Estado 
para la Función Pública, de conformidad 
con las competencias que le atribuye el 
artículo 9 del Real Decreto 1039/2009, 
de 29 de junio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio 
de la Presidencia, ha resuelto:

Primero.–Aprobar el calendario de 
días inhábiles correspondiente al año 
2010, para la Administración General del 
Estado y sus Organismos Públicos, a 
efectos de cómputos de plazos.

Segundo.–Son días inhábiles:

a)  En todo el territorio nacional: los 
domingos y los días declarados como 
fiestas de ámbito nacional no sustituibles, 
o sobre las que la totalidad de las Comu-
nidades Autónomas no ha ejercido la fa-
cultad de sustitución.

b)  En el ámbito territorial de las Co-
munidades Autónomas: aquellos días de-
terminados por cada Comunidad Autó-
noma como festivos.

c)  En los ámbitos territoriales de las 
Entidades que integran la Administración 
Local: los días que establezcan las res-
pectivas Comunidades Autónomas en sus 
correspondientes calendarios de días in-
hábiles.

Los días inhábiles a que se refieren los 
puntos a) y b) de este apartado se re-
cogen, especificado por meses y por Co-
munidades Autónomas, en el anexo ad-
junto.

Tercero.–Disponer la publicación de la 
presente Resolución en el «Boletín Ofi-
cial del Estado» y en los tablones de 
anuncios de los órganos y dependencias 
de la Administración General del Es-
tado.

Madrid, 26 de noviembre de 2009.–La 
Secretaria de Estado para la Función Pú-
blica, Carmen Gomis Bernal.
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ANEXO
2010 - Calendario de días inhábiles
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Orden PRE/3523/2009, de 29 de di-
ciembre, por la que se regula el Registro 
Electrónico Común. (Publicada en el 
«BOE» núm. 315 de 31 de diciembre de 
2009.)
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